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Prólogo

El libro que presentamos aquí nace de la preocupación de los autores por la 

construcción de una democracia más sustantiva, no meramente formal, que tenga 

en cuenta a la ciudanía como uno de sus motores más importantes, sino el más 

importante. Para ello, consideramos que los ejes fundamentales de esta propuesta 

deben situarse en la participación ciudadana, la conformación de una sociedad 

civil fuerte y la rendición de cuentas de los poderes públicos a los ciudadanos, 

con la transparencia como base, aunque no la única, de esta accountability. 

Los trabajos aquí reunidos se presentaron en varios congresos nacionales 

e internacionales durante el periodo 2013-2014, aunque los mismos fueron de 

nueva cuenta revisados para adaptarlos al formato de libro. Ello conllevo eliminar 

algunas partes de los textos originales que presentaban argumentos similares y 

añadir nuevas explicaciones y comprobaciones, que en su momento no fueron 

introducidas. El resultado es un conjunto de capítulos que muestran coherencia 

en su relación y desarrollo.

Destacar también la importancia que para los abordajes tenidos en cuenta tuvo 

el trabajar con la Dra. Ma. del Rocío Vega Budar, que reúne en su persona décadas 

de experiencia en el trabajo de la Administración Pública y en la Academia. Esto 

le da una perspectiva muy fina, por ambos lados, el de la teoría y el de la práctica, 

de las temáticas que abordamos, y que tuvo la amabilidad de compartir conmigo. 

También es de destacar las aportaciones, por medio de discusiones del texto, de un 



12

estudioso de la Administración Pública como es el Mtro. Bernabé Lugo Neria. Mi 

alumno de la Maestría en Gobierno y Gestión Local, Víctor Olid Trejo Vivanco, 

es un apasionado de la participación ciudadana, que desde sus responsabilidades 

en la vida política hidalguense y nacional, promueve intensamente. 

Respecto al contenido, el capítulo primero trata de un tópico central de la 

participación ciudadana, el de sus instrumentos. Inicia señalando que ésta 

encuentra su razón de ser en el aumento de la eficiencia, la eficacia y la calidad 

del gobierno. Se señala que es necesario evaluarla tanto en su diseño, qué es 

complejo y múltiple en mecanismos, grados y escenarios de ejecución, como en 

su ejecución y resultados. También se dice que no debe limitarse a instrumentos 

directos consultivos: sufragio, plebiscito y referéndum; y que debe alcanzar al 

ámbito de la toma de decisiones. Lamentablemente, la participación ciudadana en 

Latinoamérica y en México es muy baja, entendiéndose la misma sólo desde una 

actitud pasiva de aceptación de las políticas públicas realizadas por los gobiernos; 

y no siendo proactiva o evaluativa de la gestión gubernamental, aunque sí se 

demanden, en algunos casos, políticas públicas para resolver problemas concretos 

que afectan a la ciudadanía.

El segundo capítulo, referido a la participación ciudadana en el ciclo de las 

políticas públicas, nos señala los grandes avances que se han dado en México 

respecto a la democratización. En este sentido, menciona que si se quiere 

profundizar en nuestro país en este sistema de gobierno es necesario construir una 

ciudadanía informada, competente en la articulación de los intereses comunes y 

que sea participativa en todos los niveles de gobierno: local, estatal y federal. 

Solo a través del involucramiento de la ciudadanía en el diseño, implementación 

y evaluación de las políticas públicas, la política podrá legitimarse y se darán 

círculos virtuosos de bienestar para el conjunto de individuos que habitan en una 
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comunidad política. Ello no quiere decir que no existan dificultades, como son 

las del orden de la interpretación, organización social y de estructura relacional 

entre las esferas gubernamentales y ciudadanas. Pero sí, que éstas se superaran en 

la medida que exista voluntad política, de un lado, y comprensión ciudadana, por 

el otro. Lo cual permitirá subir en la escala de Arstein (1969), e ir de los niveles 

más bajos de participación ciudadana: información y comunicación; a los más 

altos: deliberación y decisión. Concluimos que para México existe una buena 

oportunidad para ir subiendo en esa escala, lo cual permitirá, a su vez, profundizar 

en su democracia, pasando de una meramente formal a otra más sustantiva.

El capítulo tercero aborda un estudio de caso, el de la participación ciudadana 

en el ciclo de las políticas públicas en los ayuntamientos hidalguenses. Para ello, 

parte de dos hipótesis: (1) “los municipios que consideran la propuesta de sus 

ciudadanos en el desarrollo del Fondo de Infraestructura Social Municipal (fism) 

presentan mejores niveles de eficiencia municipal en comparación con aquellos en 

los que sus ciudadanos no participan”; (2) “los municipios donde la participación 

ciudadana en el fism es del tipo evaluativa tienen mejores niveles de eficiencia 

municipal en comparación con los que fomentan la de consulta y deliberativa”. La 

investigación es relevante, pues abona en un sentido empírico que la participación 

ciudadana es positiva en cuanto dota de mayor eficiencia y eficacia a las políticas 

públicas. Al respecto, sus resultados, para los 84 municipios del Estado de 

Hidalgo, muestran que un tipo de participación ciudadana evaluativa, mayor en 

grado que la consultiva y deliberativa, en el fism favorece significativamente los 

niveles de eficiencia de los gobiernos locales hidalguenses, lo cual corrobora las 

hipótesis de investigación señaladas.

En el capítulo cuarto se realiza un trabajo de análisis sobre el debate de la 

participación ciudadana en el diseño de las políticas públicas sobre ciencia y 



14

tecnología. Se trata de un tema complejo, con diversas aristas y actores que 

requieren ser estudiados con detenimiento, por lo menos en cuanto a los argumentos 

que utilizan para defender sus posiciones. Sintetizamos estas posiciones como 

favorables a que sólo participen los expertos —los que asesoran a los tomadores 

de decisiones en la esfera pública—; las intermedias, que admiten la participación 

de legos y reconocen el valor de los juicios emitidos por los expertos; y las 

favorables a la participación de la sociedad civil, que tienen su sustento en teorías 

que admiten que la intuición toxicológica del lego da resultados parecidos a los 

que se obtienen con los procedimientos científicos, en cuanto al riesgo científico 

y tecnológico se refiere. Además pone el énfasis en que los ciudadanos sometidos 

a las incertidumbres y riesgos procedentes del uso de la ciencia y la tecnología 

deben tener voz en la toma de decisiones que se dan en estos rubros, puesto que 

su desarrollo y uso pueden afectar a su seguridad física y patrimonial.

En el capítulo quinto se realiza una descripción de las Organizaciones de 

la Sociedad Civil (osc) hidalguense. En concreto estudiamos aquellas que 

poseen la Clave Única de Inscripción (cluni). Esta Clave les permite participar 

en la obtención de recursos federales, por un lado, y colaborar en el diseño de 

políticas públicas, por el otro. Para realizar el trabajo tomamos como base la 

información que se encuentra en el portal del Instituto Nacional de Desarrollo 

Social (indesol), la cual depuramos por Estado y por aquellas variables que nos 

parecieron relevantes para la investigación. Concluimos que las osc hidalguenses 

en su mayoría: no presentan características profesionales y de especialización, 

se concentran en pocas actividades, una mínima parte de ellas recibe recursos 

económicos o de capacitación y presentan poca equidad de género en su interior.

El último capítulo aborda la importancia de la rendición de cuentas y la 

transparencia para la democracia, ya que profundizan la relación entre la 
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ciudanía y los administradores públicos, y entre los diversos poderes del Estado, 

lo cual genera sinergias positivas de: confianza, legitimidad, eficiencia, eficacia 

y buen gobierno. México ha dado pasos en la generación de mecanismos de 

arbitraje de las elecciones a través del Instituto Federal Electoral (ife), ahora 

Instituto Nacional Electoral (ine); de acceso a la información con la creación del 

Instituto Federal de Acceso a la Información (ifai) y sus homólogos estatales, 

de fiscalización de la cuenta pública a través de la Auditoría Superior de la 

Federación (asf). Sin embargo, existen todavía rezagos importantes, sobre todo 

en estados y ayuntamientos, aunque también existen deficiencias en cuanto al 

diseño estructural de estos organismos a nivel federal. Ejemplo de ello es la 

dependencia del ife, ahora ine, respecto a los partidos políticos, que nombran a 

sus consejeros y lo dotan de presupuesto a través del legislativo. Respecto al ifai, 

nació sin autonomía constitucional, aunque su legitimación ante la ciudadanía le 

ha ayudado a ganar espacios propios ante los órganos estatales a los que demanda 

información. En este caso los déficits mayores se observan en sus homólogos 

estatales, que al depender del ejecutivo y no tener ninguna autonomía ejercen su 

actividad de manera controlada. La asf se encuentra limitada, como dijimos en 

el texto, por: “restricciones presupuestarias, por no tener capacidad jurídica de 

sanción, no poder recibir denuncias de la ciudadanía, un cronograma de actividades 

inadecuado, un ámbito limitado de actuación y sobre todo por depender, en 

muy buena medida, de la voluntad política en la información recabada y en las 

sanciones que de la misma se derive”. Repetimos nuestra conclusión principal por 

considerarla sintética y toral respecto al tema que tratamos en este capítulo: “En 

conjunto la rendición de cuentas en México presenta: deficiencias de articulación 

legislativa e institucional, déficits en su gestión y limitaciones en la participación 

ciudadana […] Se debe generar una estructura transversal para este tópico que 
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abarque todos los niveles de gobierno y a todas las instancias públicas. Para 

ello, (es necesario) integrar paquetes evaluativos en los programas operativos, 

mismos que se insertarían en el ejercicio de las unidades administrativas a las 

que controlarían, permitiendo una rendición de cuentas transparente (veraz y 

oportuna hacia la ciudadanía).” 
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Capítulo 1 
Instrumentos de participación 
ciudadana: el caso de México

Dr. Juan Antonio Taguenca Belmonte

Lic. Víctor Olid Trejo Vivanco

Introducción 
Hablar sobre participación ciudadana es referirse al modo de intervención 

de los ciudadanos sobre la organización social que la comunidad adopte. En 

democracia los pre-requisitos para que exista participación ciudadana son: un 

marco institucional que garantice, a través de un sistema electoral democrático, 

que las elecciones sean transparentes y justas; el aseguramiento de los derechos 

políticos de la ciudadanía, que debe ejercerlos de forma libre y responsable; una 

sinergia positiva en las relaciones entre el gobierno y la ciudadanía que permita 

la resolución de problemas públicos de manera conjunta.

La participación ciudadana debe contribuir a aumentar la eficiencia, la 

eficacia, la efectividad y la calidad del gobierno. Lo cual puede lograrse a través 

de consolidar el sistema democrático. Esto implica la necesidad de establecer 

medidas sobre el desempeño del gobierno, tomando en cuenta indicadores 

objetivos sobre su eficiencia, eficacia, responsabilidad, transparencia y apego a 
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la ley. Al respecto, los mismos nos deben dar cuenta de la respuesta del gobierno 

a las demandas ciudadanas y, por supuesto, si las mismas se ven o no satisfechas 

por las actuaciones gubernamentales. 

Generalmente se tiende a limitar la participación ciudadana al proceso 

electoral, en el que se renuevan los poderes ejecutivo y legislativo en los diversos 

ámbitos de gobierno: federal, estatal y municipal. Sin embargo, ésta va mucho 

más allá de los límites electorales, en los que el ciudadano se limita a mostrar su 

preferencia partidaria a través de la emisión de un voto. 

En términos generales, la participación ciudadana es el involucramiento de 

los ciudadanos en el espacio público desde su identidad como tales, es decir, de 

integrantes de una comunidad política. Esta participación está vinculada, como 

no podría ser de otra forma, a los modelos de democracia y al tipo de relación 

gobierno-sociedad (Villarreal, 2010: 32)

Si analizamos la definición anterior, encontramos dos elementos jurídicos  que 

son condiciones previas a cualquier participación pública de los individuos de 

una comunidad política: la ciudadanía y la transparencia. El primero lo podemos 

definir como: “el estatus legal que concede un Estado: abarca derechos y 

obligaciones cívico-políticas, se vincula a una edad mínima y a criterios de arraigo 

e identidad” (Cruz, 2012: 62). La transparencia hace referencia al aseguramiento 

del acceso a la información pública de todos los ciudadanos (Instituto de Estudios 

Legislativos, 2012)

Ciudadanía y transparencia son esenciales para la participación ciudadana, 

pero ambas no se dan sin un marco jurídico que permita la intervención ciudadana 

en los asuntos públicos, ya sea de forma activa o pasiva: participando en la 

toma de decisiones, para el primero de los casos; y para el segundo, solicitando 

información respecto a las decisiones públicas tomadas.
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Pero, ¿qué es lo que los ciudadanos latinoamericanos consideran que debe 

hacer un ciudadano? Al respecto, el Latinóbarometro (2010)  preguntó sobre 

esta cuestión de una forma negativa, es decir, sobre  lo que no puede dejar de 

hacer una persona para considerarse ciudadano. Las respuestas emitidas por los 

entrevistados dieron los siguientes resultados: el 71% señalo que votar, el 52% 

pagar impuestos, el 48% obedecer las leyes, el 37% ayudar a los nacionales que 

se encuentran en problemas, el 21% participar en organizaciones sociales, el 

20% cumplir con el servicio militar, el 19% elegir productos medioambientales 

responsables y tan sólo el 15% contestó participar en organizaciones políticas.

1.1 La participación ciudadana: elementos para su análisis
La acción pública está estrechamente vinculada al ejercicio del poder, que se 

manifiesta a través del desarrollo y ejecución de políticas públicas. Existen en 

torno a las mismas tres tipos básicos de acción: comunicación, toma de decisiones 

y aplicación. A través de estas acciones se mantiene el orden social y se da cauce 

al conflicto. Las leyes, normas y reglamentos establecidos por el legislativo 

fungen como comunicación del gobierno hacia la sociedad; la política se sitúa en 

la toma de decisiones y la aplicación se encarga a las administraciones públicas, 

que gestionan y administran la política pública.

Existen mecanismos de participación ciudadana que sirven para distribuir y 

redistribuir el acceso a la creación y comunicación de significados. Con ello, 

coadyuvan a mantener o a modificar órdenes, símbolos y modos de comunicación 

que inciden en el significado que se le da a las políticas públicas y, en nuestro 

caso, a cómo éstas deben implementar instrumentos de participación ciudadana. 

En este sentido, los elementos de comunicación básicos para la discusión e 

implantación de instrumentos de participación ciudadana son:
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1.	 Información pertinente a las políticas.

2.	 Una afirmación de políticas, que es la conclusión de un argumento sobre 

las políticas.

3.	 Una justificación, la cual es una suposición que permite pasar de la 

información a la afirmación.

4.	 El respaldo de una justificación, que consiste en suposiciones o argumentos 

adicionales en apoyo a la justificación.

5.	 Una réplica o segunda conclusión, suposición o argumento, el cual indica 

las condiciones en que la afirmación original es inaceptable o necesita 

modificación.

6.	 Un calificador el cual expresa el grado en que se está seguro de la afirmación 

de las políticas. (Bozeman, 1999: 26).

La evaluación de los mecanismos de participación ciudadana nos sirve para 

evaluar su pertinencia, misma que remite a la necesidad de tener instrumentos 

eficaces que permitan a la ciudadanía empoderarse frente a los poderes públicos 

y ser participe y corresponsable de las políticas públicas que se lleven a cabo. 

Todo ello a fin de garantizar la eficiencia y eficacia de las decisiones políticas 

que se tomen. Esta ciudadanización de la política pública presenta una serie de 

problemas, que de acuerdo a Guy y John (2005) son las siguientes: solubilidad, 

complejidad, divisibilidad y monetarización. 

Existe una gran discusión internacional sobre los mecanismos de participación 

ciudadana y su evaluación, que ya ha dado algunos resultados. Por ejemplo, la 

Carta Iberoamericana de participación ciudadana que se firmó en 2009. Se trata 

de un documento en el que los gobiernos iberoamericanos se obligan a establecer 

y evaluar mecanismos de participación ciudadana. Lo que fue motivado por la 

creciente demanda ciudadana, en esta región, para que se incluya a la ciudadanía 
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de forma más sustantiva y creciente en la toma de decisiones y el desarrollo de las 

políticas públicas llevadas a cabo por los respectivos gobiernos. 

Con relación a México, de acuerdo al Índice de Participación Ciudadana de 

América Latina  realizado en 2005, tiene uno de los porcentajes más bajos de 

participación ciudadana institucional directa: se ubica en el 3.7% y sólo supera 

a Argentina y Costa Rica. No obstante, en nuestro país se han dado avances 

importantes en torno a la temática que estamos planteando, reconociéndose los 

derechos de audiencia y petición, y la participación en foros de discusión en 

materias gubernamentales.

La participación ciudadana tiene un impacto positivo en las decisiones 

de política pública tomadas por el gobierno. Este impacto puede medirse en 

términos de legitimidad gubernamental y en el consecuente reconocimiento 

social de las acciones de gobierno. Aunque no siempre la misma es positiva, 

pues existen áreas prioritarias y sustantivas de gobierno que deben mantenerse al 

margen de la participación ciudadana dada su naturaleza, que afecta directamente 

a la subsistencia del propio Estado. Por otro lado, hay que considerar que en 

algunas temáticas, en las que sí puede darse dicha participación, es necesario el 

asesoramiento de expertos dada la complejidad que presentan.

La participación ciudadana presenta una serie de problemas, no sólo instru-

mentales, como son: la falta o exceso de información para que la ciudadanía 

coadyuve a la toma de decisiones de política pública, la falta de formación de la 

ciudadanía para tomar decisiones con conocimiento de causa y objetivamente, y 

la naturaleza delicada de algunos temas sobre los que se debe decidir, por citar 

unos pocos ejemplos. Debemos, por tanto, acotar la participación ciudadana a 

determinados ámbitos y grados, así como tener instrumentos que posibiliten que 

dicha participación sea positiva. Para ello debemos tener en cuenta: la causalidad, 
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la gravedad, la incidencia, la novedad, la proximidad y la crisis: como nos recuer-

dan Rochefort y Cobb (s.f.) a la hora de determinar la emergencia de un problema.

Se trata, en el fondo, de hallar la forma de que la participación ciudadana 

sea positiva en términos de operatividad administrativa, pues en términos 

de legitimidad política y fortalecimiento institucional ya lo es. Para ello es 

fundamental la transparencia y rendición de cuentas, la cual para el caso 

mexicano no se ha consolidado en los ámbitos estatales y municipales, existiendo 

un débil e insuficiente marco regulatorio y un alto descredito de la acciones 

gubernamentales, ubicado en un 78% de acuerdo al IPC1 . Otro dato revelador, 

también referido al caso mexicano, es que: “en México del cien por ciento de 

mecanismos participativos, el 90% pertenecen al primer nivel de participación, 

es decir, sólo recogen demandas pero no brindan alternativas de resolución, y de 

éstos sólo el 22% se evalúa” (Cruz, 2012: 113).

En Latinoamérica la importancia de la participación de la ciudadanía en la 

esfera pública fue reconocida en 2009 por los países iberoamericanos, los cuales 

firmaron la Carta Iberoamericana de participación ciudadana. En ésta se reconoce 

la  necesidad de que exista colaboración, más allá del voto, entre la ciudadanía y 

las administraciones en la gestión pública. Además se declara explícitamente que 

los gobiernos firmantes han dado poca atención a este tema.

Tampoco debemos olvidar que, de acuerdo a la Encuesta Nacional de  Cultura 

Política y Practicas Ciudadanas, el 60% de los mexicanos desearía apertura para 

intervenir en los asuntos públicos y tomar parte en los procesos de opinión y 

decisión pública. Esto es, desean tener, al menos en cuanto a opinión expresada, 

la posibilidad de participar como ciudadanos en el ciclo de las políticas públicas.

Volviendo a las problemáticas que plantea la participación ciudadana, de 

1   Para un desarrollo completo del Índice de Participación Ciudadana se puede consultar: Red 

Interamericana para la Democracia (2005).
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acuerdo a Burstein y Marie (1997), se tienen que ubicar éstas en las formas de 

resolución de competencias y en las bases organizativas del conflicto. Además, 

hay que atender al tipo de participación ciudadana que se dé: institucional o 

no institucional, la primera se delimita con el marco jurídico y es controlada y 

supervisada por la administración pública a través de mecanismos formalmente 

definidos; se desenvuelve en el ámbito de lo estatal no prioritario y lo estatal no 

público. (Villarreal, 2010). La segunda no obedece a reglas institucionales sino 

que se da a través de mecanismos tradicionales o novedosos de organización 

social, pero sin tener carácter institucional, es decir, estar reconocida por la Ley, 

lo que la distingue de la anterior.  

1.2 Mecanismos de participación ciudadana
Antes de enumerar los mecanismos de participación ciudadana, es preciso 

señalar las variables básicas que debe perseguir la participación ciudadana, éstas 

son: la legitimidad;  la eficacia, la eficiencia y la calidad del gobierno en sus 

decisiones y políticas. En cuanto a los mecanismos de participación ciudadana, 

éstos se clasifican por generaciones. En la primera generación encontramos 

los mecanismos directos: plebiscito, referéndum y consulta popular. En la 

segunda, los mecanismos consultivos: foros, consultas ciudadanas y consejos de 

participación. En la tercera, los mecanismos deliberativos: células de planificación 

y presupuestos participativos. (Cruz, 2012).

En lo que sigue vamos a describir de forma sintética, a través de una figura, 

los elementos principales de los instrumentos de participación ciudadana a través 

de tres características que consideramos básicas: compromiso, referido al tiempo 

que están dispuestos a destinar los ciudadanos a las cuestiones públicas; número 

de ciudadanos involucrados y recursos que destinan. Estas tres características las 

encontramos desarrolladas en la figura 1.  
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En la figura anterior describimos sintéticamente los mecanismos de 

participación ciudadana más utilizados. Al respecto, el que se utilice uno u 

otro, o una combinación de algunos de ellos, dependerá de “los escenarios, los 

componentes que están detrás de su posibilidad y el tipo de organización que se 

dé” (Taguenca y Castañón, 2011: 10).

La figura 1 también resulta interesante para el análisis desde otro punto 

de vista: permite comparar la utilidad de diferentes mecanismos, así como su 

eficiencia y eficacia en su uso. Pero para ello debemos atender necesariamente a 

determinadas metodologías que nos evalúen objetivamente el objeto de estudio 

que aquí estamos planteando. Para ello, la utilización de modelos puede sernos 

útil. Por ejemplo podemos utilizar, el modelo causal, que  involucra dos hipótesis: 

la causal  y la hipótesis de intervención. En la primera, se establece una respuesta 

política a la cuestión, se establece un responsable y se identifican grupos objetivo 

y beneficiarios finales. En la segunda, se establece una propuesta de solución del 

problema y el modo de intervención de los actores, responsables e interesados 

(Knoepfel et al, 2007). 

Para establecer la hipótesis de intervención se instaura el cauce institucional 

como condicionante para la evaluación participativa. Ésta debe seguir el ciclo 

de las políticas públicas, ponderando en cada una de ellas los siguientes criterios 

para evaluar la calidad de los procesos participativos: criterios de coordinación, 

criterios de participación (actores), criterios de participación (proceso), criterios 

del método participativo y criterios de consecuencias del proceso participativo.2 

Cada criterio tiene diversas variables. En el primer criterio tenemos: el acuerdo, 

la transversalidad, el compromiso político, el coliderazgo, la integración en las 

dinámicas locales de participación, la claridad de los objetivos y los recursos. En 

el segundo criterio se integran: la extensión, la diversidad y la representación. 
2   Esta metodología la encontramos desarrollada en Parés y Carola (2009).
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En el tercer criterio se estudian: la relevancia, la capacidad de intervención de 

la administración pública y la procedencia. En el cuarto criterio encontramos: el 

grado de participación, la capacidad de propuesta, la calidad de la información y 

la calidad de la deliberación; en éste se realizan mediciones y evaluaciones. En el 

último criterio se hallan: la incidencia, la supervisión pública de los resultados, el 

aprendizaje de los agentes y el establecimiento de redes de política. 

Como podemos observar se trata de un análisis integral que incluye aspectos 

que son atribuidos como causas, características y atributos del problema público. 

Lo importantes es que al conjuntar variables que nos permitan el análisis 

causal podemos establecer la pertinencia de resultados integrales, que fueron 

conseguidos a través de la aplicación de métodos objetivos de evaluación de 

diferentes mecanismos de participación ciudadana. El fin de estas evaluaciones, 

sujetas a métricas complejas, es alcanzar resultados que nos permitan conocer la 

situación real que guarda la participación ciudadana a través de sus instrumentos, 

en cuanto a: su dimensión, su eficiencia y su eficacia de intervención en las 

políticas públicas, y los resultados que se alcanzan gracias a dicha intervención. 

Aunque las evaluaciones no se limitan a medir causas, sino que también abarcan 

efectos y sirven para diseñar propuestas de corrección que redunden en una 

mejora de los indicadores básicos de la participación ciudadana.

En todo caso, no debemos olvidar que detrás de todas estas evaluaciones existe 

una razón política: la legitimación del gobierno. Pero también una legitimación 

social, la que se deriva de hacer más eficientes y eficaces las políticas públicas. 

Ambas legitimaciones deben estar sujetas a medición a través de métodos objetivos 

que nos permitan evaluaciones rigurosas, pues la participación ciudadana es 

un asunto público de vital importancia para el crecimiento y desarrollo de las 

sociedades actuales.
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(Villarreal, 2010) subraya la importancia de considerar la participación 

ciudadana como asunto público. Sostiene, en términos generales, que la 

participación ciudadana es el involucramiento de los individuos en el espacio 

público estatal y no estatal desde su identidad de ciudadanos, es decir, de 

integrantes de una comunidad política. Esta participación está vinculada a los 

modelos de democracia y al tipo de relación gobierno-sociedad que se quiera 

construir.

Desde esta perspectiva podemos encontrar dos elementos básicos para 

entender a la participación como asunto público. Uno es el involucramiento en 

el espacio público y otro es la comunidad política. Ambos tienen condicionantes. 

Los más destacados son la  existencia de gobiernos democráticos y la condición 

jurídica de la ciudadanía. Otras razones para considerar como de interés público 

a la participación ciudadana las encontramos en la Carta Iberoamericana de 

Participación Ciudadana en la Gestión Pública, que en su artículo sexto dice:  

La participación ciudadana en la gestión pública constituye de forma 
simultánea para los ciudadanos y ciudadanas:

a)	 Un derecho activo exigible a los poderes públicos, de forma que 
éstos establezcan y garanticen los cauces para su ejercicio en los 
procesos de gestión pública.
b)	 Una responsabilidad cívica como miembros de la comunidad en que 
se integran, bien de forma individual o bien mediante sus organizaciones 
y movimientos representativos.

Aunado a lo anterior, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, de 

1948, reconoce a la participación ciudadana como un derecho humano universal. 

En México, la reforma constitucional de 2011 elevó los tratados de dicha materia 
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a rango constitucional.3 Hay que añadir, además, que la participación ciudadana 

es un elemento transversal de las políticas públicas: durante cada una de las fases 

del ciclo de las mismas, en la integración de la agenda gubernamental y en la 

evaluación de los resultados de las políticas públicas. Es aquí donde se vincula 

la pertinencia pública con la evaluación de los mecanismos de participación 

ciudadana que someramente tratamos con anterioridad. 

En torno a lo anterior, la Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en 

la Gestión Pública hace énfasis: en su evaluación, en el respeto del marco jurídico 

y en el establecimiento de los mecanismos institucionales de evaluación. Todo 

ello con la finalidad de acrecentar la eficiencia, eficacia, equidad y calidad de las 

políticas públicas de los países integrados en la región. En México, la participación 

ciudadana se encuentra regulada por la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, en sus artículos: 6° relativo al derecho a la información, 8° 

que trata del derecho de petición, 9° referido al derecho de asociación, el 26° 

que versa sobre la planeación democrática nacional  y el 35° sobre el derecho 

al voto. En nuestro país también hay que tener en cuenta, con relación a la 

participación ciudadana, las siguientes leyes federales: Ley de Planeación, Ley 

General de Desarrollo Social, Ley de Fomento a las Actividades Realizadas por 

las Organizaciones de la Sociedad Civil, Ley Federal de Transparencia y Acceso 

a la Información Pública Gubernamental.  

Otro aspecto importante es cómo podemos clasificar la participación ciudadana. 

Respecto a esto, existen varias clasificaciones. Aquí destacamos la siguiente: 

•	 Participación ciudadana institucional, es aquella en la que la Ley 
reconoce el derecho y el deber de participar. Está establecida mediante 
medios, mecanismos y procesos de intervención ciudadana.

3   En concreto en el artículo 22°.
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•	 Participación no institucional, es aquella que ocurre como reacción 
de la población, y es utilizada por los ciudadanos para presionar al 
gobierno para que responda a las preguntas que se le hagan sobre un 
tema determinado (Cruz, 2012: 26).

En el ámbito gubernamental, se observa la participación ciudadana 

institucional. Este tipo de participación a su vez contiene cuatro categorías de 

participación: 

•	 Institucional, aquella contenida en el marco legal.
•	 Autónoma, aquella que se da a través las asociaciones civiles.
•	 Clientelista, aquella orientada a legitimar las acciones del gobierno 
mediante la participación de grupos cerrados. 
•	 Incluyente, aquella que permite la participación libre de todos, sin 
importar su pertenencia o identidad política (Ziccardi, 2005: 214).    

Otra clasificación de la participación se presenta de acuerdo con el grado 

de intervención de los ciudadanos en las decisiones. Entendida de ese modo 

la participación puede ser: electoral, directa o deliberativa y de opinión o de 

intervención.

Llegados a este punto es preciso recordar cuáles son las ventajas de la 

participación ciudadana respecto a la no participación. Esto es realmente 

importante, puesto que justifica el porqué de un texto como el que aquí 

presentamos. Estas ventajas son las siguientes:

•	 La participación ciudadana permite, desde el ámbito político, ofrecer 

respuestas adecuadas a las necesidades y demandas de los ciudadanos, 

favoreciendo una mayor eficiencia y eficacia en la intervención pública.
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•	 Permite planificar las acciones que van a emprenderse dentro del ámbito 

territorial y competencial de las administraciones públicas. A través de 

la planificación se puede calcular el impacto que cada una de las medidas 

adoptadas produce en la población.

•	 Favorece una adecuada asignación de los recursos públicos a las 

necesidades y demandas que son consideradas prioritarias conjuntamente por 

los ciudadanos y los gobernantes.

•	 Profundiza los valores de democracia directa, haciendo partícipe a los 

ciudadanos de la toma de decisiones. 

•	 Permite incluir a diferentes y variados segmentos de la población con 

intereses y reivindicaciones diversas.

•	 Permite adquirir un mayor nivel de consenso en la aplicación de los 

programas públicos y reduce las posibilidades de fracaso.

•	 Permite establecer acertadamente las necesidades y aspiraciones de los 

ciudadanos, al incorporarlos al proceso decisional.

A pesar de las bondades que el modelo de democracia participativa tiene, que 

acabamos de ver, y a pesar de los esfuerzos que las administraciones realizan por 

canalizar, a través de diversos órganos y planes, la participación de los ciudadanos; 

lo cierto es que el ciudadano no parece mostrarse excesivamente comprometido 

e implicado en las cuestiones públicas que le afectan directamente. Los factores 

que explican este comportamiento son diversos y dependen de cuestiones tales 

como:

•	 El sentimiento de aburrimiento, desidia e irritación que producen las 

cuestiones ligadas a la política.
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•	 La falta de tiempo y las escasas posibilidades que tiene el ciudadano para 

dedicarse a la cosa pública.

•	 La falta de representatividad que tienen las asociaciones ciudadanas. Las 

asociaciones que participan son siempre las mismas y es frecuente que sean 

las más proclives a mantener el statu quo institucional y relacional existente 

en las administraciones públicas.

•	 La clase política se encuentra más dedicada a las funciones de gestión que a 

la realización de actividades que les permitan relacionarse con los ciudadanos.

•	 La falta de información y de formación que tienen los ciudadanos para 

comprender el complejo sistema de toma decisiones públicas.

•	 Las acciones públicas se encuentran presididas por actuaciones a corto 

plazo, mismas que hacen inútiles los procedimientos participativos, que 

inciden en el mediano y largo plazo.

•	 El individualismo del ciudadano y la escasa participación en asociaciones 

ciudadanas y vecinales.

•	 Los acuerdos adoptados para gestionar las administraciones públicas 

implican exclusivamente a las fuerzas sociales y económicas más importantes. 

Se dejan de lado otros colectivos.

1.3 La participación ciudadana en México y sus instrumentos
La Encuesta Nacional de Cultura Política y Participación Ciudadana (2012) hizo 

preguntas interesantes para analizar el tema que aquí estamos tratando. Una de 

ellas fue: “¿qué tan interesado está usted en los asuntos públicos?” Los resultados 

obtenidos se muestran en la figura 2. 
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Fuente: Encuesta Nacional de Cultura Política y Prácticas Ciudadanas (2012).

Cómo observamos en la figura anterior el porcentaje de ciudadanos mexicanos 

interesados en la participación en asuntos públicos sólo alcanza al 16% en el 

mejor de los casos, mostrándose la mayoría de ellos, con porcentajes superiores 

al 80%, poco o nada interesados.

En cuanto a la participación electoral, la prioridad otorgada por los diversos 

ámbitos de gobierno mexicano en este tipo de participación ha dado resultados. 

Al respecto, de acuerdo con el Índice de Participación Ciudadana, que compara 

a algunos países latinoamericanos; México sólo está por detrás de Brasil en este 

rubro. Lo vemos en la figura 3. 

Figura 2. Interés en la participación de asuntos públicos.
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Figura 3. Índice de participación electoral. Países Latinoamericanos.

País Porcentaje 

Brasil 7.9

México 7.1

República Dominicana 6.2

Perú 7.3

Chile 6.4

Bolivia 6.8

Argentina 6.7

Costa Rica 5.1

Fuente: Red Interamericana para la Democracia (2005).

Respecto a la a participación ciudadana directa, ésta se da cuando se consulta 

a la totalidad de los ciudadanos sobre las decisiones y/o permanencia de los 

gobernantes. Los mecanismos característicos de este tipo de participación 

son: plebiscito, referéndum, iniciativa popular y revocación de mandato. En 

México, a diferencia de otros países, no existe legislación federal en materia de 

participación ciudadana, es decir, no se reconoce formalmente ningún mecanismo 

de participación ciudadana directa a nivel federal. Pero sí se reconoce a nivel 

estatal y municipal, pero no en todos los estados. A pesar de este reconocimiento, 

las leyes que los norman carecen de reglamentos, lo que impide llevar la 

participación ciudadana, también allí donde está regulada, a la práctica. La figura 

4 nos da cuenta de esta situación en los diferentes estados mexicanos.
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Con relación a la participación ciudadana opilativa, ésta se da cuando la 

intervención ciudadana trasciende el ámbito consultivo y pasa al decisional 

en cuestiones relativas a recursos, insumos y cursos de acción pública. Como 

ejemplos podemos mencionar las células de planificación y los presupuestos 

participativos. En México no existe a nivel federal, aunque cabe mencionar que 

este tipo de participación es más viable, y de hecho las experiencias más exitosas 

ahí se han dado, en el ámbito local. Hasta este momento no hay datos concretos 

de este tipo de participación en los estados y municipios mexicanos.  

Respecto al Índice de Participación Ciudadana de Opinión, los datos para 

América Latina muestran que México tiene el Índice más bajo de los países 

considerados, cómo vemos a continuación.

Figura 5. Índice de Participación Ciudadana de Opinión. Países 

Latinoamericanos.

País Porcentaje
Brasil 3.1%

México 2.5%
República Dominicana 3.3%

Perú 3.1%
Chile 3.5%

Bolivia 3.3%
Argentina 4.1%

Costa Rica 4.3%
Fuente: IPC, Red Interamericana para la Democracia 2005.

Respecto al Índice de Participación Ciudadana de Opinión, Costa Rica es el 

que tiene el más alto (4.3%) seguido de Argentina (4.1%). Estos dos países son los 

únicos que superan el cuatro por ciento. Le siguen un grupo de países que superan 



40

el tres por ciento: Chile (3.5%), República Dominicana y Bolivia (3.3%), Perú y 

Brasil (3.1%). México se sitúa en el último lugar, alcanzando tan sólo el 2.5%.

Conclusiones
La participación ciudadana constituye un instrumento fundamental para la 

democracia. A través de sus instrumentos la ciudadanía puede transmitir a los 

administradores públicos sus demandas y éstos pueden legitimar su toma de 

decisiones. Existen, cómo es obvio, requisitos previos en la estructura política 

para que dicha participación pueda darse; como dijimos en la introducción de 

este capítulo, éstos son: un marco institucional que garantice, a través de un 

sistema electoral democrático, que las elecciones sean transparentes y justas; el 

aseguramiento de los derechos políticos de la ciudadanía, que debe ejercerlos 

de forma libre y responsable, y una sinergia positiva en las relaciones entre el 

gobierno y la ciudadanía que permita la resolución de problemas públicos de 

manera conjunta. 

La participación ciudadana tiene como propósitos importantes el aumentar 

la eficiencia, la eficacia y la calidad de la gestión gubernamental en cuanto a 

las demandas que la sociedad transmite a los administradores públicos. Con 

ella se trata de aumentar la operatividad administrativa, al tiempo que se 

legitiman las decisiones políticas tomadas y se fortalece la institucionalidad 

democrática. Para que esta participación ciudadana se dé  debe existir interés, 

información e involucramiento en la esfera pública de los individuos que 

habitan en una comunidad política, pero también debe darse voluntad política 

por parte de aquéllos, en el sentido de que deben estar dispuestos a escuchar 

y aceptar propuestas provenientes de los ciudadanos, además de transparentar 

sus decisiones. Todo ello establecido en un marco jurídico que permita que la 
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ciudanía pueda tomar parte en el diseño, ejecución y evaluación de las políticas 

públicas que se implementen.

Lamentablemente en los países latinoamericanos la participación ciudadana 

no es significativa. Al respecto, la opinión mayoritaria sobre que es ésta se centra 

en actitudes pasivas. De esta forma, el Latinobarómetro publicado en 2010 señala 

que para la mayoría ser ciudadano consiste en: votar (71%), pagar impuestos 

(52%) y obedecer las leyes (48%); sólo el 21% contestó que participar en 

organizaciones sociales y el 15% participar en organizaciones políticas. México, 

por su parte, es uno de los países con un porcentaje menor de participación 

ciudadana institucional directa: se ubica en un 3.7%, sólo por encima de Argentina 

y Costa Rica. Ello no quiere decir que en nuestro país no haya habido avances. 

Al contrario, sí los ha habido y sustanciales; por ejemplo en materia de derechos 

de audiencia y petición, y en la participación en foros de discusión previos a la 

toma de decisiones políticas importantes. No obstante, existe todavía en nuestro 

país déficits en el marco regulatorio, por ejemplo en la transparencia y rendición 

de cuentas, y un elevado descrédito de las acciones gubernamentales, que el 

Índice de Participación Ciudadana, que publica la Red Interamericana para la 

Democracia, situaba en 2005 en el 78%. Además, de la participación ciudadana 

que se da en México el 90% pertenece al ámbito de las demandas y sólo el 22% 

se evalúa, según Cruz (2012: 113), siendo escasa la participación opilativa, la 

que trasciende el ámbito consultivo y pasa al decisional. Ello a pesar del deseo 

de los mexicanos en la apertura del sistema político, a fin de intervenir en los 

asuntos públicos no sólo como demandantes sino también como proponentes, 

codecisores y evaluadores de las políticas a diseñar e implementar. En este 

sentido se manifiesta el 60% de los entrevistados en la Encuesta Nacional de  

Cultura Política y Practicas Ciudadanas.
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La participación ciudadana no es la panacea para solucionar todos los 

problemas de la esfera pública. Antes bien, hay que ser cuidadoso en cómo se 

utiliza, lo cual implica el diseño de instrumentos adecuados para extraer de ella 

todas las ventajas, limitando al tiempo los inconvenientes que pueda presentar, 

como pueden ser: su solubilidad, complejidad, divisibilidad y monetarización. El 

cuidado de su utilización alcanza también a las temáticas, pues existen algunas 

que dada su naturaleza de seguridad nacional deben mantenerse al margen de la 

participación ciudadana, u otras que dado su carácter complejo deben limitarse al 

debate experto; aunque éstas últimas puedan permear a la sociedad, qué  tendrá 

posiciones favorables o desfavorables sobre las decisiones gubernamentales, 

haciendo uso de su intuición toxicológica, por ejemplo, como vemos en el 

capítulo cuarto de este libro, o asesorándose, a su vez, de expertos.

  Existen otros problemas en cuanto a la participación ciudadana, que también 

mencionamos en el texto, y que resumidamente son: la falta o exceso de información 

para que la ciudadanía coadyuve a la toma de decisiones de política pública, la 

falta de formación de la ciudadanía para tomar decisiones con conocimiento de 

causa y objetivamente, y la naturaleza delicada de algunos temas sobre los que 

se debe decidir.  Todo ello debe ser tenido en cuenta a la hora de diseñar los 

mecanismos de participación ciudadana, y, sobre todo, cuando éstos se pongan en 

marcha. Debemos considerar, al respecto, que existen muchos mecanismos que 

posibilitan en diverso grado la participación ciudadana. Para clasificarlos existen 

diversos modos, por ejemplo podemos atender a la generación a la que pertenecen. 

Al respecto, son de primera generación, los directos: plebiscito, referéndum y 

consulta popular. De la segunda, los consultivos: foros, consultas ciudadanas y 

consejos de participación. Por último, son de la tercera, los deliberativos: células 

de planificación y presupuestos participativos.
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Existen características básicas de la participación ciudadana, que desarro-

llamos más ampliamente en el texto, que también debemos tener en cuenta a 

la hora de diseñar sus mecanismos: compromiso, referido al tiempo que están 

dispuestos a destinar los ciudadanos a las cuestiones públicas; número de 

ciudadanos involucrados y recursos que destinan. Estas características se dan en 

distinto grado de intensidad y combinación en diferentes sociedades e incluso 

varían según sea el escenario donde vaya a aplicarse la participación ciudadana. 

Esto no quiere decir que exista una combinación de características y grados 

que garantice el éxito, pero sí que se puede hacer un uso razonado de ellos que 

aumente la probabilidad de conseguirlo, y ello con la utilización de uno o varios 

mecanismos de participación, que, por supuesto, también pueden mezclarse con 

grados de intensidad variable en un mismo o distinto tiempo y escenario.

En cuanto a la evaluación de la participación ciudadana, afortunadamente 

existen criterios que permiten evaluar su calidad, es decir, si cumplen o no 

con su objetivo de hacer más eficiente y eficaz la política pública en su diseño, 

implementación y evaluación de sus resultados. Estos criterios vienen referidos 

a: la coordinación, los actores, el proceso, al método de la participación y a 

las consecuencias. Estos criterios tienen diversas variables, que vale la pena 

volver a repetir dada su importancia para la realización de un análisis integral. 

De esta forma, en el primer criterio tenemos: el acuerdo, la transversalidad, el 

compromiso político, el coliderazgo, la integración en las dinámicas locales de 

participación, la claridad de los objetivos y los recursos. En el segundo criterio 

se integran: la extensión, la diversidad y la representación. En el tercer criterio se 

estudian: la relevancia, la capacidad de intervención de la administración públi-

ca y la procedencia. En el cuarto criterio encontramos: el grado de participación, 

la capacidad de propuesta, la calidad de la información y la calidad de la 
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deliberación; en éste se realizan mediciones y evaluaciones. En el último criterio 

se hallan: la incidencia, la supervisión pública de los resultados, el aprendizaje de 

los agentes y el establecimiento de redes de política.

La complejidad metodológica de la evaluación de la participación ciudadana 

es evidente, pero está plenamente justificada dado que nos va a permitir establecer 

con objetividad: su dimensión, eficiencia y eficacia. Esto hará posible valorarla 

en su justa medida, así como diseñar participaciones de acuerdo con sus mejores 

posibilidades funcionales, lo cual redunda en su propia legitimidad ante los 

decisores públicos. Debemos valorar los efectos de dicha participación, y para 

ello debemos atender a los efectos que esta tiene no sólo en cuanto a su eficiencia 

y eficacia sino también respecto a la sociedad en general y al sistema político en 

particular.
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Capítulo 2  
La participación ciudadana en el ciclo de 

las políticas públicas 

Dr. Juan Antonio Taguenca Belmonte

Dra. Ma. del Rocío Vega Budar

Introducción
El proceso democratizador en México ha supuesto algunos cambios en la forma 

de hacer política y de organizar sus acciones. En este sentido, las políticas 

públicas y sociales1 se han direccionado, al menos en teoría, a fin de dar 

cabida a una mayor participación ciudadana, si no en la toma de decisiones en 

muchos casos, sí como una voz importante que debe ser escuchada a la hora 

de planificarlas, desarrollarlas y evaluarlas. Este proceso, derivado de un ajuste 

1   Destacar que a las políticas sociales las consideramos como un subconjunto de las políticas 

públicas, y que: “su finalidad es dar respuesta a determinadas problemáticas sociales, es decir, 

modificar situaciones de exclusión, vulnerabilidad, desigualdad y pobreza, cuyos principios rectores 

son la equidad, la inclusión y la seguridad social” (García, s.f.: 1). Por otro lado, las políticas 

públicas se definen: “como un conjunto de acciones y omisiones que manifiestan una determinada 

modalidad de intervención del Estado en relación a una cuestión que concita interés o movilización 

de otros actores de la sociedad civil” (Oszlak y O’Donnell, 1994: 112). En lo que sigue utilizaremos 

el término de políticas públicas, en el entendido de que éstas incluyen a las políticas sociales.
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mayor en la correlación de fuerzas políticas que buscan la ampliación de su poder 

político a través de un acercamiento a la ciudadanía, también ha derivado en la 

institucionalización de arbitrajes del campo de competencia de la elección de 

representantes2 y de la transparencia3 como factor indispensable de la rendición 

de cuentas: accountability4. 

Estamos pues ante un nuevo marco de la esfera pública, novedoso para 

México, que reclama la construcción de una ciudanía informada y competente en 

lo que se refiere a la articulación de sus intereses comunes, con base en estrategias 

bien fundamentadas y plausibles. Esta ciudadanía es la que reclama nuevas e 

imaginativas formas de relación entre la Política y la Administración Pública, y 

que en todo caso debe contar con ella en diversos niveles: nacional, estatal, local 

e incluso supranacional.5

2.1 El ciclo de las políticas públicas
La evolución señalada en la introducción alcanza a todo el ciclo de las políticas 

públicas y sociales, resumidamente: diseño, implementación y evaluación. 

En cuanto al primero de ellos, la toma de decisiones viene acompañada por el 

escrutinio de las necesidades expresadas por la población que se transforman 

en prioridades de agenda, correspondiendo entonces éstas con las reclamaciones 

2   Por ejemplo: el Instituto Federal Electoral, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, y sus correspondientes estatales.

3   Prueba de ello es la creación del Instituto Federal de Transparencia y Acceso a la Información.

4   El concepto de accountability no tiene una traducción directa al español pero puede traducirse, 

aproximadamente, como rendición de cuentas, como hacemos aquí.

5   La organización ciudadana y del Estado en sus diversos componentes juegan un papel muy 

importante, pues sin los nodos articuladores de la inter e intrarelación las comunicaciones dejan de 

fluir en ambas direcciones, con lo que se producen “cuellos de botella” en la implementación de 

políticas públicas, mismos que generan recelos y desconfianzas por ambas partes. Esto aumenta la 

probabilidad de que las iniciativas políticas puestas en acción fracasen.
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de atención por parte de la ciudadanía. Con relación a la segunda, la política 

pública y social atiende a la prioridad, no con base a los tiempos políticos sino a 

las disponibilidades de recursos priorizados, y con la aplicación racional de los 

mismos que atiende a la relación de costes y beneficios sociales con eficiencia 

y eficacia de bien público, no de mercado. La evaluación de los resultados de 

la política pública y social se realiza a través de diversos modelos,6 poniéndose 

en el fiel de la balanza su idoneidad y por tanto su modificación, continuación, 

desarrollo o conclusión. Aunque para ello no debemos olvidar que:

La evaluación de políticas sociales está atravesada por decisiones políticas 
en términos de definición de prioridades sociales, distribución de recursos 
y, en última instancia, de poder. Por ello las reflexiones producto de la 
evaluación respecto a la importancia de un programa, su significado, 
el de sus logros y la efectividad alcanzada reflejan un proceso de toma 
de decisiones y establecimiento de prioridades. Asimismo los juicios 
valorativos sobre esas dimensiones se relacionan con los intereses de los 
actores que realizan la evaluación. (García, s.f.: 2).

El proceso señalado, en un país democrático como México, es transparente y 

participativo en diverso grado. Ello no quiere decir que no existan dificultades: 

de comprensión, de organización social, de administración pública y políticas. 

Pese a éstas, es necesario que la ciudanía se involucre de forma decidida en el 
6   Aquí tenemos, por ejemplo, los métodos que hacen hincapié en los diversos tipos de impacto 

(social, económico, político, medioambiental, etc.) en la participación de diversos actores en 

las diversas partes del proceso de la política pública y social, en la satisfacción de los usuarios 

de un servicio determinado, en la percepción pública, en la evaluación de algunos indicadores, 

como por ejemplo: igualdad, equidad, pobreza, Índice de Desarrollo Humano; en las relaciones: 

coste-beneficio; fortalezas-debilidades, oportunidades-amenazas; eficiencia-ineficiencia, eficacia-

ineficacia. Esta relación de métodos de evaluación de políticas públicas no es ni mucho menos 

exhaustiva, pero sí da una idea de la amplitud que puede alcanzar. Al respecto, hay que añadir que 

las técnicas asociadas con cada una de ellas también son muy numerosas.



48

monitoreo de políticas que repercuten en forma decisiva en su bienestar. En este 

sentido, la labor del investigador es fundamental, pues su conocimiento experto 

permite evaluar con conocimiento de causa todo el proceso y establecer su 

idoneidad en términos de costes sociales y económicos, haciendo comprensible 

al lego la acción política, sus derivaciones y sus consecuencias. Esto repercute 

en la formación de la ciudadanía y aumenta las posibilidades de su inclusión –

participación ciudadana– en el ciclo de las políticas públicas.

Existen diversas perspectivas para comprender las políticas públicas: 

1.	 La perspectiva “socio-céntrica” nos permite comprender a las políticas 

públicas “en función del proceso que resulta del sistema de instituciones 

políticas que organizan el poder en la sociedad y el entramado de actores 

involucrados, sus capacidades y comportamientos” (Acuña y Repetto, 2002: 

15). En este sentido, con la apertura del campo de la política pública, derivada 

del proceso de democratización, surgen nuevos actores con nuevas formas de 

organización, que articulan intereses colectivos estratégicos. 

2.	 “La perspectiva “estado-céntrico” posibilita observar las permanencias 

clientelares y corporativas definidoras del estado anterior del espacio público 

mexicano, y en qué sentido éstas se han transformado o permanecido, o en qué 

grado siguen siendo elementos importantes para comprender la realidad de 

la política pública mexicana. Pero también en qué medida los representantes 

del Estado toman en cuenta a la ciudadanía y sus expresiones de necesidad y 

atención pública.

3.	 Por último, la perspectiva del “conflicto” nos da cuenta de las dificultades 

y tensiones que atraviesa el establecimiento del primer modelo –“socio-

céntrico” con respecto al segundo: “estado-céntrico”, y también qué nivel 
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alcanza la descentralización administrativa entre los diversos niveles de 

gobierno: federal, estatal y local, no exenta tampoco de conflictos.7

2.2 Evaluación de las políticas públicas
La evaluación de las políticas públicas podemos considerarla desde dos puntos 

de vista distintos: como una etapa de aquéllas o como una política pública en sí 

misma. Desde el primer enfoque: “se puede analizar la política pública como un 

proceso que se desenvuelve por etapas, de las cuales, cada una posee sus actores, 

restricciones, decisiones, desarrollos y resultados propicios, que influyen en las 

demás y son afectadas por lo que sucede en otras” (Aguilar, 1993: 15). Desde el 

segundo enfoque: “El análisis de la evaluación como una política pública se enfo-

ca en un examen de los sistemas de evaluación de las políticas públicas, que cons- 

tituyen estructuras institucionales de evaluación de las acciones e intervenciones 

del Estado y de los respectivos apartados administrativos estatales” (Guerrero, 

1995, citado por García, s.f.: 5, nota 6). Creemos que ambos enfoques no son ex-

cluyentes, sino complementarios, aunque los análisis deban hacerse por separado. 

No obstante lo cual, nuestra propuesta sigue la perspectiva del “ciclo de la políti-

ca pública”. Es decir, nos centraremos en la etapa de la evaluación como una fase 

separada de las demás, pero que al tiempo da cuenta de ellas, pues la misma no se 

produce al final de un proceso de política pública, sino que la abarca como proceso 

transversal, que es inicio y fin del proceso. También debemos tener en cuenta que: 

los objetivos, su evaluación, la metodología, la instrumentación y el análisis de los 

resultados son distintas fases de la evaluación, cuyo fin último es: “producir infor-

mación para orientar nuevos procesos de decisión, introduciendo modificaciones 

a la política o el cambio de ésta por una más adecuada” (Tamayo, 1997: 306).

7   Debemos aclarar que los modelos teóricos considerados corresponden a modelos sociales, y 

que aquí los tomamos en esta segunda acepción.
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Una definición de evaluación de política pública que nos parece adecuada 

introducir aquí, y que reúne de forma genérica lo que en el capítulo se va a 

entender como tal, es la siguiente:

Evaluar una política pública es apreciar los efectos atribuibles a una 
intervención gubernamental en un campo específico de la vida social y del 
entorno físico […] es la apreciación sistemática sobre la base de métodos 
científicos de la eficacia y de los efectos reales, previstos o no, buscados 
o no de las políticas públicas. (Meny y Thoenig (1992: 195, citado por 
García, s.f.: 6). [Es] un examen, a partir de criterios específicos, de los 
logros de una política en relación a las metas propuestas y a los efectos 
esperados en los grupos sociales beneficiarios. (Sulbrandt, 1994: 312, 
citado por García, s.f.: 6). 

   

Lo anterior no quiere decir que debamos entender la evaluación de las políticas 

públicas sólo desde un punto de vista técnico. En efecto, la dimensión política 

juega un papel fundamental. En este sentido Joan Subirats (1995) se enfoca en 

la construcción democrática de consensos entre los actores involucrados en la 

evaluación de la política pública. Lo cual, no es óbice para que la misma sea una 

fuente potencial de conflictos, al poner en juego la posición que ocupan distintos 

actores institucionales: políticos, burócratas, técnicos y población objetivo; así 

como sus respectivas racionalizaciones respecto a las prioridades y cambios a 

establecer, que tienen su visualización en las diferencias observables entre los 

tiempos políticos, técnicos, sociales y de transformación, por ejemplo.8 

Sea como fuere, la evaluación siempre estará sujeta a conflictos, dada su 

naturaleza valorativa y de confrontación de intereses. No obstante, es necesario 

acercarse lo más posible a la objetividad. Esto pasa por: “la corrección de la 

subjetividad individual que se encuentra en la intersubjetividad, y que se 

8   Cfr. Hintze (2001), Cohen y Franco (1992) y Nirenberg et. al. (2000).
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logra mediante la incorporación de diferentes actores. Esto genera espacios de 

confrontación y reflexión conjunta que permiten acuerdos y consensos sobre 

distintos aspectos y sobre los juicios valorativos” (Nirenberg et. al., 2000: 94). 

Una buena forma de lograrlo es a través de la obtención de resultados por medio 

de los focus group, que recrean a nivel micro los espacios de confrontación y 

reflexión social generados en torno a la evaluación de determinadas políticas 

públicas.

2.3 Participación ciudadana
Resulta difícil hablar de participación ciudadana refiriéndose a algo que vaya 

más allá de experiencias particulares asociadas a instrumentos formales 

institucionalizados.9 De hecho, dar una definición que delimite lo que se entiende 

por este concepto, separando lo que es y no es participación ciudadana, no es 

posible.10  No obstante, una definición más genérica no solo es posible sino también 

deseable. En este sentido (Parés, 2009: 17) nos propone definir la participación 

ciudadana de la siguiente forma: “todas aquellas prácticas políticas y sociales 

a través de las cuales la ciudadanía pretende incidir sobre alguna dimensión de 

aquello que es público”. No cabe duda de que la definición resulta demasiado 

amplia, de ahí la necesidad de delimitarla. Para ello nos es útil diferenciar la 

participación con la conocida escala que propuso Sherry R. Arstein en 1969, 

en su artículo: “A ladder of citizen Participation”: información, comunicación, 

9   Aunque las participaciones informales y no institucionalizadas como manifestaciones, 

protestas y actividad asociacionista, etc. también sean participación ciudadana, en este capítulo nos 

centraremos en aquellas cuyo origen es institucional, es decir en aquellas promovidas por el Estado 

en sus diferentes ámbitos.

10   Cfr. Parés (2009: 17). El autor va más allá, al asociar participación ciudadana con democracia 

participativa, y al señalar, citando al Observatorio Internacional de Democracia Participativa, que 

para éste último término no existe una definición universal. 
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consulta, deliberación y decisión. Nos es útil en el sentido de que nos permite 

integrar prácticas concretas asociadas a la participación ciudadana, sin las cuales 

ésta no se da, al tiempo que dentro de las mismas nos permite separar con criterio 

las que son unidireccionales de la Administración a la ciudadanía: información y 

comunicación; de las que son bidireccionales: consulta, deliberación y decisión. 

Solo estas últimas incorporan a la ciudadanía, aunque en distinto grado, en la 

toma de decisiones públicas. Por tanto solo a éstas y sus mecanismos vamos a 

considerar como participación ciudadana, y ello centrándonos en aquéllos cuyo 

origen es institucional, y atendiendo a su carácter estable, órganos de participación; 

temporal, procesos participativos; y sectorial, políticas públicas participadas.

Tampoco debemos olvidar que: 

La participación de la ciudanía en la esfera pública puede manifestarse 
de múltiples maneras. Sin embargo, detrás de cada forma de entender; 
hacer, promover o dificultar la participación hay un determinado sistema 
de normas y valores. Este sistema de normas y valores se materializa a 
través de distintas formas de concebir la democracia, distintos diseños 
institucionales o distintas formas de actuación en la vida política y social 
de una comunidad. (Viejo et al., 2009: 29).

La cita nos remite a la relación estrecha entre participación ciudadana y 

tipos de democracia. Al respecto, aquélla no tiene las mismas posibilidades de 

desarrollo en democracias representativas, cuyo funcionamiento se basa en la 

delegación del poder por parte de los ciudadanos a los representantes elegidos por 

sufragio, que son más competentes en la toma de decisiones, máxime si se rodean 

de expertos.11 Desde luego, la participación ciudadana tiene un mejor anclaje 

11   Algunos autores como Sartori, Schumpeter, Huntington o Dahl consideran negativa la 

participación ciudadana, en el sentido de que ésta podría: desestabilizar el sistema político, disminuir 

el consenso sobre la normas y debilitar la poliarquía al excederse en sus demandas sociales. Cfr. 
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en la democracia de tipo deliberativo como directo. Ambos tipos de democracia 

persiguen una mayor implicación de los ciudadanos en la toma de decisiones 

que tienen lugar en la esfera pública, y disponen de mecanismos normativos e 

instrumentales para ello. Desde estos tipos de democracia los ciudadanos son los 

más indicados para conocer cuáles son los problemas que les aquejan y cuáles son 

las soluciones de los mismos. 

Respecto a las ventajas que tiene la participación ciudadana, es decir el por 

qué ésta se debe fomentar, algunas de las más importantes son las siguientes:

 
1.	 La participación refuerza el consenso y la legitimación social de las 
políticas de [los gobiernos].
2.	 La participación impulsa el cambio de culturas internas políticas y 
técnicas.
3.	 Se abren canales de incidencia directa sobre la política […] más allá 
de las elecciones.
4.	 Se extienden actitudes y valores de ciudadanía activa, reflexiva y 
crítica (Gomà y Font, 2001: 74).

Estas ventajas no nos deben hacer olvidar que su logro está condicionado 

en gran medida por los escenarios donde se implementa la participación 

ciudadana, y por diversos factores que inciden en ella. El primero de los rubros 

lo desarrollamos en la figura 6, considerando las diferencias entre participación 

mediante órganos estables y procesos participativos. El segundo lo abordamos a 

través de la herramienta CLEAR.

Viejo et al. (2009: 40-41).
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2.3.1 Escenarios donde se implementa la participación ciudadana

La Figura 6 nos muestra que los posibles escenarios de participación ciudadana 

son múltiples, que los roles jugados por los distintos agentes en cada uno de ellos 

son diferentes, así como que también hay diferencias en cuanto a quién posee 

la legitimidad y el valor que se otorga a la participación ciudadana en cada uno 

de ellos. Los escenarios planteados coinciden con los indicados por Sherry R. 

Arstein en 1969 y que ya vimos más arriba: información, comunicación, debate 

y decisión. Es obvio que los dos últimos escenarios, los de debate y decisión, son 

los que se aproximan más a una democracia participativa, y por tanto son los que 

se adaptan más a una participación sustantiva, y no a una mera legitimación de 

los poderes públicos elegidos, es decir a una democracia representativa del tipo 

delegativo y corriente liberal. Por cierto, la más abundante en nuestros días. 

En el escenario de información el rol del ciudadano es pasivo, el del político 

tomar decisiones y el del técnico asesorar y ejecutar; la legitimidad la posee el 

político y la participación ciudadana no tiene sentido. En el otro extremo, en el 

escenario de decisión, la ciudadanía tiene un rol activo, que incluso llega a la 

toma de decisiones, el rol del político es propiciar la participación y toma de 

decisiones ciudadana, delegando y aun siendo pasivo en algunas ocasiones. Por 

otra parte, el rol del técnico es el de asesorar a la ciudadanía y al político, pero 

sabiendo que sus opiniones son tan valiosa como las del lego. La legitimidad 

recae en la ciudanía, a la que en su totalidad se le debe dar la oportunidad de 

participar; y el valor de la participación de los ciudadanos es absoluto y muy 

valorado, pues permite mejorar las decisiones. 

Los dos escenarios contrapuestos, vistos en el párrafo anterior, nos permiten 

observar como la participación ciudadana tiene diversos grados, y que los 

mismos varían enormemente dependiendo del contexto de aplicación, mismo que 
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es función del tipo de democracia que posee una comunidad política dada. Ello 

no quiere decir que en la democracia representativa no se puedan implementar 

mecanismos de participación ciudadana, pero sí que éstos tendrán mayores 

límites que en la democracia deliberativa y directa, que contiene mecanismos 

de participación ciudadana substantiva en su propia estructura de toma de 

decisiones. Pero veamos en la siguiente tabla cuáles son los escenarios posibles 

de participación ciudadana a los que hacemos referencia.
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Llegados a este punto, es importante atender al tipo de órganos que participan, 

en cuanto a su durabilidad en el tiempo y su composición, pues ambos factores 

inciden de forma decisiva en variables explicativas de la participación ciudadana. 

En este sentido, la figura 7 nos muestra, en torno a éstas, las diferencias existentes 

entre una participación establecida alrededor de los órganos estables, y una que 

atiende a procesos participativos. 

Figura 7. Diferencias entre órganos estables y procesos participativos.

Órganos estables Procesos participativos
Continuidad temporal Permanente Temporales

Estructura Cerrados Abiertos
Organización Jerárquica Horizontal

Funcionamiento Rígido y reglado Flexible

Procedimiento Rutinarios y burocráticos
Flexible y poco 

sistematizados
Adaptabilidad a  

cambios
Baja Alta

Participantes Sólo organizaciones
También ciudadanía no 

organizada
Entrada de nuevos 

actores
Impermeables Permeables

Representatividad Clara (pero restringida) Problemática
Extensión Baja Alta

Riesgo de cooptación Alto Bajo
Difusión de los actos Fácil Difícil

Temas tratados Amplios y genéricos Concretos y específicos
Fuente: Parés y Resende (2009: 84).

La participación ciudadana puede darse a través de órganos, que como nos 

señalan Parés y Resende (2009: 78) son: “estructuras estables a través de las 
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cuales se organiza y rige de forma permanente la participación de una localidad. 

[Se constituyen a través de] prácticas y canales diversos, como por ejemplo 

reglamentos y regulaciones, consejos y comités, las audiencias públicas ordinarias 

y obligatorias o el Defensor Ciudadano, entre otros”. Su característica principal 

es la permanencia en el tiempo.  

La participación también puede darse mediante procesos participativos que 

son: “todas aquellas acciones participativas encadenadas o secuenciales que 

son ejecutadas durante un tiempo determinado por actores organizacionales, 

institucionales y sociales en coordinación con un gobierno municipal o local.” 

(Pintado et al., 2002; citado por Parés y Resende, 2009: 81). Ejemplos de 

procesos participativos son las diversas agendas y tipos de planes y proyectos 

locales con participación ciudadana. Vienen caracterizados por su acotación a un 

tiempo concreto.

Como podemos observar en la figura 7 ambas formas tienen ventajas y 

desventajas. En cuanto a los órganos estables consideramos que sus fortalezas 

son las siguientes: su permanencia en la continuidad temporal, la participación 

organizada a través de organizaciones ya establecidas, bien estructuradas y 

con agendas establecidas; su representatividad clara, aunque matizada por 

su restricción, y su facilidad para difundir lo que se hace. Las fortalezas de la 

participación a través de procesos temporales son: su estructura abierta, su carácter 

de organización horizontal, su funcionamiento y procedimientos flexibles, su alta 

adaptabilidad a los cambios, su apertura y permeabilidad a la participación de 

todos los grupos e individuos, la alta extensión que alcanzan y el bajo riesgo 

de cooptación que presentan, así como que los temas tratados al ser concretos y 

específicos pueden ser abordados en profundidad. 
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Las debilidades de los órganos estables son: su estructura cerrada y 

organización jerárquica, el funcionamiento rígido y reglado con procedimientos 

rutinarios y burocráticos, la baja adaptabilidad a los cambios, impermeabilidad, 

baja extensión y el alto riesgo de cooptación. Los procesos participativos 

también tienen debilidades: su temporalidad, que no permite un aprendizaje del 

proceso e implementación de políticas públicas por parte de los participantes, 

sus procedimientos poco sistemáticos, su representatividad problemática y su 

dificultad para difundir lo que hacen.

Ambas formas de participación ciudadana son plenamente válidas y se pueden 

combinar a fin de aprovechar sus fortalezas y disminuir sus debilidades. Dicha 

combinación, claro está, dependerá de los escenarios en donde se lleve a cabo la 

participación.

2.3.2 Factores que inciden en la participación ciudadana

Existen factores que inciden de forma decisiva en sí se da o no participación 

ciudadana, el grado que esta alcanza, el modo que adquiere y las herramientas 

que utiliza. Estos factores  propician distintas alternativas instrumentales de 

participación e inciden en su efectividad. Un instrumento diseñado ex proceso 

para medir dicha efectividad, y que parte de que la participación es más efectiva 

donde se dan determinadas supuestos, es el CLEAR. Este acrónimo inglés viene 

referido a que la participación es más efectiva cuando los ciudadanos:

[C]	 Pueden hacer (Can do): es decir, tienen los recursos y el 
conocimiento para participar. 
[L]	 Están dispuestos a (Like to): es decir, tienen un sentido de 
comunidad que fortalece la participación.
[E]	 Posibilitados para (Enabled to): es decir, están proveídos de 
oportunidades para participar.
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[A]	 Convocados a (Asked to): es decir, están movilizados por grupos 
públicos o voluntarios.
[R]	 Respondidos a (Responded to): es decir, ven evidencias que sus 
puntos de vista han sido considerados.   (Lowndes y Pratchett, 2009: 102).

El grado de consolidación de estos distintos factores difiere de un país a otro, o 

entre estados de un mismo país, e incluso entre municipios de un mismo Estado. 

Las combinaciones que se dan entre ellos son múltiples, y su efectividad a la 

hora de que la participación ciudadana sea exitosa depende en buena parte de 

que su combinación se dé de forma adecuada, y con base en instrumentos que 

maximicen los factores en su estado actual y que, al mismo tiempo, tiendan a 

fortalecerlos.     

El conjunto conforma una participación ciudadana más efectiva, 

independientemente del grado de intervención de las partes, pero éstas deben 

estar presentes en mayor o menor medida para lograr dicha efectividad. Analizar 

CLEAR en un lugar concreto nos permite evaluar la posibilidad de establecer 

mecanismos de participación ciudadana, también qué tipo de mecanismos, con 

mayores probabilidades de éxito de las iniciativas participativas que se tomen. 

Evidentemente, esto supone una investigación profunda de los factores en lugares 

concretos. Esto excede con mucho nuestro objetivo en este momento, que es 

mucho más modesto. 

Conclusiones
Hemos iniciado nuestro capítulo viendo el ciclo de las políticas públicas, para 

después introducir varios mecanismos que inciden de forma positiva en la 

participación ciudadana en dicho ciclo, así como instrumentos que la permiten. 
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La conclusión general, de modo preliminar, es que existe una buena oportunidad 

para nuestro país de incorporar mecanismos e instrumentos de participación 

ciudadana que permitan consolidar una democracia más substantiva, no 

meramente formal. No obstante lo cual, hay que señalar que estas oportunidades 

nacen de tres debilidades: la de los propios ciudadanos con relación al CLEAR, la 

poca experiencia de las administraciones públicas, incluso temor, en la aplicación 

de instrumentos de participación ciudadana, sobre todo en la toma de decisiones, 

y, por último, las deficiencias en las normativas que regulan la participación de 

los ciudadanos en la esfera pública. 

Terminamos subrayando que en el ámbito de la práctica ciudadana de 

participación todavía hay que hacer mucho, pues según datos de la Encuesta de 

Cultura Política o del informe del Latinobarómetro (2010), por ejemplo, todavía 

son pocos los ciudadanos dispuestos a participar en la toma de decisiones políticas. 

Este es un dato preocupante que hay que tener muy en cuenta, y que los políticos 

deben abordar no desde la cerrazón de sus unívocas decisiones, apoyadas en 

expertos de todo tipo, sino de la extensión de las mismas a los ciudadanos a través 

de mecanismos de participación como los vistos en este capítulo. Esto, sin duda, 

es una forma de desarrollar la participación ciudadana en varias direcciones, de 

las cuales aquí solo hemos visto una parte.  
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Capítulo 3 
La participación ciudadana en el fondo 

de infraestructura social municipal de los 
gobiernos locales hidalguenses

Dr. Juan Antonio Taguenca Belmonte

Mtro. Bernabé Lugo Neria

Introducción
Una de las principales  fuentes de recursos monetarios, de las cuales dependen 

la mayoría de los  municipios mexicanos, es el Fondo de Infraestructura Social 

Municipal (fism). Su objetivo es financiar principalmente la construcción de 

obras y acciones sociales que tengan impacto en la población más vulnerable del 

país y con ello disminuir la pobreza. El financiamiento comprende actividades 

claramente definidas en la Ley de Coordinación Fiscal, entre las que se encuentran 

la generación de infraestructura relacionada con: agua potable, alcantarillado, 

drenaje y letrinas, urbanización, electrificación rural y de colonias pobres, 

infraestructura básica del sector salud y educativo, mejoramiento de vivienda, 

así como mantenimiento de infraestructura1. En ese sentido, el fism, desde la 

1   Adicionalmente, en el año 2007 se agregaron más rubros de gasto con respecto al fism (ver Art. 

33 y 50 de la Ley de Coordinación Fiscal).
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perspectiva de políticas públicas, busca mitigar un problema público concreto: 

los altos niveles de pobreza que se presentan en los municipios mexicanos a 

través de la generación casi exclusiva de obra pública. 

Teóricamente, los recursos del fism son transferencias federales etiquetadas 

o condicionadas, que tienen objetivos compensatorios; es decir, la distribución 

de recursos debe seguir criterios de vulnerabilidad: a los estados o municipios 

con mayores índices de pobreza o rezago se les “compensa” con mayor recurso 

en aras de reducir la brecha entre los más pobres y los más ricos. Pero además, 

el gobierno municipal, según el Art. 33 de la Ley de Coordinación Fiscal,  

debe promover la participación de las comunidades beneficiarias en el destino, 

aplicación y vigilancia, así como en la programación, ejecución, control, 

seguimiento y evaluación de las obras y acciones que se vayan a realizar con los 

recursos del fism.

La participación ciudadana en el fism se vuelve relevante en el sentido de que 

intenta que los ciudadanos y las organizaciones de la sociedad civil participen 

directamente en determinar cómo y dónde los recursos del Fondo serán 

empleados en sus comunidades. El argumento es que son los ciudadanos los que 

mejor conocen las necesidades, bienes y servicios públicos de infraestructura que 

necesitan para salir de la situación de pobreza que ellos tienen. Y en la medida en 

que se utilice la participación ciudadana no sólo como instrumento de  consulta 

y definición del gasto del fism sino como mecanismo de control y evaluación, 

problemas de corrupción, despilfarro e ineficiencia en el manejo de recursos irán 

disminuyendo paulatinamente. En otras palabras, con la participación ciudadana 

en el fism, se busca descentralizar e incluso democratizar la decisión financiera 

del gasto, en especial el de obra pública. Y que sean las bases, ciudadanos y 
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sociedad organizada, junto con el gobierno municipal quienes definan no sólo el 

rumbo del recurso sino también su vigilancia y control.

El objetivo de este capítulo es analizar el impacto que provoca la participación 

ciudadana,  que se genera específicamente en el desarrollo del fism, en la eficiencia 

y desempeño municipal. En ese sentido se busca responder preguntas como: 

¿Mejorará la eficiencia municipal si se incluye a los ciudadanos en las decisiones, 

específicamente en la planeación del uso de los recursos del fism?, ¿qué tipo de 

participación ciudadana, consultiva, deliberativa o evaluativa, en el fism influye, 

en mayor medida, en la eficiencia financiera? Bajo esa línea, las hipótesis que se 

someten a prueba son las siguientes:

•	 H1: Los municipios que consideran la propuesta de sus ciudadanos en 

el desarrollo del fism presentan mejores niveles de eficiencia municipal en 

comparación con aquellos en los que sus ciudadanos no participan.

•	 H2: los municipios donde la participación ciudadana en el fism es del tipo 

evaluativa tienen mejores niveles de eficiencia municipal en comparación con 

los que fomentan la de consulta y deliberativa.

El capítulo se concentra en analizar los 84 municipios que integran al Estado 

de Hidalgo. La metodología utilizada es de tipo cuantitativa, en específico se 

realizó un análisis de regresión múltiple que toma como variable dependiente 

la eficiencia financiera e independientes el tipo de participación ciudadana en 

el fism, así como el porcentaje de población analfabeta a nivel municipal de 15 

años o más. La base de datos utilizada fue construida a partir de información 

proveniente de la Encuesta Nacional de Gobierno, Seguridad Pública y Justicia 
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Municipal (eng)  2009, Consejo Nacional de Población (conapo) y del Instituto 

Nacional de Estadística, Geografía e Informática (inegi).

El resto del trabajo está organizado de la siguiente manera: en la primera parte 

se discute la relación teórica que existe entre la eficiencia gubernamental y la 

participación ciudadana, discutiendo los argumentos a favor de cómo se puede 

mejorar la eficiencia a partir del involucramiento ciudadano; la segunda sección 

presenta la capacidad financiera municipal, que es el indicador que se utiliza como 

medida proxi de la eficiencia y desempeño municipal, así como los estudios que 

se han desarrollado entorno al indicador y las variables que lo explican; la tercera 

parte describe la participación ciudadana, en tipo y grado, que se desarrolla en 

los municipios hidalguenses, tomando como referencia la que se desarrolla al 

momento de definir el rumbo de los recursos etiquetados del fism. La penúltima 

sección presenta el modelo econométrico que se utilizó para probar las hipótesis, 

se comentan los principales resultados y  se pasa a la última sección, que son las 

conclusiones.

3.1 La participación ciudadana y la eficiencia
De acuerdo con Mauricio Merino: “la participación ciudadana en los gobiernos 

locales se ha vuelto ya, por méritos propios, un tema en la agenda de investigación 

de las ciencias sociales en México.  [Esta agenda se enfoca] ya no a seguir 

describiendo las claves locales de la participación ciudadana sino a descubrir 

sus hallazgos, explicarlos y comprenderlos” (Merino, 2004: 239 y 243). En ese 

sentido, cobra importancia encontrar qué efectos provoca el involucramiento 

ciudadano en la eficiencia hacendaria municipal.

Es importante mencionar que hay un debate interesante que vincula la 

participación ciudadana con el desempeño y eficiencia gubernamental. Mizrahi 
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(1995) plantea una serie de disyuntivas que en general afrontan los gobiernos 

locales al buscar una combinación entre eficiencia administrativa y participación 

social. El dilema se presenta cuando  los gobiernos al enfrentar un problema 

público tienen que resolverlo utilizando cierta “discrecionalidad técnica”, 

fomentar la participación ciudadana o ambos. El costo de oportunidad de una 

decisión, por lo regular,  es el de no considerar la alternativa/s.  

La eficiencia administrativa, bajo esta perspectiva, se asocia con un aislamiento 

por parte del gobierno en la toma de decisiones,  que busca integrar cierta 

racionalidad técnica en los cursos de acción. También se relaciona con mitigar 

viejas prácticas clientelares y patrimonialistas y dar pelea a importantes grupos de 

presión. Por su parte, la participación ciudadana se vincula con la construcción de 

consensos que allanen el camino de la decisión pública, pues “si [la participación 

ciudadana] es contestataria y aún no está canalizada a través de instituciones, 

puede debilitar al gobierno, generando inestabilidad y contraponerse al esfuerzo 

por introducir nuevas prácticas y procedimientos democráticos”  (Mizrahi, 1995: 

195). 

A partir de esta visión, el desempeño gubernamental se asocia con dos 

objetivos, que no siempre son compatibles: democracia y eficiencia. “Para la 

democracia es importante la participación y la responsabilidad de las autoridades 

ante la ciudadanía; para la eficiencia, lo que importa es el criterio costo-beneficio 

en el uso de los recursos económicos” (Mizrahi, 1995: 196).

Arellano (2000), en esa misma línea, comenta que ante los problemas públicos 

dinámicos y complejos, a los que regularmente se enfrentan los gobiernos, utilizar 

una  decisión técnica en respuesta a ellos puede dejar escapar importantes valores 

y símbolos que los ciudadanos consideran torales. Como resultado, la decisión 

técnica, que tiene como criterio fundamental la eficiencia, puede ser inviable en la 
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práctica. Por ello, la participación ciudadana es necesaria si se quieren esclarecer 

los problemas que aquejan a los ciudadanos. El argumento central para utilizar la 

participación ciudadana es que son los usuarios o clientes de un servicio quienes 

disponen el mayor y mejor conocimiento sobre sus problemas y necesidades. 

Sin embargo, utilizar la participación ciudadana para conocer las necesidades y 

los servicios que requieren, siguiendo a Arellano (2000), puede llevar a soluciones 

a corto plazo sumamente ineficientes, y generar mayores problemas a largo plazo. 

En síntesis, tampoco el criterio participativo resuelve definitivamente los dilemas 

de equidad y de heterogeneidad de los valores. Si bien es cierto que las soluciones 

diseñadas en los escritorios de la burocracia pueden llegar a ser insensibles e 

inviables, la participación como mecanismo puede, al contrario, exacerbar una 

serie de diferencias de organización.

Mizrahi (1995) y Arellano (2000) coinciden en las desventajas de utilizar 

la participación ciudadana o la decisión racional construida por los tecnócratas 

en la solución de problemas públicos. Ambos también coinciden en que para 

la solución de estos dilemas existen puntos intermedios en los cuales puede 

haber una combinación de ambos elementos. Entonces, ¿hasta dónde es posible 

integrar los mecanismos de participación ciudadana en las decisiones públicas 

municipales y a la vez fomentar el desempeño municipal?

Cabrero (2000) propone que la respuesta dependerá de dos variables 

importantes y que mucho se asocian con el trade-off entre eficiencia y participación 

ciudadana: 1) el nivel de complejidad técnica del problema público y, 2) el nivel de 

propensión al consenso o al conflicto que el programa genera en la población. De 

esta forma, Cabrero (2000) clasifica los mecanismos de participación ciudadana 

en: consultivos, cooperativos, decisorios y de evaluación2, recomendado que su 

2   Con relación a esto: “Los mecanismos consultivos incluyen sondeos de opinión, a través 

de referéndum o plebiscitos, o comités  y consejos diseñados para emitir opiniones respecto a 
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uso dependa de la propensión al consenso o al conflicto de los ciudadanos o 

grupos participantes, así como de la baja o alta complejidad técnica del problema 

público en cuestión.

La propensión al consenso o al conflicto se asocia con el tipo de relación 

que existe entre gobernados y gobernantes, así como a la polarización de las 

opiniones y posturas que toman los ciudadanos en torno al problema público a 

solucionar. Mientras que la alta o baja complejidad técnica se refiere al grado de 

opinión de expertos o especialistas que se necesita en la solución del problema 

en cuestión. Cabrero (2000) señala que aunque un problema público tenga altas 

complejidades técnicas no debe excluir la participación social, pero ésta se 

concentra en mecanismos de consulta  si hay una propensión al conflicto; y si 

hay una propensión al consenso las opciones de mecanismos a utilizar abarca 

tanto los consultivos como los de decisión  y de evaluación, con apoyo de 

expertos o tecnócratas. En otro escenario, cuando la complejidad técnica es baja, 

y hay propensión al consenso, entonces cualquier mecanismo de participación 

ciudadana, de los cuatro mencionados, es útil; pero en caso de que haya propensión 

al conflicto, la participación ciudadana se limita a usar mecanismos consultivos y 

cooperativos. Sin embargo, Cabrero no propone cómo identificar aquellos asuntos 

que tienen alta propensión, ya sea al consenso o al conflicto, y mucho menos qué 

tipo de problemas son los que pueden asociarse con complejidades técnicas en 
las preferencias o niveles de satisfacción sobre opciones de solución a problemas públicos. 

Los cooperativos son del tipo de conformación de comités de obra, asociación de ciudadanos o 

integración de organismos no gubernamentales con el fin de colaborar o cooperar en la realización 

de alguna obra pública o la prestación de algún servicio municipal. Los decisorios se relacionan 

con la integración de consejos ciudadanos o agentes sociales con el fin de contribuir en el proceso 

de toma de decisiones no sólo emitiendo opiniones, sino orientando las acciones del gobierno 

municipal. Los de evaluación comprenden la conformación de comités ad hoc a los programas 

o políticas de que se trate encargados de evaluar y dar seguimiento a las acciones del gobierno 

municipal” (Cabrero, 2000: 83).
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aras de su solución. Tal vez la respuesta a ello dependa de la pericia y experiencia 

de los tomadores de decisiones.

Para Joan Font (2001) la eficiencia y la participación ciudadana no son asuntos 

excluyentes. Se puede recurrir a ambos a la vez; no son conceptos contradictorios 

sino complementarios y, a pesar de todo, es deseable siempre un aumento de la 

participación ciudadana. El argumento de Font es que los problemas que enfrentan 

los gobiernos son cada vez más globales e interconectados y más difíciles de 

definir y ser abordados o analizados únicamente por tecnócratas o especialistas 

burocráticos. Comenta que cuando se implementa la decisión técnica, que tiene 

como criterio la eficiencia, aparecen otros problemas: ¿Quién controla a estos 

técnicos?, ¿ante quienes son responsables?, ¿cómo se puede extender a la esfera 

social el posible consenso conseguido en la arena técnica? Así, si la factibilidad 

técnica  no va acompañada de factibilidad social, pueden presentarse más 

problemas que soluciones. En este sentido: “Muchas de las difíciles decisiones que 

se han de tomar, y que afectan intereses sociales muy arraigados, pueden llegar a 

contar con importantes consensos en el ámbito técnico, pero difícilmente podrán 

avanzar si no se abre el debate y se discuten y comparten costes y beneficios, 

alternativas y soluciones con el conjunto de la sociedad” (Font, 2001: 40). 

Para que tenga éxito la implementación de políticas municipales, el análisis de 

éstas, específicamente la construcción y comparación de alternativas de solución,  

no sólo debe obedecer a criterios de tecnócratas que enfatizan la eficiencia. La 

opinión social y apertura de la discusión a los ciudadanos debe ser complemento 

de las tareas de los especialistas.

En ese mismo orden de ideas, se propone que a través de la inclusión de la 

ciudadanía en la toma de decisiones en las políticas públicas se pueden mejorar su 

eficiencia y eficacia. De esta forma: “canalizar la participación de los interesados 
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no es simplemente una voluntad más o menos altruista, sino una necesidad 

funcional de las grandes organizaciones actuales. Una organización inclusiva 

obtiene niveles de aceptación y legitimación más elevados, pero también mejora 

su rendimiento” (Brugué y Gallego 2001: 49). Estos autores consideran que se 

puede generar la eficiencia  si hay ausencia de resistencias o de complicidades 

o boicots entre grupos opositores. Precisamente la participación ciudadana 

coadyuvará a lograr actitudes de colaboración con los grupos de interés y 

disminuirá las resistencias que se generan en torno a la decisión, así: “el consenso 

logrado a través de la participación favorecerá la eficiencia en tanto que el 

compromiso suavizará cualquier dificultad que aparezca en el camino” (Brugué 

y Gallego 2001: 50). En otras palabras,  el argumento de Brugué y Gallego 

es que la participación ciudadana en los asuntos públicos mejora la eficiencia 

gubernamental porque al pasar de un estado de aislamiento gubernamental a otro 

de negociaciones y consensos entre los grupos de interés, tanto opositores como 

favorables, se reduce la resistencia al momento de implementar la decisión.

Pero también, la eficiencia incrementa al disminuir los costos de transacción 

que se destinan a reducir las resistencias externas a la implementación de la 

política. Además se aumenta la eficacia, en el sentido de que la decisión que 

se tome, utilizando la participación ciudadana, está consensuada con los actores 

afectados y /o interesados en ella, y da respuesta a las necesidades sociales.

En ese mismo orden de ideas, Díaz y Ángeles (2011: 362) opinan que: “la 

participación ciudadana es útil para mejorar la eficiencia de las políticas públicas 

al dotar a los tomadores de decisiones de la información que permite un mejor 

diseño de las políticas y una más eficaz aplicación de los recursos”. Es decir, 

la participación ciudadana se convierte en un instrumento útil para conocer las 

preferencias y necesidades de los ciudadanos, información que de una u otra 
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manera deberá ser considerada en la construcción de alternativas de solución en 

el análisis de políticas públicas.

En resumen, teóricamente la participación ciudadana puede influir en la 

eficiencia de los gobiernos. Los argumentos que hay detrás de esa afirmación 

son que: con la participación ciudadana pueden disminuirse las rebeldías,  

movilizaciones u acciones contestatarias de grupos opositores al momento de 

implementar la decisión. Luego, entonces, se reducen los costos de transacción 

en el sentido que el gobierno no gastará en remediar o solucionar esas resistencias 

y los recursos ahorrados pueden invertirse precisamente en obra pública. Por otro 

lado, al promover la participación ciudadana puede ocurrir que las preferencias 

y necesidades de los ciudadanos, que impactan en sus niveles de vida, sean 

atendidas y, con ello, se aumenten los niveles de eficacia gubernamental; en el 

sentido de que se reduce la brecha entre lo que la ciudadanía requiere y lo que 

ofrece la acción pública. Pero, ¿qué se entiende por eficiencia?, ¿cómo medirla a 

nivel municipal? y ¿qué indicadores pueden medir dicho concepto? La siguiente 

sección trata de responder estas preguntas.  

3.2 La eficiencia municipal
Uno de los trabajos académicos más reciente en relacionar variables políticas 

con el desempeño o eficiencia hacendaria de los municipios en México es el 

desarrollado por Ibarra et al (2006). En específico, plantean como pregunta de 

investigación: ¿cuál es la relación entre la creciente competitividad electoral 

municipal y el desempeño gubernamental medido como capacidad financiera? 

Su hipótesis es que si se incrementa la competencia política se incrementan los 

incentivos para que los gobiernos locales muestren a los ciudadanos que han 

tenido un buen desempeño.
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Lo interesante del trabajo de Ibarra et al es que proponen como medida proxi 

del desempeño de eficiencia hacendaria el indicador capacidad financiera, que 

es el cociente de los ingresos propios entre el gasto corriente municipal. Este 

cociente resulta interesante como instrumento de comparación de las finanzas 

públicas municipales porque toma elementos tanto del ingreso como del gasto 

público.

El trabajo de estos autores confirma que cuando el candidato del partido 

ganador obtiene una diferencia no significativa o mínima en votos, respecto al 

segundo lugar, alta competencia política, se sentirá políticamente comprometido 

a realizar su trabajo de la mejor manera. Su objetivo será la permanencia de su 

partido en el gobierno en los próximos comicios. Una forma de lograrlo es hacer, 

ante los ojos de los ciudadanos, bien su gestión. 

No hay acuerdo, sin embargo, sobre los posibles efectos que trae consigo la 

variable competencia política en el desempeño municipal. Por ejemplo, Gatica y 

Soto (2012: 366) desarrollan un modelo teórico “donde la competencia política 

entre dos partidos siempre provee incentivos para que el partido gobernante 

ofrezca una cantidad excesiva de empleo gubernamental en relación con el tamaño 

socialmente óptimo de la burocracia. Este exceso de empleo gubernamental se 

traduce en una provisión ineficiente de bienes públicos”. 

En otras palabras, las causas de las ineficiencias del desempeño gubernamental 

obedecen a diferentes razones. Una de ellas se debe a que la competencia política 

genera incentivos para incrementar el empleo burocrático, contratándose más 

personal del estrictamente necesario. Lo que conlleva incrementos en el gasto 

corriente (pago de nómina). Lo anterior tiene además como consecuencia que 

se disminuya el recurso disponible para inversión. Esto provoca que proyectos 

de infraestructura que aumentan el bienestar de la población queden pendientes.
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La relación entre competencia política y gasto burocrático, en específico a 

nivel municipal, fue abordada empíricamente por Moreno (2007), quien busca 

explicar las variaciones del gasto corriente y en obra pública que causan las 

variables de naturaleza político electoral. Este autor concluye que: “antes de 

que el gobierno federal descentralizara la provisión de infraestructura básica 

en 1998, la competencia electoral y la alternancia partidista sólo estimulaban el 

gasto corriente, pero no el de obras públicas” (Moreno, 2007: 431). La situación 

cambió después de entrar en vigor la política descentralizadora. Así, la reforma 

de 1998 tuvo un efecto en el vínculo competencia partidista-gasto de inversión: 

antes de ese año no había una clara relación; después la competencia política tuvo 

un claro efecto positivo en el gasto de inversión.

Lo anterior, hace conjeturar que antes de 1998 en México sí había elementos 

empíricos que apoyaban la teoría de Gatica y Soto (2012), quienes sostenían  

que al incrementar la competencia política se creaban ineficiencias, dado que 

se  incrementaba el gasto burocrático, en específico el gasto de nómina. Pero 

con la reforma de 1998, con base a la evidencia aportada por Moreno (2007), 

la competencia política favorece en mayor medida el gasto de inversión en 

comparación con el gasto burocrático, lo que conlleva un mejor desempeño del 

gasto público municipal.

Los trabajos de Ibarra et al (2006), Moreno (2007) y Gatica y Soto (2012) 

establecen indirectamente algunos elementos de referencia para medir la eficiencia 

financiera municipal. Por un lado está el indicador de capacidad financiera 

utilizado por Ibarra et al (2006). Por otro, los incrementos del gasto corriente así 

como los del gasto de inversión abordados empíricamente por Moreno (2007) 

y teóricamente por Gatica y Soto (2012). Lo común de esos trabajos es que 
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consideran que la variable democrática “competencia política” es un elemento 

que influye en la eficiencia o desempeño hacendario.

El Fondo de Infraestructura Social Municipal (fism), que es una de las dos 

vertientes del Fondo de Aportaciones para la Infraestructura (fais) del Ramo 33,  

ha sido objeto de análisis en diversas investigaciones empíricas. Por ejemplo, 

Hernández y Jarillo (2007) intentan determinar si los recursos etiquetados del 

fism se distribuyen con criterios compensatorios. Su conclusión es que sí hay 

compensación, aunque es débil. Muestran, también, que en la asignación de este 

recurso se presenta un espacio de discrecionalidad relacionado con tres variables: 

poder de negociación entre el gobierno estatal y municipal, poder económico del 

municipio y tamaño de la población.

Por su parte, Sour (2004) analiza una muestra de 155 municipios mexicanos, 

durante el periodo 1993-2000, encontrando que tanto las transferencias como 

las participaciones han tenido una influencia negativa en la recaudación fiscal 

de los municipios urbanos. Además, su evidencia muestra que la política de 

transferencias ha desestimulado en mayor medida el esfuerzo fiscal de los grandes 

municipios que el de los pequeños, siendo los medianos los que mejor desempeño 

han mostrado. Asimismo, encuentra que hay diferencias en el desempeño fiscal 

de gobiernos de igual tamaño. En esa misma línea, Raich (2003) encuentra que 

existe una relación negativa entre las asignaciones del Fondo de Aportaciones 

para la Infraestructura Social Municipal (faism) y la recaudación municipal 

medida a través de los ingresos por predial y derechos de agua. 

Flamand (2006) explora la incidencia de las elecciones competitivas y 

el gobierno dividido verticalmente en la asignación de las participaciones y 

aportaciones federales, concluyendo que los estados gobernados por partidos 

políticos diferentes del partido del presidente y los que son electoralmente 
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competitivos obtienen mayores incrementos, en las participaciones y aportaciones 

federales, que los gobernados por el pri y los menos competitivos.

En suma, los anteriores trabajos han abordado el desempeño financiero de 

los gobiernos locales, tanto a nivel municipal como estatal, y han propuesto 

variables político-democráticas para poder explicar sus variaciones. Además, los 

estudios que toman como objeto de estudio al fism han evaluado hasta cierto 

punto su influencia en los niveles de pobreza y de recaudación de ingresos 

propios. Pero hasta el momento, en ambos tipos de estudio no se ha analizado la 

relación que guarda la participación ciudadana dentro del fism y su incidencia en 

la eficiencia, entendida como la capacidad de sostener el gasto corriente con sus 

ingresos propios. En ese sentido, el presente capítulo tiene como objetivo aportar 

elementos a esa discusión.

3.3 Participación ciudadana 
El problema de la falta de involucramiento ciudadano en la vida pública municipal 

se puede apreciar en la figura 8. En ella, se observan comportamientos parecidos 

entre el promedio de municipios a nivel nacional y los municipios hidalguenses.  

Al respecto, el 45% de los entrevistados en municipios a nivel nacional opinan que 

sus ciudadanos participan de forma regular en las actividades que realiza el Ayun-

tamiento, mientras que en Hidalgo el 43% opina en el mismo sentido. Un amplio 

involucramiento ciudadano es la opinión del 32% a nivel nacional y del 30% de 

los hidalguenses. El 7%, a nivel nacional, y el 6%, a nivel de Hidalgo, manifiestan 

que hay una muy amplia participación ciudadana. En el otro extremo, por cada 

100 entrevistados en municipios mexicanos hay uno que opina que los ciudadanos 

no participan y hay 15 que afirman que sus ciudadanos tienen poca participación. 

En Hidalgo los porcentajes en esas categorías son respectivamente, 0% y 21%
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Fuente: Elaboración propia con base en pregunta 168 de la eng 20093

La figura 9 muestra el tipo de participación ciudadana que se genera respecto 

al fism en los municipios hidalguenses. Como se puede observar, la mayoría 

de municipios opina que la participación ciudadana en el fism consiste en la 

“Presentación de propuestas”. Es decir, los ciudadanos que participan en el 

desarrollo del fism concentran sus opiniones en el uso que deberían tener los 

recursos federales de ese fondo, pero en ningún momento se involucran en la 

decisión final, solo proponen y otros actores disponen. Es decir, se concentran 

en el nivel más bajo de participación ciudadana, que desafortunadamente es 

3   Pregunta 168: Con relación a las actividades que realiza el Ayuntamiento, ¿En qué medida 

considera usted que participa la población? 1. Muy amplia participación; 2. Amplia participación; 

3. Regular participación; 4. Poca participación, y; 5. No participan

Figura 8. Grado de participación ciudadana de los municipios mexicanos vs 

municipios hidalguenses 2009.
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característico de la realidad municipal hidalguense. Esta tendencia es constante: 

se presenta en los años 2002, 2004 y 2009. 

Las reuniones ciudadanas para determinación de acciones, un nivel de 

participación más alto que el mencionado, es el segundo rubro más importante 

de la participación ciudadana. En 2009 un tercio de los entrevistados en los 

municipios opinaba que las actividades ciudadanas en torno al fism eran para 

determinar y definir las acciones que se llevarían a cabo. 

Pocos municipios hidalguenses llevan a cabo actividades de participación 

ciudadana más allá de la mera consulta en la decisión: en 2009 sólo el 4.8 % de 

los municipios consideró a sus ciudadanos en la toma de decisiones y el 3.6% en 

reuniones con el objeto de evaluar las acciones, obras y actividades públicas que 

se llevaron a cabo con los recursos del fism.

Lo que es preocupante es que sí hay entrevistados de los municipios que 

opinan que sus ciudadanos no participan en la planeación del fism, ni siquiera 

presentando propuestas. En 2009 el 2.4% de los entrevistados de los municipios 

tuvo esa percepción. Lo más crítico es, sin embargo, que hay municipios que no 

saben lo que sucede en materia de la participación ciudadana en el fism. En este 

sentido, en 2009 el 8.3% de los entrevistados de los municipios hidalguenses 

tenían esa percepción. 
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Fuente: Elaboración propia con base en  eng 2009, eng 2004 y eng 2002.

N=84

Para vincular el tipo de participación ciudadana que se genera en torno al 

fism y la capacidad financiera municipal, que es el cociente de los ingresos 

propios entre el gasto corriente, utilizamos el indicador de eficiencia municipal 

que referenciamos en la figura 10. En el mismo la primera variable tiene cinco 

categorías y  la segunda tres. Los resultados de aplicar este indicador muestran 

con claridad que la capacidad financiera de casi todos los municipios hidalguenses 

en 2009 es baja: únicamente el 7.8% tiene una alta capacidad financiera para 

sostener su gasto corriente con ingresos propios. Esos municipios son Atitalaquia 

(74.3%), Pachuca de Soto (98.9%), Mineral de la Reforma (99.9%),  Tizayuca 

Figura 9. Tipo de participación ciudadana en el fism de los municipios 

mexicanos 2002, 2004 y 2009.
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(115%),  Atotonilco de Tula (86.2%) y Tepeji del Río de Ocampo (72%). Éstos 

tienen en común ser  municipios que cuentan con algún parque industrial y, por 

lo tanto, niveles de crecimiento económico superiores al resto de los municipios 

hidalguenses. De ellos, los entrevistados en Atitalaquia, Pachuca de Soto, Mineral 

de la Reforma y Tizayuca  opinaron que en el desarrollo del fism los ciudadanos 

se dedican a presentar propuestas, mientras que los de Atotonilco de Tula que las 

reuniones ciudadanas son sólo para determinar la prioridad de las acciones. Los 

de Tepeji del Río de Ocampo optaron por la opción “No sé”.

Figura 10. Capacidad financiera municipal vs tipo de participación en el 

fism.4

Tipo de participación en el fism Capacidad financiera municipal
Alta Media Baja TOTAL

No participan 2.6% 2.6%

Presentación de propuestas 5.2% 5.2% 35.1% 45.5%
Reuniones ciudadanas para determinar 

la prioridad de las acciones
1.3% 33.8% 35.1%

Participación en la toma de decisiones 1.3% 2.6% 3.9%

Reuniones de evaluación de las acciones 
realizadas por el municipio

1.3% 2.6% 3.9%

No sé 1.3% 7.8% 9.1%

Total 7.8% 7.8% 84.4% 100.0%
Fuente: Elaboración propia con base en la eng 2009

N=775

Chi-cuadrado de Pearson 11.551; p-value=0.316

4  “Baja” capacidad financiera se ubica en un rango de 0 a 39.9%; “Media” capacidad financiera 

de 40% a 69.9%, y “Alta” capacidad financiera de por lo menos 70%.

5   En esta tabla no se excluyeron los municipios de Acatlán, Eloxochitlán, Jaltocán, Metepec, 

San Agustín Metzquititlán, La Misión y  San Salvador por no reportar datos relacionados con el 

indicador  financiero.
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3.4 Metodología
La metodología utilizada en este trabajo es de corte cuantitativo, aunque se planteó 

un modelo de regresión que contiene una mezcla de variables cuantitativas y 

cualitativas. El modelo a estimar es el siguiente:

LNCFi=α0 + α1 D1i+α2 D2i+α3D3i+ α4 D4i – β1 ANALF2010  +  ui          (1)

Donde:

LNCFi

= Logaritmo natural de la capacidad financiera del municipio i 

de Hidalgo.

D1i

= 1 si es un municipio i en el que sus ciudadanos participan en 

el FISM sólo presentando propuestas.

= 0 si no lo es

D2i

= 1 si es un municipio i en el que sus ciudadanos participan en 

el fism sólo determinando las prioridades de las decisiones

= 0 si no lo es.

D3i

= 1 si es un municipio i en el que sus ciudadanos participan en 

el fism en la toma de decisiones.

= 0 si no lo es.

D4i

= 1 si es un municipio i en el que sus ciudadanos participan en 

la evaluación de las acciones realizadas con recursos del fism.

= 0 si no lo es.

ANALFi2010 = % de población analfabeta de 15 años o más en el municipio i.

El modelo 1 contiene una variable cuantitativa y otra cualitativa (tipo de 

participación ciudadana en el fism), que tiene cinco categorías: 
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1.	 Los ciudadanos no participan.

2.	 Participan presentando propuestas. 

3.	 Participan determinando las prioridades de la decisión. 

4.	 Participan en la toma de decisiones.

5.	 Participan en la evaluación de las acciones. 

El modelo mide las funciones de eficiencia, a través del indicador capacidad 

financiera, de los municipios hidalguenses en cualquiera de los cinco tipos de 

participación de los ciudadanos en el fism. 

El modelo estimado a través de mínimos cuadrados ordinarios fue el que 

presentamos a continuación:

LNCFi=3.158 +1.063 D1i+0.824 D2i+1.142 D3i+ 1.676 D4i – 0.089 ANALF2010   (2)

Estadístico t:        8.3        2.7           2.1             2.3              3.4          (13.9)

p-value              0.000       0.008       0.039          0.022       0.001       0.000 

N=70; R2 Corregido: 75%; F= 42.312, p-value =0.000; Durbin Watson = 1.574

3.4.1 Interpretación de resultados

Los coeficientes de todas las variables independientes resultaron significativos al 

nivel del 5%, lo que se puede constatar con los valores p-value situados debajo del 

estadístico t, todos son menores que 0.05. Los resultados indican (manteniendo 

otras cosas iguales, en este caso el tipo de participación ciudadana en el fism) que 

la eficiencia financiera municipal disminuye un 8.9% por cada incremento del 1% 

de la población analfabeta de 15 años o más. Es decir, hay una relación inversa 

en esas variables. 
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El modelo estimado 2 tiene un alto poder predictivo: 75 % de las variables 

independientes, tomando en cuenta el tamaño de muestra y el número de variables, 

explican la capacidad financiera. 

Una prueba de hipótesis de que α1 =α2, = α3= α4= 0 se rechaza a través de la 

prueba F, dado que su p-value es menor de 0.05. Por otro lado, no hay indicios 

de que el modelo estimado 2 sea espurio, ya que el coeficiente de determinación 

(R2) es menor al estadístico Durbin Watson.6 

Lo importante aquí es que la variable cualitativa, tipo de participación 

ciudadana en el fism, afecta significativamente los niveles de eficiencia de los 

gobiernos locales hidalguenses, lo que confirma nuestra hipótesis de investigación.  

La interpretación de las variables dicotómicas, o cuantitativas, en regresiones 

semilogarítmicas como la planteada en el modelo 2 tiene cierta peculiaridad que a 

continuación explicamos. Como primer paso,  debemos calcular el antilogaritmo 

(base e) de los coeficientes dicótomos (α1=1.063, α2=0.824, α3=1.142 y α4=1.676) 

y restar  1 a éstos7; de esta operación resulta 2.89, 2.27, 3.13 y 5.34 respectivamente. 

Una vez hecho eso, ahora sí se pueden descifrar los coeficientes: la evidencia 

empírica revela que la capacidad financiera, medida de eficiencia local,  fue 

mayor en un 289% en aquellos municipios donde la participación ciudadana 

sólo consistía en proponer respuestas a los asuntos públicos, en comparación con 

aquellos donde no hubo participación.  De la misma forma, fue superior 227%  en 

aquellos municipios que involucraban a sus ciudadanos con el fin de  determinar 

prioridades; 313% en municipios que involucran a sus ciudadanos en la toma de 

decisiones y 534%  en municipios donde los ciudadanos evalúan las acciones del 

fism tomando como referencia aquellos donde la participación es nula. 

6   Cfr. Granger y Newbold (1974).

7   Cfr. Halvorsen y Palmquist (1980), citados por Gujarati (1997: 515).
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Conclusiones
No queda duda sobre la importancia de la participación ciudadana en los procesos 

de gobierno. Se tiene, sin embargo, poco conocimiento empírico generalizable 

acerca del uso de la participación ciudadana y su relación con la eficiencia o 

desempeño de los gobiernos. En ese sentido, este capítulo tuvo como objetivo  

estudiar el impacto que genera el involucramiento ciudadano en la eficiencia 

o desempeño municipal. Se buscó responder preguntas tales como: ¿mejorará 

la eficiencia municipal si se incluye a los ciudadanos en las decisiones, 

específicamente en la planeación del uso de los recursos del fism?, ¿qué tipo 

de participación ciudadana, consultiva, deliberativa o evaluativa, en el fism 

influye en mayor medida en la eficiencia financiera? A través de la metodología 

econométrica se intentó dar respuestas a estas interrogantes, tomando en cuenta 

la realidad municipal hidalguense. 

Con relación a la primera pregunta, la evidencia empírica muestra que aquellos 

municipios que por lo menos consideran actividades de consulta, tales como 

que sus ciudadanos propongan propuestas u opiniones, tienen mejor eficiencia 

que aquellos que no incluyen a sus ciudadanos en las decisiones del fism.  Este 

resultado sugiere que es importante tomar en cuenta a la ciudadanía, aunque sea 

a nivel de consulta, en el trabajo municipal.

Respecto a la segunda pregunta, el modelo estimado revela que de los tres 

tipos de participación ciudadana que se generan en torno al fism, el de naturaleza 

evaluativa es el que mayor impacto genera en la eficiencia municipal. En segundo 

lugar, de mayor importancia, es el que considera a los ciudadanos en la toma de 

decisiones. En ese sentido, es recomendable que no sólo los municipios incluyan 

a los ciudadanos en sus decisiones como simples espectadores o legitimadores de 

decisiones previas, sino que incluyan a los gobernados en el proceso deliberativo y 
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se dé un seguimiento a las obras y resultados, con el fin de disminuir la corrupción 

y aumentar la transparencia y rendición de cuentas de la acción pública municipal.

Por otro lado, existe una percepción generalizada acerca de la participación 

ciudadana que tienen los entrevistados de los gobiernos locales, no sólo 

hidalguenses, sino a nivel nacional. En este sentido, es preocupante que la mayoría 

de ellos (45%) considere que los ciudadanos participan regularmente, pero que 

sólo el 7% considere que tienen una muy amplia participación. Queda pendiente 

para futuras investigaciones buscar explicaciones acerca del porqué de estos 

resultados. Otro tema pendiente es evaluar si estos comportamientos hallados en 

la realidad hidalguense los encontramos en municipios de otros estados. 

La investigación realizada produce un avance en la teoría, pues demuestra 

las bondades y externalidades positivas que genera la participación ciudadana en 

la eficiencia municipal. La agenda de investigación ahora debe concentrarse en 

comprobar empíricamente si estamos ante una relación causa-efecto.
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Capítulo 4  
El debate sobre la participación 

ciudadana en las políticas públicas sobre 
ciencia y tecnología: el riesgo como 

elemento definidor

Dr. Juan Antonio Taguenca Belmonte

Dra. Ma. del Rocío Vega Budar 

Introducción
El control del riesgo asociado al uso de la ciencia y la tecnología se ha convertido 

en una de las actividades fundamentales de la agenda gubernamental y legislativa 

en los países desarrollados y emergentes, sobre todo por las consecuencias no 

queridas a las que han dado lugar: cambio climático, con incidencia en desastres 

naturales; accidentes en centrales nucleares (Chernóbil y Fukushima, por ejemplo) 

o los accidentes en carretera, avión o tren. 

El control del riesgo adquiere una gran importancia para la administración 

pública y para la percepción que el ciudadano tiene del trabajo que realiza ésta, así 

como para la aceptación de la ciencia y tecnologías que se desarrollan. Además, 

los efectos de un mal uso de éstas (derivado de la falta de control precautorio, 
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sobre sus repercusiones negativas, a través de legislaciones y actuaciones 

gubernamentales adecuadas) pueden ser en extremo graves: afectan a la vida 

humana, animal y vegetal directamente o a través de sus ecosistemas.

El temor a una gran catástrofe o a qué tecnologías de gran potencia sean usadas 

de forma interesada y poco escrupulosa por gobiernos, industrias o particulares 

suscita en parte de la ciudadanía (la mejor formada e informada de los riesgos 

tecnológicos) reclamos de participación en la toma de decisiones sobre lo que es 

admisible o no financiar públicamente y en la regulación de la generación y uso 

de la tecnología que se percibe como más peligrosa.1 Como decimos, es parte de 

la ciudadanía, la más formada e informada,  la que hace estos reclamos, aunque 

no una parte tan pequeña como podría desprenderse de las investigaciones que 

la miden, pues como bien señala Louis Lemkow para el caso de las nuevas 

biotecnologías y sus aplicaciones:

Las recientes investigaciones de las ciencias sociales indican que la 
población no está bien informada y carece de un conocimiento detallado 
sobre las nuevas biotecnologías y sus aplicaciones específicas. Esta 
conclusión representa una sobresimplificación de una situación mucho más 
compleja y puede deberse […] a la confusión en cuanto a las dimensiones 
y al hecho de que en algunas encuestas los cuestionarios sean demasiado 
generales (Lemkow, 1993: 11).  

El debate se ha dado principalmente en países desarrollados y ha enfrentado, 

por un lado, a aquéllos que creen que se debe dejar a los expertos la toma de 

1   Las investigaciones de Gaskell (2002) aportan evidencia en este sentido. Destacar también como 

ejemplo, que tal y cómo se llevaron a cabo el control y regulación, sin participación ciudadana, de la 

poderosa tecnología de la ingeniería genética en España, los españoles “en mayor o menor medida 

(…) expresaron su recelo ante las consecuencias de las aplicaciones y del control y regulación 

administrativos de la ingeniería genética” (Moreno, Lemkow y Lizón, 1992: 28).  
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decisiones (en este lado están: administradores públicos, representantes de la 

industria y buena parte de los científicos y tecnólogos)2 y, por el otro, a los que 

piensan que la sociedad civil debe participar activamente en la toma de decisiones 

sobre el desarrollo y uso de las tecnologías, pues es la ciudadanía en su conjunto 

la que se ve afectada por las consecuencias negativas que se pueden dar. En esta 

posición se encuentran las ong, sobre todo las ecologistas, y algunos intelectuales 

líderes de opinión, científicos y tecnólogos)3. Existe una posición intermedia que 

considera valiosa la aportación de los expertos a la hora de cuantificar los riesgos 

y la de la sociedad civil, que partiendo de aquélla, debe participar en la toma 

de decisiones, pues finalmente es la más afectada por los posibles efectos de un 

mal uso o de un accidente de las tecnologías que se desarrollan. En esta posición 

se encuentran, sobre todo, algunos intelectuales líderes de opinión, científicos y 

tecnólogos; así como periodistas y representantes de grupos religiosos. 

Antes de abordar estas posiciones con más detalle, es necesario definir que 

entendemos por “riesgo” y por “incertidumbre” a fin de dotar de mayor precisión 

al debate sobre la participación ciudadana en las políticas públicas sobre ciencia 

y tecnología.  

2   Aquí la vamos a denominar: posiciones favorables a los expertos. Más adelante veremos sus 

supuestos. El volumen 1 de Lizón (1996) da cuenta de los grupos que apoyan ésta y las otras dos 

posiciones en España, por lo menos a mediados de la década de 1990 del pasado siglo y para las 

nuevas biotecnologías, a través de entrevistas realizadas a distintos grupos sociales: científicos, 

empresarios, administradores públicos, ong, representantes de distintos grupos religiosos, grupos 

ecologistas, intelectuales que son líderes de opinión y periodistas. Se realizaron por lo menos 5 

entrevistas para cada grupo, que se grabaron y se transcribieron para la realización del informe que 

posteriormente formó parte del volumen señalado.

3   Aquí la vamos a denominar: posiciones favorables a la sociedad civil. Posteriormente veremos 

en qué consisten. 
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4.1 Definición de riesgo e incertidumbre
Utilizaremos para definir el concepto de riesgo la siguiente definición de Jon 

Elster: 

Hay riesgo cuando el agente tiene grados cuantificables de creencia 
o <<probabilidades subjetivas>> sobre los diversos estados posibles 
del mundo. En este caso la racionalidad implica que el agente debería 
maximizar la utilidad esperada asociada con los diversos cursos de acción, 
es decir, un promedio de las conveniencias que se realizarán para diferentes 
estados del mundo (Elster, 1990: 71).4  

Esta definición remite a mecanismos fundamentales en la reducción de la  

“incertidumbre”, pues permiten convertirla en riesgo. En efecto, la creencia o las 

probabilidades subjetivas sobre los posibles estados del mundo permiten asignar 

cierta verosimilitud de ocurrencia o de no ocurrencia a un suceso. En este sentido, 

la creencia y las probabilidades subjetivas actúan como normas para la acción 

que permiten, en cierto grado, delimitar la incertidumbre, al poderse establecer 

posibilidades factuales para distintos estados del mundo. Ello es así porque la 

acción que se sujeta a la norma (ya sea por creencia o por probabilidad subjetiva)5 

4   El riesgo puede definirse también como: “La ‘medida’, la determinación limitada del azar según 

la percepción social del riesgo, surge como el dispositivo de racionalización, de cuantificación, 

de metrización del azar, de reducción de la indeterminación como opuesto del apeiron (‘lo 

indeterminado’)” (Beriain, 1996: 9). No obstante, pese a estas definiciones que aquí damos y 

que nos sirven para comprender de que estamos hablando cuando nos referimos al riesgo, “no 

existe acuerdo teórico sobre lo que debe entenderse por ‘riesgo’. Es este un concepto expuesto 

a definiciones sociales en competencia, y por tanto sociopolítico” (Taguenca, 2011: 71). Por otra 

parte, “el riesgo va más allá de las amenazas exógenas al individuo o a la sociedad. Por ende, 

es pertinente la diferenciación entre el concepto de riesgo y el concepto de peligro. El peligro 

—o amenazas— está fuera de control social incluso cuando éste no tiene un elemento natural” 

(Banegas, 2008: 301).   

5   La creencia puede definirse como: “un estado disposicional adquirido, que causa un conjunto 
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limita los cursos de acción disponibles para el agente y, por tanto, confiere solo a 

determinados sucesos, dependientes de la norma, posibilidades de ocurrencia en 

el estado del mundo futuro. 

El que la racionalidad del agente actuante implique maximizar la utilidad 

esperada asociada a diversos cursos de acción, limita a éstos a aquellos que desde 

el punto de vista del agente maximicen esa utilidad esperada.6 Esto parece una 

perogrullada, pero no lo es tanto si consideramos que en la decisión tomada no 

se atiende a las perdidas colaterales, ajenas a una ganancia que solo contabiliza 

lo que el agente obtiene, pero no lo que los otros agentes pierden, sean éstos 

el número que sean. Además la ganancia, que es un valor y se mide como tal, 

entra en confrontación con otros valores igual de importantes, o incluso más 

importantes para otros agentes, con lo que el juicio sobre ella que sirve para la 

acción queda sumamente limitado, en la mayoría de las ocasiones por un interés 

utilitarista individual que ocasiona enormes pérdidas colectivas.  

Los límites establecidos por la creencia, la probabilidad subjetiva y la 

maximización de la utilidad esperada permiten al agente no tan sólo desechar 

cursos de acción posibles, sino incluso limitar el conjunto completo de los 

posibles estados del mundo, de tal manera que puede especificarlos mencionando 

coherente de respuestas y que está determinado por un objeto o situación objetiva aprehendidos.” 

(Villoro, 2008: 71). La probabilidad subjetiva atiende al teorema de Bayes, es decir a la mutua pro- 

babilidad de dos sucesos: uno causa y otro efecto. En este sentido, si sabemos la probabilidad de 

“A” como efecto podemos establecer una probabilidad de estar ante una causa “B”. Además,  con 

algún dato más, se puede saber la probabilidad de estar ante una causa “B” si se da un efecto “A”. 

Esto es relevante, pues nos permite modificar nuestras probabilidades subjetivas al recibir infor-

mación adicional. Ejemplos de la utilización del teorema de Bayes los encontramos en Soto (s.f.).     

6   Se pueden aplicar, desde luego, otros criterios racionales para tomar la decisión de qué cursos 

de acción emprender. Por ejemplo, el criterio maximin, en el que se selecciona aquella acción que 

maximiza el rendimiento mínimo y el criterio minimax, que es el que garantiza la obtención de la 

menor pérdida de oportunidades posibles que puede garantizarse.  
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las probabilidades de que éstos lleguen a ser. Por otro lado, tanto la creencia 

como la probabilidad subjetiva y el mecanismo de la maximización de la utilidad 

esperada permiten en ocasiones asignar posibilidades numéricas a la ocurrencia 

de determinados sucesos.

Es importante subrayar que todas las reglas adoptadas para la toma de 

decisiones del riesgo científico y/o tecnológico, del que estamos hablando, 

precisan del carácter racional de la acción del agente. En este sentido hay que 

señalar que éste se conduce racionalmente cuando:

En un sentido estricto (i) cuenta con un conjunto dado de preferencias 
consistentes; (ii) a tenor de tales preferencias busca los medios más 
adecuados para maximizar su beneficio. Se dice que las preferencias son 
consistentes cuando los individuos establecen una jerarquía dentro de 
ellas (o, en sentido técnico, una ordenación) que satisface los requisitos de 
completud y la transitividad. Entre dos alternativas X e Y, o bien prefiero 
X a Y o bien prefiero Y a X. Esto es lo que afirma la completud. Según la 
transitividad si prefiero X a Y e Y a Z, entonces prefiero X a Z (Aguilar, 
1990: 10).

Nuestro comentario sobre la definición de riesgo que hace Jon Elster, que 

atiende a la racionalidad de los agentes, quedaría incompleto si no atendiéramos 

a otro concepto fundamental que utiliza este autor y que completa a aquél. Nos 

referimos al concepto “incertidumbre”. Jon Elster define la misma de la siguiente 

forma: 

La incertidumbre surge cuando el agente no puede especificar probabilidades 
numéricas, ni siquiera dentro de un rango de límites inferiores y superiores. 
O, aún más fundamentalmente, ni siquiera puede especificar un conjunto 
completo de los posibles estados del mundo ni mencionar su probabilidad 
(Elster, 1990: 71).
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Lo que separa la “incertidumbre” del “riesgo” según Jon Elster es que en la 

incertidumbre el agente no puede asignar probabilidades numéricas a la ocurrencia 

de determinados sucesos, como tampoco puede especificar el conjunto completo 

de los posibles estados del mundo o mencionar las probabilidades que éstos 

tienen de ser en el futuro. De esta forma, mientras el concepto “riesgo” supone 

que el agente especifica probabilidades numéricas a los sucesos que se producirán 

en los estados del mundo futuro y actúa con criterios racionales, por ejemplo el 

de la maximización de la utilidad esperada; el concepto “incertidumbre” implica 

que el agente no puede especificar probabilidades numéricas ni a los sucesos ni 

a los estados del mundo futuros. Además, en muchas ocasiones el agente bajo 

incertidumbre tampoco puede siquiera especificar un conjunto completo de los 

posibles estados del mundo. Esto hace que mientras en condiciones de riesgo 

es posible para el agente actuar racionalmente, en condiciones de incertidumbre 

este actuar racional se le haga muy difícil, aunque a veces no imposible. Nos 

referimos aquí, como señala el propio Jon Elster, a los casos en que el agente es 

capaz al menos de: “excluir aquellos cursos de acción cuya mejor consecuencia 

es peor que la peor consecuencia de alguna otra alternativa” (Elster, 1990: 71). En 

estos casos, aunque el agente no sea capaz de asignar numérica y racionalmente 

los resultados mejores y peores de cada curso de acción, sí que puede, al menos, 

adherirse a una racionalidad de segundo orden que le permita rechazar por 

comparación. Aunque, hay ocasiones en que incluso esta comparación entre 

cursos de acción no puede llevarse a cabo, al no disponer el agente del: “rango 

completo de los estados posibles del mundo y, por tanto, de los posibles resultados 

de los diversos cursos de acción” (Elster, 1990: 71). En estas ocasiones el agente 

no dispone de ningún mecanismo racional ni para elegir la acción que maximice 
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la utilidad esperada ni para limitar la posibilidad de elegir el curso de acción que 

lleve a peores consecuencias que otros, o a la peor de todas ellas. 

Kenneth J. Arrow desarrolla un modelo teórico de elección bajo condiciones 

de incertidumbre, en éste la explicación del comportamiento requiere tener en 

cuenta: 

(1) Sentimientos subjetivos de conocimiento imperfecto cuando se hacen 
ciertos tipos de decisiones, que por lo general implican compromisos a 
través del tiempo, (2) la existencia de ciertos fenómenos observados, de los 
cuales el seguro es el ejemplo más conspicuo, que no pueden ser explicados 
por el supuesto de que los individuos actúan con certeza subjetiva (Arrow, 
1971: 44).

Respecto a la tecnología, Elster plantea una distinción entre expertos y no 

expertos. Según este autor mientras los primeros están bajo condiciones de 

riesgo, los segundos lo están bajo condiciones de incertidumbre. Esto implica 

que los expertos son capaces de asignar probabilidades o, al menos, tienen grados 

cuantificables de creencia. En este caso la creencia científica se basa en métodos 

de medición estadística nutridos por series temporales de datos que permiten 

establecer probabilidades de sucesos futuros. Creencia, a nuestro entender, 

subjetiva, ya que como nos lo recuerda Andrés Rivadulla: “A partir de 1950 toma 

fuerza la interpretación de la probabilidad como una medida subjetiva de nuestra 

opinión o de nuestro grado de confianza respecto a alguna afirmación sujeta a 

incertidumbre” (Rivadulla, 1991: 13).

Por tanto, nuestra posición se aparta de la interpretación clásica de la 

probabilidad, la cual era de la opinión de que la probabilidad de un suceso, como 

medida de la incertidumbre asociada al mismo, era una propiedad objetiva, 

inherente al suceso en sí. Esto permitía considerar que la probabilidad podía ser 
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determinada de forma objetiva a partir de la frecuencia del suceso. En todo caso, 

como señala Elster, los expertos son capaces también de establecer los cursos 

de acción tecnológica que maximizan la utilidad esperada. Por otro lado, los no 

expertos sólo son capaces, y ello en el mejor de los casos posibles, de asignar 

cursos de acción cuyas mejores consecuencias no son perores que las peores de 

otro curso de acción.  

No se nos escapa que aplicar el modelo presentado por Jon Elster a la toma 

de decisiones sobre la ciencia y la tecnología supone, aunque este autor no lo 

diga expresamente, que los expertos jueguen un papel central, pues del sentido 

de su asesoramiento dependerá en buena medida la decisión política que se 

tome y las justificaciones que la acompañen; así como de la difusión que hagan 

de sus alcances y riesgos dependerá el apoyo y aceptación de la ciudadanía a 

determinadas generaciones y aplicaciones de descubrimientos científicos e 

invenciones tecnológicas, en detrimento de otras. 

Es a través de la comunicación de riesgos que los expertos informan y 

surten de conocimiento a los legos, favoreciendo de esta forma que éstos 

tengan creencias que les permitan establecer probabilidades en determinadas 

condiciones de incertidumbre, es decir, convertirlas en riesgos. Esto, que en sí es 

una democratización en el ámbito de la evaluación y gestión del riesgo, incide, no 

obstante, en palabras de Anthony Giddens en: 

La fiabilidad del público en los sistemas expertos7 [puesto que] la fe que 
sostiene la fiabilidad en éstos incluye el bloqueo de la información de los 
profanos cuando se enfrentan a las afirmaciones de los expertos, [y que] el 
reconocimiento de las zonas de ignorancia a que se enfrentan los expertos 
mismos, ya sea como preferencias individuales, ya en términos de áreas 

7   Los sistemas expertos son: “sistemas de logros técnicos o de experiencia profesional que 

organizan grandes áreas del entorno material y social en que vivimos” Giddens (1999: 37).
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generales de conocimiento, podían debilitar o minar la fe de las personas 
profanas (Giddens, 1999: 125).

4.2 Posición favorable a los expertos
El positivismo es la corriente epistemológica que proporciona los argumentos 

teóricos a los que apoyan a los expertos como los únicos que poseen el 

conocimiento necesario para controlar el riesgo, y por tanto que los administradores 

públicos deben confiar en ellos a la hora de tomar decisiones sobre qué ciencia y 

tecnología se debe permitir desarrollar y usar, e incluso de cuáles son las mejores 

formas de controlar sus consecuencias no deseadas. La posición positivista se 

basa en un supuesto: el riesgo se entiende como un fenómeno que es posible 

medir objetivamente. Esta posición es la adoptada, entre otros, por C. Starr y C. 

Whipple (1980: 1114-1119). Para estos autores, además, es factible ignorar los 

juicios de valor en el análisis y evaluación científica del riesgo. En este sentido, 

los juicios realizados sobre él, conforme a criterios científicos, se sitúan bajo el 

“principio de completa neutralidad”, principio con el que la ciencia a través de 

sus métodos intenta evitar prejuicios y supersticiones que puedan afectar la toma 

de decisiones.8 

El “principio de completa neutralidad” es posible, según los representantes 

8   El tema de la neutralidad valorativa de la ciencia no es está cerrado, y menos en las ciencias 

sociales, pese a ser innumerables veces discutido por la comunidad científica. En este sentido, como 

señala Ángeles Lizón: “Mucho se ha discutido hasta qué punto es necesaria e incluso posible la 

insistencia de Weber sobre la Wertfreiheit o ‘imperativo fundamental de la imparcialidad científica’ 

(1904:49) en las ciencias sociales o de la cultura. […] Las cuestiones planteadas en torno a su 

propuesta ‘desvinculación valorativa’ o ‘independencia axiológica’ (Wertfreiheit) y la ‘relación 

de valor’ o ‘referencia a valores’ (Wertbeziebung), término este último que emplea para subrayar 

aquellos criterios necesarios para la selección de datos fácticos en cualquier investigación socio-

histórica, han llevado a múltiples reformulaciones de la relación entre ciencias sociales y juicios de 

valor” (Lizón, 1989: 59).
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de la posición positivista, gracias a la distinción entre distintos tipos de valor. 

Existen los que forman parte de los científicos como individuos, que son 

subjetivos. Pero también los que son parte de la ciencia como Institución. Estos 

últimos son objetivos, ya que se someten a métodos rigurosos y contrastables, lo 

que permite que los resultados obtenidos puedan ser repetidos y comprobados por 

la comunidad científica. Los positivistas plantean además que es posible separar 

hechos y valores, e incluso suponen que algunos hechos carecen de valores.

La separación de valores entre “juicios categóricos de valor” y “juicios 

instrumentales de valor” y la separación entre valores y hechos permite a los 

positivistas, postpositivistas y asesores de riesgo adheridos a estas corrientes 

establecer el “principio de completa objetividad” y el “principio de absoluta 

neutralidad” para la ciencia y la evaluación del riesgo, siempre que los hechos 

estudiados se sometan a los criterios de las separaciones apuntadas. Aplicado el 

pensamiento señalado a la evaluación del riesgo implica que ésta: “debe basarse 

en hechos y estimaciones de riesgo neutrales, aunque las decisiones políticas 

adoptadas […] puedan ser evaluativas” (Shrader-Frechette, 1991: 234). 

Ello supone, en primer lugar, eludir la crítica normativa en las evaluaciones 

de riesgo que se realicen y asumir que en las mismas nunca deben ser evaluados 

o sometidos a críticas los valores constitutivos, contextuales o cognitivos 

adheridos a los datos o metodología empleada. Esto tiene como principal efecto 

la permanencia del status quo normativo existente. En segundo lugar, presupone 

la creencia que algunos juicios acerca del riesgo son mejores que otros, y ello sin 

atender a los valores insertos en los juicios propios. 

Lejos de contribuir a la objetividad el “principio de total neutralidad” la 

perjudica, puesto que tiende a reducir en la práctica todos los valores constitutivos 

de las diversas opciones de riesgo que se presentan a unos pocos valores 



98

priorizados, como el “poder de predicción” o la “maximización de la ganancia 

esperada”. Lo cual tiene como consecuencia que la evaluación de riesgo que se 

efectúa atiende únicamente a la probabilidad de que determinado suceso tenga 

lugar y a la ganancia esperada en un futuro de la fuente del potencial riesgo, 

ignorando a todos los demás valores constitutivos. 

El “principio de neutralidad”, al rechazar el análisis normativo en los juicios 

sobre el riesgo, impide la crítica ética y metodológica de las decisiones tomadas 

sobre la base de métodos científicos legitimados por tal principio. Ello implica en 

la práctica un empobrecimiento de las políticas públicas sobre el riesgo, puesto 

que olvidan factores tan importantes como: la crítica a los valores constitutivos 

de cualquier metodología o análisis científico, las repercusiones éticas que de 

tales políticas se puedan derivar e incluso el contraste de opiniones entre distintos 

grupos sociales afectados por ellas. Factores todos ellos que cualquier decisión 

política que se considere democrática debe tener en cuenta. 

El “principio de neutralidad” afecta en gran medida las políticas públicas 

sobre el riesgo; puesto que de la creencia que es posible alcanzarlo se deriva 

la tendencia a priorizar los valores constitutivos que se presentan en forma de 

interpretaciones y contrastaciones científicas de determinados datos y se rechaza 

el debate social por subjetivo, valorativo e interesado. Incluso, yendo más lejos, 

el “principio de neutralidad” llega a negar los valores constitutivos que le son 

ajenos, ya que al no poderse contrastar empíricamente no pueden ser objetivos.

Resumiendo, el aceptar el “principio de total neutralidad” propuesto por los 

positivistas, y que mantienen los postpositivistas y algunos evaluadores del riesgo 

en sus prácticas, supone: “(1) sancionar el relativismo ético, (2) aceptar el statu 

quo, y (3) no ver las verdaderas causas de la controversia sobre la aceptabilidad 

del riesgo” (Shrader-Frechette, 1991: 237).
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4.3 Posición intermedia
La principal corriente epistemológica que defiende esta posición es la 

procedimental, que se caracteriza por buscar una definición del riesgo intermedia 

entre la adoptada por los relativistas culturales y la adoptada por los positivistas. 

En esta labor recoge de ambos aquellos elementos que hacen posible, por un 

lado, tener en cuenta los valores aportados por la ciencia en sus evaluaciones (nos 

referimos aquí a valores tales como el “poder explicativo” que aporta la ciencia 

y que permite establecer por ejemplo: la probabilidad de que determinados 

sucesos tengan lugar y bajo qué condiciones éstos serán posibles) y, por el otro, 

no rechazar los valores sociales aportados por distintos grupos, aunque aquéllos 

no puedan contrastarse empíricamente. Argumentar de esta forma implica asumir 

la existencia de por lo menos un criterio universal con poder explicativo, además 

de creer que es posible realizar test sobre las predicciones que se efectúen. Esto 

supone admitir la existencia de un procedimiento que garantiza la posibilidad de 

elección entre teorías o paradigmas, atendiendo a las prácticas que conducen a 

una meta o fin, y no sólo a través de interpretaciones de lo bien que una teoría se 

aproxima al cumplimiento de éstos. Además, se da cabida a valores alternativos a 

los meramente científicos, lo que permite abrir la crítica y el debate democrático 

al corazón mismo de la ciencia, la tecnología y de la evaluación del riesgo.  

Otra de las consideraciones inserta en la posición procedimental se refiere 

a que, a menudo, aunque los riesgos sean pequeños no puede determinarse su 

magnitud. En estos casos las estimaciones que se realizan fallan respecto al poder 

explicativo que aportan y las predicciones que efectúan, lo cual no quiere decir 

que la evaluación efectuada no haya sido empíricamente confirmada. Esto ocurre 

porque tanto el poder explicativo como los test de predicción son, en algunas 

ocasiones, una meta a alcanzar por la ciencia y la tecnología, pero no un criterio 
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para ellas. Este hecho lleva a considerar que la “objetividad” no siempre requiere 

confirmación empírica para darse, o por lo menos no es el único criterio válido 

para que ésta se dé. Como nos lo recuerda Kristin Shrader-Frechette: “No es 

razonable exigir confirmación empírica a todos los juicios de riesgo, ya que no es 

la única prueba de su objetividad, ya sea en la ciencia o en cualquier otro lugar” 

(Shrader-Frechette, 1991: 240).

La objetividad en los juicios de riesgos efectuados no requiere desde la posición 

procedimental, por tanto, la garantía de algoritmos correctos en los juicios de riesgo, 

sino el cumplimiento de un criterio general racional. El criterio general racional 

es aquel que nos permite, por ejemplo, explicar y predecir el comportamiento 

de individuos frente a determinadas situaciones de riesgo u obtener y explicar 

magnitudes y distribuciones de un riesgo particular, prediciendo ambas. Este 

criterio general racional para ser completo necesita de la participación y debate 

entre los científicos, el público no experto y los afectados por los riesgos que se 

evalúan. Ello no quiere decir que desde esta posición se rechace el conocimiento 

que los métodos científicos aportan a la evaluación de los riesgos, sino que los 

mismos deben contrapesarse con otro tipo de conocimientos y valorares, de 

acuerdo a criterios democráticos que permitan la participación de los distintos 

grupos sociales y no sólo de los expertos. Esta participación democrática en el 

debate sobre el riesgo es a la que contribuye la posición procedimental. 

4.4 Posición favorable a la sociedad civil
La primera corriente epistemológica que se adhiere a esta posición es la del 

relativismo cultural. Un ejemplo de la misma la encontramos en el libro Risk 

and Culture, de M. Douglas y A. Wildavsky (1982). Ambos autores se muestran 

contrarios a la posibilidad de que la percepción del riesgo y su posterior evaluación 
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por los expertos sea objetiva en el sentido positivista. Para ellos no existe tal 

objetividad en el riesgo percibido y evaluado por los expertos, y es por eso que 

la opinión que éstos tienen sobre éste no se puede considerar como privilegiada 

respecto a la del público no experto. Por tanto, estos autores concluyen que las 

opiniones sobre el riesgo de los legos son del mismo valor que las de los expertos. 

Es así porque, tanto en unos como en otros, existe una construcción social del 

riesgo que delimita la percepción que sobre él se tiene. Es decir, y en último 

término, para estos autores el riesgo es un constructo social. Douglas y Wildavsky 

(1982: 186) lo dicen textualmente: “El riesgo es una construcción social”.

Otra corriente favorable a que la sociedad civil participe en la toma de decisiones 

respecto al control del riesgo la hallamos en los supuestos que conforman el libro 

de Ulrich Beck: La sociedad del riesgo. Los principales argumentos del mismo, 

como nos señala David Goldblatt, son tres: 

En primer lugar, Beck describe las características y las consecuencias de 
las amenazas y peligros generados por los procesos de modernización e 
industrialización, centrándose en las formas en que alteran la dinámica y 
la constitución de la sociedad industrial clásica. En resumen, el proceso 
de modernización reflexiva -ejemplificada por el surgimiento y la 
interpretación de los nuevos riesgos y peligros- está marcando el comienzo 
de una sociedad del riesgo, de una sociedad industrial en decadencia. En 
segundo lugar, Beck conecta esta penumbra cada vez mayor de los riesgos 
y la inseguridad en los procesos complementarios de la modernización 
reflexiva: destradicionalización e individualización en las esferas de la 
vida familiar trabajo e identidad. En tercer lugar, explora las formas en 
que estos dos conjuntos de procesos interconectados han alterado el estatus 
epistemológico y cultural de las ciencias y de la conducta, así como de la 
constitución política contemporánea (Goldblatt, 1996: 157).
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La tesis central del libro de Beck es que las sociedades industriales actuales 

tienen su elemento definidor en el riesgo derivado de la utilización de la ciencia 

y la tecnología. Un riesgo que es global, de alcance planetario, cuyos efectos no 

queridos afectan a todos los individuos, sin distinción. Además, siendo la ciencia 

y la tecnología las causantes de estos efectos indeseados, por lo menos en cuanto 

a las repercusiones de su utilización, no son su solución. 

A esta tesis general vienen a unirse otras cinco tesis particulares. La primera 

hace referencia a que el saber científico o anticientífico puede ampliar o reducir 

el “riesgo”; aunque éste está abierto a los procesos sociales de definición, y por 

tanto las posiciones en torno a él se convierten en posiciones sociopolíticas. Esta 

tesis viene a significar en la práctica una adhesión del autor a las tesis relativistas, 

puesto que los distintos saberes no se privilegian por su procedencia sino que 

están abiertos, por lo menos en cuanto a la capacidad definitoria que poseen. 

La segunda nos dice que las situaciones sociales de peligro son interclasistas 

(afectan a todas las clases sociales) y globales (afectan a todos los países y en 

último término al planeta en su conjunto), y requieren controles globales (es 

decir, acuerdos internacionales, con vigilancia global de los cumplimientos). 

Esta tesis viene a constatar la deslocalización del riesgo, es decir, que las fuentes 

de riesgo de las aplicaciones de la ciencia y la tecnología pueden estar situadas 

territorialmente en lugares concretos, pero sus consecuencias traspasan fronteras. 

Es el caso, por ejemplo, del calentamiento global del planeta por emisiones a 

la atmósfera de CO2, o las radiaciones que se produjeron tras el accidente de 

Chernóbil y que se expandieron a través de la atmósfera; pero también el caso 

de la lluvia ácida, o de casos como el de las vacas locas cuyos efectos negativos 

tuvieron lugar en varios países a través de la compra-venta de alimentos asociada 

al comercio mundial. 
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La tercera tesis hace referencia a que con el riesgo la economía se vuelve 

autorreferencial, independientemente de que satisfaga necesidades humanas 

o no. Esta tesis viene a significar que la sociedad industrial se beneficia 

económicamente de los propios riesgos que genera, y ello a través de la seguridad 

que se vende como evitación de los mismos. Es decir, los riesgos dejan de ser 

efectos colaterales no queridos de la producción destinada a cubrir necesidades 

esenciales para convertirse en efectos queridos que se producen y aprovechan 

comercialmente y que, además, trascienden su ámbito meramente económico 

para situarse en la esfera política de decisión. Esta conjunción económica y 

política (en el sentido de administrada, más que de disputa argumental entre 

alternativas en competencia) transforma el proceso social de definición del riesgo 

en proceso natural de medición que puede ser administrado y que, asimismo, está 

legitimado, pues obedece a requisitos objetivos avalorativos. Lo hace acosta de 

ocultar los valores en que se basa y negar al riesgo como proceso social abierto a 

definiciones, considerando que la única alternativa posible que está justificada es 

la basada en las mediciones científicas. Y es que como nos lo recuerda el propio 

Ulrich Beck: “Las afirmaciones sobre los peligros nunca son reducibles a meras 

afirmaciones sobre hechos. Contienen constitutivamente tanto un componente 

teórico como un componente normativo” (Beck, 2001: 33). 

La cuarta tesis viene a decir que el saber del riesgo tiene un gran potencial 

político, no se le escapa a nadie: afecta a los medios de producción de ideas y 

entra directamente en la esfera de las políticas sociales, económicas, industriales, 

científicas, tecnológicas, medioambientales, de obras de infraestructura, de 

salud, etc. Es por tanto, un concepto de la esfera de la Administración Pública 

par excellence. Pero también lo es de la teoría política, al menos para Beck, en 

un sentido trascendental. Nos referimos al cambio de determinantes de “ser” y de 
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la “conciencia” que este autor señala. En efecto, si en las sociedades industriales 

tradicionales el ser determinaba la conciencia (la trascripción sería que el ser de 

una clase social determinaba la visión del “mundo de la vida”9); en las sociedades 

industriales actuales la conciencia determina al ser (se trata de la conciencia de 

riesgo adquirida por los saberes del mismo en competencia). 

En el fondo, ese saber hecho conciencia determina el ser en el mundo, no 

únicamente como posición ante él sino incluso como posibilidad de existencia. 

Con esto queremos decir que las posiciones dominantes en torno al riesgo 

dependen, en buena medida, de la propia existencia del ser, es decir de lo Humano. 

Anthony Giddens denomina a estas posiciones como “reacciones adaptativas” y 

señala que son cuatro: 

Primera, una aceptación pragmática, se manifiesta en una participación 
pragmática que mantiene su foco de atención en los problemas y tareas 
relacionadas con el quehacer diario [...] Segunda, un optimismo sostenido, 
sostiene que pueden encontrarse soluciones sociales y tecnológicas para 
los principales problemas mundiales [...] Tercera, un pesimismo cínico, es 
una manera de atemperar el impacto emocional de las ansiedades, bien sea 
a través de una respuesta humorística, o una de hastío por el mundo en que 
vivimos [...] Cuarta, un compromiso racional, es una actitud de contestación 
práctica contra lo que se perciben como fuentes de peligro. [Decir que] esta 
es una postura optimista, pero que a su vez va estrechamente ligada a la 
acción contestataria en lugar de a la fe en el análisis y la discusión racional. 
Su principal vehículo es el movimiento social (Giddens, 1999: 129-131).

Ahora entendemos porque Beck señala que la asignación de situaciones deja 

de ser clasista para convertirse en civilizatoria, y porque reclama una sociología 

9   El concepto de “mundo de la vida” aparece “desde la perspectiva de los participantes 
[…] como el contexto, creador de horizonte, de los procesos de entendimiento, el cual al 
delimitar el ámbito de relevancia de la situación, dada en cada caso, se sustrae él mismo 
a la tematización dentro de esa situación.” (Habermas, 1999: 193).
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y teoría sobre el surgimiento y difusión del saber de los riesgos. 

La quinta tesis de este autor hace referencia al conflicto entre definiciones de 

riesgo. Éstas se encuentran en competencia, se disputa públicamente en torno 

a ellas. Esto tiene una carga política de gran calado, pues la administración del 

riesgo queda abierta a los procesos sociales de definición. Es decir, la legitimación 

procedimental del management, y de esto no escapa ni la industria ni la comunidad 

científica y tecnológica, basada en la aplicación de métodos que lo justifican, al 

hacerlo objetivo y avalorativo, queda trastocada, puesto que su fundamentación 

es la de  un saber más –no el único- y, por tanto, se encuentra abierto y en 

competencia con otros saberes. Esto supone que debe ganarse su legitimidad 

dialógicamente, es decir en la esfera pública, y no a través de los métodos de las 

ciencias naturales que lo hacen inexpugnable a la evaluación social.

La conclusión central que extraemos de la lectura comprensiva de este libro 

de Ulrich Beck es que: si el riesgo define a la sociedad, la sociedad debe definir 

al riesgo. Es imprescindible, por tanto, establecer canales democráticos abiertos 

donde las distintas definiciones sociales en competencia del riesgo puedan 

convencer sobre la base de buenas razones. En este sentido: 

Si se sitúa como punto central de la cuestión de la delimitación de la 
política, su sentido se concibe como formas de democracia experimental 
que ensayan nuevos tipos de colaboración directa y de control compartido, 
más allá de las ficciones de progreso y de dirección centralizada, nuevos 
tipos que se basan en derechos declarados y en la subpolítica emergente 
(Beck, 2001: 285). 

El riesgo se ha convertido en las sociedades desarrolladas y democráticas, 

como nos dice Ulrich Beck, en el punto central de la delimitación de la política, 

donde la participación ciudadana en su definición y control es uno de los elementos 
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que nos dan cuenta del grado de democratización de un país o a nivel global, pues 

es el  conjunto de países el que está afectado por las consecuencias de la ciencia 

y la tecnología, no existiendo fronteras al respecto.

Por otro lado, el que sean los expertos, a través de su conocimiento, los únicos 

capaces de obtener conocimiento fiable que delimite el riesgo en grados aceptables 

ha sido puesto en cuestión por diversas corrientes epistemológicas y teorías, que 

sostienen que no existe un conocimiento privilegiado al respecto y que, por tanto, 

se debe escuchar lo que opinan los posibles afectados por un accidente causado 

por un error o por un mal uso de la tecnología.

Asumir, como hace C. Starr (1969), que a través de pruebas de ensayo y 

error la sociedad llega a balancear óptimamente riesgos y beneficios asociados 

a cada actividad, supone admitir el conservadurismo político que encierran los 

acuerdos económicos y sociales actuales bajo la equiparación de que los riesgos 

aceptados son aceptables; además de ignorar las cuestiones de distribución 

desigual del riesgo y sus beneficios y priorizar una toma de decisiones basada en 

la racionalidad de mercado, dando por hecho que se cumple con el supuesto de 

información perfecta, en el que los decisores optimizan sus decisiones con base 

en la igualdad de datos manejados.10 

Frente a la teoría reduccionista de Starr se alzó el paradigma psicométrico, 

el cual asume que la gente tiene dificultades a la hora de dar significado a las 

cuestiones relacionadas con el riesgo. Éste es inherentemente subjetivo, es decir, 

no existe fuera de nuestras mentes y culturas. Añade que el público lego tiene 

sus propios modelos de asunción y evaluación respecto al riesgo, modelos que 

se basan en la intuición y que no corresponden, en muchas ocasiones con los 

utilizados por los científicos. En resumen, cómo nos lo recuerda Paul Slovic: 

10   Véanse al respecto Otway y Cohen (1975) y Fischhoff, Slovic y Lichtenstein (1979).
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El paradigma psicométrico abarca un marco teórico que asume que el riesgo 
se define subjetivamente por individuos que pueden ser influenciados 
por una amplia gama de factores psicológicos, sociales, institucionales 
y culturales. El paradigma sostiene que, con un diseño adecuado de los 
instrumentos de la encuesta, muchos de estos factores y sus interrelaciones 
se pueden cuantificar y modelar con el fin de iluminar las respuestas de 
los individuos y sus sociedades sobre los peligros a los que se enfrentan 
(Slovic, 1992: 120).

La asunción desde este paradigma psicométrico de que existe una “intuición 

toxicológica” a través de la cual se establecen modelos cognitivos, asunciones 

y métodos de inferencia con los que el público lego llega a establecer teorías 

intuitivas sobre la toxicología, comparándose éstas con los modelos cognitivos 

de asunción y de inferencia utilizadas en los modelos científicos, propicia una 

valoración del conocimiento del lego frente al del experto. En este sentido, 

los estudios realizados al respecto, como los publicados por Kraus, Malfors, y 

Slovic (1992: 215-232), dieron resultados interesantes. En ellos se demuestra que 

los humanos siempre tienen una intuición toxicológica basada en los sentidos, 

intuición que la ciencia sustituye por otros métodos de detección. 

En resumidas cuentas estas aportaciones van en el sentido de propiciar una 

mayor participación ciudadana en la toma de decisiones que sobre el riesgo y 

su control hagan los poderes públicos. Ello es así porque la actitud del público 

lego no es irracional sino distinta a la del experto, basada en otros criterios. Estas 

diferencias pueden conducir a deslegitimar la opinión experta e incluso la gestión 

del riesgo, al no tenerlas en cuenta o no estar éstas de acuerdo con consideraciones 

como: la equidad, el potencial catastrófico, el control sobre éste, consideraciones 

éstas que son importantes para el lego. Por tanto, las mismas deben ser tenidas 

en cuenta en las decisiones políticas respecto al riesgo, y no sin más renunciar a 
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las percepciones del lego tachándolas de irracionales. El problema que se plantea 

es cómo integrar dichas percepciones en la política y gestión del riesgo, y es ahí 

donde paradigmas como el psicométrico pueden ayudar.

Conclusiones
El riesgo se ha convertido en el elemento de debate más importante sobre la posible 

participación ciudadana en la toma de decisiones sobre qué descubrimientos 

científicos e invenciones tecnológicas financiar y permitir, y también de cómo 

se deben regular unos y otras para evitar los daños posibles derivados de su uso. 

Existen varias posiciones respecto al mismo, mismas que han argumentado a 

favor o en contra de esta participación ciudadana con argumentos más o menos 

sólidos. Aquí las hemos clasificado en tres: posición favorable a los expertos, 

posición intermedia y posición favorable a la sociedad civil. 

En la posición favorable a los expertos, la que no admite la participación de 

los legos en la toma de decisiones sobre ciencia y tecnología, encontramos a los 

positivistas y postpositivistas, que argumentan que es posible medir el riesgo 

objetivamente y que además es aplicable el principio de “completa neutralidad”, 

pues la aplicación del método científico permite ambas cosas. También admiten 

la separación entre valores y hechos, y entre “juicios categóricos de valor” y 

“juicios instrumentales de valor”, separando así los juicios de valor del científico 

como individuo de los valores de la ciencia como comunidad. Para los que 

defienden esta posición (administradores públicos, representantes de la industria 

y buena parte de los científicos y tecnólogos) los legos no son capaces de estas 

separaciones ni de medir objetivamente el riesgo, pues, como dijimos más arriba 

siguiendo a Jon Elster, sólo son capaces, y ello en el mejor de los casos posibles, 

de asignar cursos de acción cuyas mejores consecuencias no son perores que 
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las peores de otro curso de acción. Esto es, no serían capaces de convertir la 

incertidumbre en riesgo, cosa que sí harían los expertos.

En la posición intermedia se sitúan los “procedimentalistas”. En ella se 

resalta la importancia de contar con las mediciones de riesgo realizadas por 

los expertos, y que éstas nos sirvan para la toma de decisiones pública sobre 

ciencia y tecnología, pero sin rechazar ex ante otros valores sociales constitutivos 

importantes. Otra cuestión que señalan es que la aceptación de riesgos no puede 

estar únicamente condicionada a magnitudes pequeñas de ocurrencia, pues existe 

indeterminación sobre su magnitud. Es decir, puede ser muy poco probable que 

ocurra un accidente, por ejemplo, pero en caso de que se dé podemos estar ante una 

gran catástrofe: con miles de muertos y destrozo de bienes y nichos ecológicos. 

Los favorables a esta posición están a favor de la participación ciudadana y el 

debate entre los científicos, el público no experto y los posibles afectados por 

los riesgos que se evalúan, como dijimos más arriba. Los grupos sociales que 

la sustentan son: algunos intelectuales líderes de opinión, algunos científicos y 

tecnólogos; así como periodistas y representantes de grupos religiosos.

En la posición favorable a la sociedad civil nos encontramos a los relativistas 

culturales, que niegan que tanto la percepción del riesgo como su evaluación 

sean objetivas en el sentido positivista. De este modo, lo que los expertos dicen 

son meramente opiniones a las que hay que dar el mismo valor que las dadas 

por los no expertos. En ambos casos, nos encontramos ante una construcción 

social del riesgo, y por tanto no se pueden privilegiar unos valores, los científicos, 

sobre otros, los del lego. Situamos en esta posición también a Ulrich Beck, quien 

sostiene que el elemento definidor de las sociedades actuales es el riesgo: un 

riesgo global que alcanza a todo el planeta y a todos los individuos, sin distinción. 

Señala también que el riesgo está sujeto a los procesos sociales de definición, 
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y que por tanto toda posición en  torno a él es sociopolítica, lo que supone no 

privilegiar saberes por su procedencia. En definitiva, para este autor, si el riesgo 

define a la sociedad, la sociedad debe definir al riesgo. Situamos en esta posición 

también al paradigma psicométrico, cuyos componentes teóricos principales 

indican que el riesgo se define subjetivamente a través de una amplia influencia 

de factores psicológicos, sociales, institucionales y culturales. Éstos permiten que 

los individuos constituyan una “intuición toxicológica”, que les sirve de modelo 

cognitivo, asunción y método de inferencia, para realizar una teoría intuitiva sobre 

la toxicología. El modelo señalado se puede comparar al modelo científico, lo 

cual ya hicieron Kraus, Malfors y Slovic (1992), quienes llegaron a la interesante 

conclusión que la ciencia solo sustituye a la intuición toxicológica, basada en los 

sentidos, por otros métodos de detección. Lo que no quiere decir que aquélla sea 

de por sí falsa y ésta verdadera.

Llegados a este punto solo nos queda decir que el debate en torno a la 

participación ciudadana en las políticas públicas sobre ciencia y tecnología no está 

cerrado ni mucho menos. Existen, como hemos visto a lo largo de este artículo, 

posiciones a favor y en contra, con argumentos fuertes y débiles al respecto. Si, por 

un lado, el argumento fuerte de los contrarios a dicha participación se encuentra 

en la incapacidad del lego de convertir la incertidumbre en riesgo, con todo lo 

que esto implica, por el otro, el paradigma psicométrico nos muestra que los no 

expertos son capaces de construir modelos cognitivos a través de la “intuición 

toxicológica” que no están tan alejados de los modelos de los expertos, por lo 

cual el diálogo y participación social en torno al riesgo científico y tecnológico 

es posible. 



111

Capítulo 5  
La sociedad civil en Hidalgo: 

aproximación descriptiva

Dr. Juan Antonio Taguenca Belmonte

Introducción
La cultura política democrática (llamada cívica por Almond y Verba en su famoso 

libro de 1963: The Civic Culture: Political attitudes and Democracy in the Five 

Nations) está relacionada con la participación ciudadana en las diversas fases de 

la política. En este sentido, una mayor calidad de la democracia (por lo menos 

si la consideramos más allá de sus aspectos meramente formales) necesita que 

los ciudadanos se organicen asociativamente a fin de efectuar sus demandas a 

los gobiernos  y también para que puedan controlar efectivamente la eficiencia y 

eficacia de éstos a la hora de implementar las políticas públicas que les afectan. 

En la medida en que las organizaciones que agrupan a los ciudadanos sean 

efectivas en canalizar estas demandas y controlar el cumplimiento de las mismas, 

de manera eficiente y eficaz, por parte de las autoridades, el sistema democrático 

será de mayor calidad, y así será percibido por los propios ciudadanos.

En México los estudios locales sobre la Sociedad Civil son pocos, máxime 

en sociedades estatales, como la hidalguense, que se caracterizan por opacidades 
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informativas. Es necesario, pues, adentrarnos en las características que presentan 

las Organizaciones de la Sociedad Civil, si se quiere alcanzar comprensión sobre 

sus posibilidades reales de convertirse en el eje central de la cultura cívica, 

democrática, de la que nos hablaban Almond y Verba. Al respecto, el capítulo 

que aquí presentamos es una primera aproximación, descriptiva, sobre su 

configuración en Hidalgo. Esta forma parte de un proyecto de investigación que 

lleva por título: “La Sociedad Civil en Hidalgo como elemento fundamental del 

desarrollo de la Calidad de la Democracia de la Entidad”, que está auspiciado por 

la Red Temática de conacyt “Sociedad Civil y Calidad de la Democracia”, sub-

área: “Sociedad Civil”. 

5.1 Precisiones conceptuales
Antes de pasar a ver cómo se configura la Sociedad Civil en Hidalgo a través 

de las organizaciones que las representan es menester que nos detengamos un 

momento en hacer algunas precisiones conceptuales preliminares. En primer lugar 

debemos considerar el modelo de democracia realmente existente en México y 

de la cual Hidalgo es un exponente claro. Pues bien, la misma es el resultado de 

dos modelos distintos: el pluralista competitivo (conocido también como liberal-

protector) y el modelo republicano-elitista. La siguiente figura nos da cuenta de 

sus características.
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Como se desprende de los modelos existentes de democracia en México y en 

Hidalgo, lejos de facilitarse se dificulta la conformación de organizaciones de 

sociedad civil participativas en el diseño y aplicación de políticas públicas. Esto 

obedece a una lógica en la que se considera a la ciudadanía como una intrusa a 

la que hay que excluir de las decisiones públicas, las cuales obedecen a criterios 

racionales de decisión que solo pueden manejar los expertos en administración 

pública. En este sentido, los individuos deben perseguir sus intereses en la esfera 

privada y delegar las cuestiones de la gestión pública a grupos profesionales 

que compiten por las posiciones de representación. Lo que está detrás de ello 

es que lo político se entiende como “mera política, es decir, una técnica para 

la conservación y la administración del poder” (Volpi, 2008: 17)1. En este caso 

la pluralidad de cursos de acción política y de actores políticos se diluye en un 

pensamiento racional-técnico causal y determinista que solo admite una dirección 

y una limitación de los agentes, es decir de los reconocidos y habilitados para el 

manejo de las agencias. Es por ello, que no solo se convierte a las organizaciones 

de la sociedad civil en meros conductos de ejecución de políticas públicas, 

aunque en un sentido mínimo y guiado por los administradores públicos, sino 

que éstas se desvinculan sistemáticamente de la composición de los organismos 

autónomos de estas administraciones y de los instrumentos de participación 

ciudadana individual que las propias administraciones articulan. Ambos aspectos 

los detallamos en las siguientes dos figuras.

1   El enunciado corresponde a un análisis del libro de Hannah Arendt: La condición Humana.
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Como se observa en la figura, las osc están claramente excluidas del 

entramado autónomo de las administraciones públicas estatales, cuando éste 

debería ser claramente un espacio de articulación de los gobiernos estatales con 

las organizaciones de la sociedad civil. 

Los instrumentos de participación ciudadana diseñados por las administracio-

nes públicas2 tienen a una lógica más individual que colectiva, aunque en todo 

caso refieren más a un afán legitimador que a una verdadera creencia en una 

democracia participativa, que correspondería a un tipo de democracia que no es el 

propio de nuestro sistema político, que como dijimos más arriba posee una lógica 

más excluyente de la ciudadanía que incluyente en los procesos de diseño, toma 

de decisiones y control de las políticas públicas. 

5.2 Descripción y análisis de las Organizaciones de la Sociedad Civil 
en Hidalgo
En este apartado describiremos con algún detalle la información recabada sobre 

las osc hidalguenses en el portal de Instituto Nacional de Desarrollo Social 

(indesol)3, Comisión de Fomento de las Actividades de las Organizaciones de 

la Sociedad Civil, del 5 al 10 de septiembre de 2012. Se trata de aquéllas que 

obtuvieron su registro cluni, que es la Clave Única de Inscripción que permite a 

las osc participar en la obtención de recursos federales, por un lado, y colaborar 

en el diseño de políticas públicas, por el otro. 

La información que ofrece el portal es claramente insuficiente, pues no ofrece 

detalles, por ejemplo, sobre: la forma de organización de las osc, sus relaciones 

con los diversos ámbitos de gobierno y otros actores sociales, sus diversas fuentes 

2   Los describimos con amplitud  en el capítulo primero del libro.

3   Véase al respecto: http://www.corresponsabilidad.gob.mx/?p=f8e8b1feff822753a39b21de 

69259fd6&
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de financiación, las actividades que realiza realmente, con y sin financiación, y 

los resultados obtenidos en las mismas, quiénes son sus miembros y cuál es su 

experiencia, formación y capacitación profesional en las actividades propias de 

este tipo de organizaciones. 

La base de datos de indesol no permite, por tanto, más que un análisis general 

de la situación de las osc en Hidalgo, que en todo caso debe completarse con 

investigación de campo, fase posterior del estudio que aquí presentamos en su 

etapa inicial. De todas formas, resulta llamativo que la Institución que debe 

transparentar a estas organizaciones lo haga en tan escasa medida.

Respecto a las variables que contiene la base de datos y que hemos tenido en 

cuenta para realizar nuestra descripción y análisis son las siguientes:

V1: Existencia de cluni

V2: Estatus de la osc

V3: Figura jurídica de la osc activas

V4: Sexo del representante legal de las osc activas

V5: Vigencia de la representación de las osc activas

V6: Año de vigencia de la representación de las osc activas

V7: Año legal de constitución de las osc activas

V8: Existencia de página web de las osc activas

V9: Existencia de correo electrónico y un teléfono de las osc activas

V10: Tipo de teléfono de las osc activas

V11: Año del primer informe anual de la osc activas

V12: Porcentaje de informes anuales presentados en tiempo de las osc activas

V13: Porcentaje de informes anuales no presentados de las osc activas
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V14 Porcentaje de informes anuales presentados extemporáneamente de las 

osc activas

V15: Actividades que realizan las osc activas

V16: Pertenencia a redes de las osc activas

V17: Apoyos económicos recibidos por las osc activas

V18: Rubro de los apoyos económicos recibidos por las osc activas

V19: osc activas que recibieron estímulos

V20: Tipos de estímulos recibidos por las osc activas

V21: Existencia de actas protocolizadas de las osc activas 

V22: Municipios donde se ubican las osc activas

A continuación pasaremos a describir como se configuran las variables 

señaladas, mismas que nos darán cuenta de cómo se estructuran las osc en 

Hidalgo, por lo menos a nivel general.

V1: Existencia de cluni

Todas las osc tenidas en cuenta tienen cluni, pues ese requisito era indispensable 

para tenerlas en cuenta.

V2: Estatus de la osc

En Hidalgo existían, a la fecha de la consulta, 395 osc, de las cuales 330 (83.54%) 

estaban activas y 65 se encontraban inactivas (16.46%). Esto ya nos indica que 

aproximadamente una de cada 6 osc que en su momento estuvieron activas 

dejaron de estarlo por una razón u otra, más adelante nos centraremos en analizar 

las organizaciones inactivas, ofreciendo al respecto algunas hipótesis sugeridas 
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por los datos del porqué de su baja. De momento nos enfocaremos en las que 

siguen estando activas, a fin de describirlas en la medida de lo posible.

V3: Figura jurídica de la osc activas

La figura jurídica más ampliamente utilizada por las osc hidalguenses es la de 

Asociación Civil, que es la elegida por 315 (95.45%) de las mismas; 14 (4.24%) se 

conformaron como Sociedad Civil y 1 (0.31%) como Institución de Beneficencia 

Privada. Las asociaciones civiles se caracterizan por no tener ánimo de lucro y 

por tener como finalidad la promoción de actividades sociales; las sociedades 

civiles van un paso más allá al proponerse incidir en la toma de decisiones del 

ámbito público desde fuera de las estructuras gubernamentales; por último, 

las instituciones de beneficencia privada se configuran como auxiliares de las 

administraciones públicas en el ámbito de la asistencia social.

V4: Sexo del representante legal de las osc activas

Una de las actuaciones permanentes de las osc a nivel global ha sido su defensa 

constante de la equidad de género. Es decir su permanente petición de que 

hombres y mujeres sean tratados como iguales ante la ley y la sociedad, teniendo 

al respecto las mismas oportunidades de acceso a los puestos de trabajo, cargos 

públicos incluidos. Pues bien, siendo esto así se esperaría que en su interior las 

osc tuvieran equidad de género, por lo menos en cuanto a sus dirigentes se refiere. 

Lo observado deja en evidencia tal equidad, pues en Hidalgo 313 osc (94.85%) 

tienen como máximo responsable a un hombre y sólo 17 (5.15%) a una mujer.
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V5: Vigencia de la representación de las osc activas

Señalar también que 50 osc hidalguenses (15.15%) se encontraban en el momento 

de la captura de los datos sin representante legal, pues dicha representación se 

encontraba vencida; 280 (84.85%) sí se encontraban debidamente representadas. 

Esta situación de la representación vencida en organizaciones activas es 

difícilmente comprensible; máxime cuando se mantienen su registro y las 

actividades que realizan, y siguen  siendo sujetas a la obtención de recursos 

federales. 

V6: Año de vigencia de la representación de las osc activas

En cuanto a la antigüedad de la vigencia de la representación, destacar que la 

gran mayoría de estas organizaciones (258) tienen un representante que lleva en 

el puesto 5 años o menos, lo que representa el 78.18%; 66 (20%) representantes 

llevan de 6 a 10 años y 6 (1.82%) más de diez años. Estos datos nos indican 

dos cosas con distinto peso y que probablemente estén combinadas en la 

realidad: que estamos ante organizaciones con poco tiempo como tales, y, por 

tanto, con poca experiencia, y que la rotación en las dirigencias se produce en 

periodos no muy prolongados de tiempo. Si la segunda razón es un aspecto de 

democratización muy saludable para estas organizaciones, aunque puede tener 

la consecuencia negativa de la inexperiencia del representante legal de la osc, la 

primera es un efecto negativo que es menester corregir si se quiere que las osc 

de nuestra entidad alcancen el valor profesional y social que requieren para ser 

coordinadores eficientes y eficaces, ante los gobiernos, de las demandas de la 

sociedad civil hidalguense.
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V7: Año legal de constitución de las osc activas

Más interesantes, que el año de vigencia de la representación legal, resultan 

los datos que se refieren a la antigüedad de estas organizaciones, mismos que 

se pueden extraer del acta que las constituyen legalmente. Al respecto, señalar 

que sólo 71 (21.52%) tiene una antigüedad superior a 8 años, mientras que 

140 (42.42%) tienen un acta constitutiva que data del periodo 2004-2009 y 

119 (36.06%) se constituyó desde el 2010. Los datos nos dan cuenta de que 

son pocas las osc con cierta antigüedad, pues cerca del 80% tienen menos de 

diez años. Aquí cabe suponer dos causas: la primera que existe un alto grado de 

volatilidad en este tipo de instituciones en el Estado que estamos estudiando; 

la segunda que a partir de 2005 se incrementó notablemente el número de osc 

que se constituyeron en Hidalgo. Ambas causas tienen ciertamente visos de 

verosimilitud y probablemente se combinen para explicar los resultados que se 

aportan. Si la primera de ellas encuentra sustento, por ejemplo, en el 16.46% de 

osc inactivas; la segunda lo encuentra en el fuerte incremento experimentado en 

las constituciones de éstas desde 2005, cercano al 80% como dijimos. ¿Cuántas de 

éstas perdurarán el próximo lustro?, lo ignoramos, pero sería conveniente realizar 

estudios longitudinales que nos permitan observar su grado de permanencia o 

volatilidad. Eso nos ayudaría a aclarar el panorama en este tipo de organizaciones, 

así como encontrar los factores que las convierten en exitosas.

V8: Existencia de página web de las osc activas

Un aspecto importante para este tipo de organizaciones es su visualización ante 

la sociedad, que la misma conozca: su organización, su trabajo profesional, sus 

proyectos y resultados. Para ello, hoy en día internet se ha vuelto una herramienta 

más que útil, esencial. Pues bien, ninguna de las osc hidalguenses con registro 

cluni y analizadas en la base de datos de INDESOL registró una página web 
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donde diera a conocer su visión, misión, objetivos, metas, trabajo realizado, 

resultados obtenidos, etc. Es decir, no se visibilizaron ante la sociedad por este 

medio tan importante para hacerlo. 

V9: Existencia de correo electrónico y un teléfono de las osc activas
Respecto a la existencia de un correo electrónico de contacto, 310 osc (93.94%) 

lo referencian; y todas excepto una dieron un teléfono. Sin embargo, esto resulta 

claramente insuficiente para transparentarlas. 

V10: Tipo de teléfono de las osc activas
De las osc activas, 156 de ellas (47.42%) dieron un teléfono celular o de 

residencia, y sólo 173 (52.58%) lo reportaron como de oficina. Este dato resulta 

interesante, pues casi la mitad de las osc hidalguenses no se ubican en una oficina 

como tal, siendo que la complejidad de los trabajos que éstas deben abordar hacen 

necesarios instrumentos, herramientas y equipos de trabajo profesionales tanto en 

las labores a efectuar en el “campo” como en las labores de administración y 

comunicación de la propia osc, así como las labores de red con la sociedad civil 

y las administraciones gubernamentales. Todo ello requiere de una oficina bien 

ubicada y “montada” para realizar todo este tipo de trabajos. No parece ser el caso 

de por lo menos la mitad de las osc ubicadas en nuestra Entidad.

V11: Año del primer informe anual de la osc activas
Desde el año 2005 las organizaciones de la sociedad civil con cluni, a excepción 

de algunas que todavía no se les aplica, deben presentar un informe anual de 

actividades a indesol, máxime si las mismas han obtenido apoyos económicos o 

estímulos por parte de la Federación. La figura siguiente nos señala para las osc 

hidalguenses activas el año de presentación de su primer informe. Ello nos da 
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cuenta, a su vez de su transparencia, por lo menos a nivel gubernamental, pues 

rinden cuentas a la administración pública encargada de supervisarlas.

Figura 13. Año del primer informe de las osc ubicadas en Hidalgo ante 

indesol (2005-2011).

Año del primer 

informe

Número de osc que 

presentaron

Informe

Porcentaje de osc que 

presentaron

Informe

2005 33 10%

2006 19 5.76%

2007 29 8.79%

2008 24 7.27%

2009 42 12.73%

2010 42 12.73%

2011 67 20.30%

NO APLICA 74 22.42%
Fuente: Elaboración propia a través de datos de indesol.

La figura anterior nos da cuenta de algunos datos interesantes para el análisis, 

pues en la misma se observa el incremento paulatino de las osc que presentaron 

los informes, y sobre todo como este se dio a partir de 2009 y principalmente en 

el último año (2011). También es importante señalar el elevado número (74) de 

las que todavía no han presentado ningún informe, ya sea por su reciente registro 

o por otras cuestiones. Es destacable que el 22.42% de las organizaciones de la 

sociedad civil hidalguenses con cluni no hayan rendido cuentas a la administración 

pública encargada para ello. 
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V12: Porcentaje de informes anuales presentados en tiempo de las osc activas 

V13: Porcentaje de informes anuales no presentados de las osc activas 

V14 Porcentaje de informes anuales presentados extemporáneamente de las 

osc activas

De las osc que sí presentaron informe no tenemos información sobre el 

sentido del mismo, pero sí sobre el porcentaje de cumplimiento, cumplimiento 

parcial e incumplimiento, es decir, si lo hicieron en tiempo, extemporáneamente 

o simplemente no presentaron todos los informes o no lo hicieron en algunos años 

concretos. La figura siguiente nos remite a esta situación.

Figura 14. Informes de las osc ubicadas en Hidalgo presentados ante 

indesol (2005-2011) conforme a su presentación oportuna.

Porcentajes 
de informes 

anuales 
presentados 
en tiempo

No. 
de 

osc

% 
de osc

Porcentajes 
de informes 

anuales 
presentados 
extemporá-
neamente

No. 
de 

osc

% 
de osc

Porcentajes 
de informes 
anuales no 

presentados 

No. 
de 

osc

% 
de osc

75%-100% 145 56.64% 75%-100% 23 8.98% 75%-100% 11 4.30%

50%-74% 55 21.48% 50%-74% 26 10.16% 50%-74% 16 6.25%

25%-49% 19 5.76% 25%-49% 44 17.19% 25%-49% 11 4.30%

0%-24% 37 11.21% 0%-24% 163 63.67% 0%-24% 218 85.16%

Fuente: Elaboración propia a través de datos de indesol.

La figura 14 nos muestra información relevante para la descripción y análisis 

que estamos efectuando, en el sentido de que nos da cuenta de la situación, en cuanto 

a la oportunidad de entrega de informes ante indesol, de las osc hidalguenses, 
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siendo éste un indicador aceptable del profesionalismo y transparencia ante la 

administración pública de las mismas. Pues bien, en el sentido indicado, de las 

que presentaron informes,4 145 de ellas (56.64%) lo hicieron en un porcentaje 

alto (75% o superior) en tiempo, sólo 11 no los presentaron (4.30%) y 23 los 

presentaron extemporáneamente (8.98%), atendiendo a este porcentaje alto 

al que hacemos referencia. El dato relevante aquí es que más del 40% de las 

organizaciones que, en principio, debían presentar informes, o no los presentaron 

en algún año o lo hicieron extemporáneamente. Es decir, más de 4 de cada 10 osc 

situadas en Hidalgo no entregaron sus informes a indesol oportunamente. Esto 

nos habla de un porcentaje alto de incumplimiento de esta obligación de rendición 

de cuentas de aquéllas ante la administración pública, y al tiempo nos da cuenta 

de una falta de transparencia que debe ser uno de los pilares fundamentales de su 

legitimación ante la sociedad.

V15: Actividades que realizan las osc activas

Nos centraremos ahora en las actividades que realizan las organizaciones de la 

sociedad civil hidalguenses. La figura que introducimos a continuación nos da 

cuenta de ello.

4   Ya señalamos que 74 (22.42%) no presentaron ningún informe en el periodo (2005-2011) que 

abarca la base de datos utilizada. 
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Figura 15. Actividades que realizan las osc ubicadas en Hidalgo (2005-

2011).

Actividades
Número de 

osc

Porcentaje 

de osc

1. Asistencia Social, conforme a lo establecido 

en la Ley sobre el Sistema Nacional de 

Asistencia Social y en la Ley General de Salud.

3 0.91%

2. Apoyo a la alimentación popular. 2 0.61%
3. Cívicas, enfocadas a promover la participa-

ción ciudadana en asuntos de interés público.
2 0.61%

4. Asistencia jurídica. 2 0.61%
5. Apoyo para el desarrollo de los pueblos y 

comunidades indígenas.
2 0.61%

6. Promoción de la equidad de género. 2 0.61%
7. Aportación de servicios para la atención a 

grupos sociales con discapacidad.
7 2.12%

8. Cooperación para el desarrollo comunitario 

en el entorno urbano o rural.
2 0.61%

9. Apoyo en la defensa y promoción de los 

derechos humanos.
4 1.21%

10. Promoción del deporte. 2 0.61%
11. Promoción y aportación de servicios para la 

atención de la salud y cuestiones sanitarias.
16 4.85%

12. Apoyo para el aprovechamiento de los 

recursos naturales, la protección al ambiente, la 

flora y la fauna, la preservación y restauración 

del equilibrio ecológico, así como la promoción 

del desarrollo sustentable a nivel regional y 

comunitario, de las zonas urbanas y rurales.

11 3.33%
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13. Promoción y fomento educativo, cultural, 

artístico, científico y tecnológico.
39 11.82%

14. Fomento de acciones para mejorar la 

economía popular.
52 15.76%

15. Participación en acciones de protección 

civil.
11 3.33%

16. Prestación de servicios de apoyo a la 

creación y fortalecimiento de organizaciones 

que realicen actividades objeto de fomento por 

la lffarosc.

75 22.73%

17. Promoción y defensa de los derechos de los 

consumidores.
0 0.%

18. Acciones que promuevan el fortalecimiento 

del tejido social y la seguridad ciudadana, 
0 0.%

19. Las que determinen otras leyes. 10 3.03%
Más de dos actividades 88 26.67%

Fuente: Elaboración propia a través de datos de indesol.

En la figura observamos que solo tres actividades sobrepasan un 10% en 

cuanto a las osc ubicadas en Hidalgo que se dedican a las mismas, éstas son: 

promoción y fomento educativo, cultural, artístico, científico y tecnológico 

(11.82%), fomento de acciones para mejorar la economía popular (15.76%) y, 

sobre todo, la prestación de servicios de apoyo a la creación y fortalecimiento 

de organizaciones que realicen actividades objeto de fomento por la lffarosc 

(22.73%); entre ellas suman más del 50% de las actividades de las osc sitas en la 

Entidad, y que se dedican de manera exclusiva a una de ellas. 
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En las 16 actividades restantes encontramos sólo en exclusividad (solo se 

dedican a una actividad) al 23.02% de las osc, mientras que el 26.67% se dedican 

a dos o más actividades. Los aspectos a destacar de lo que acabamos de describir 

son los siguientes: la concentración en pocas actividades, en exclusividad, de 

las osc que se ubican en Hidalgo; la existencia de muchas actividades con poca 

representación de organismos de la sociedad civil, e incluso algunas de ellas sin 

representación alguna; que un porcentaje elevado (más de ¼) no esté especializado 

en actividades concretas, lo que merma su eficiencia y eficacia, redundando en 

una merma de visibilidad sobre sus actuaciones reales.

V17: Apoyos económicos recibidos por las osc activas 

V18: Rubro de los apoyos económicos recibidos por las osc activas

Respecto a los recursos recibidos, éstos fueron de $ 235’972,955.00 M.N. durante 

el periodo 2009-2011, que se distribuyeron en 88 osc (26.67% de las activas), con 

base a la distribución que se muestra en la siguiente figura: 
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Lo que observamos en la figura anterior es que se da una concentración 

de recursos en pocas osc y en pocos rubros. Entre 7 organizaciones se llevan 

$172’510,030.00, que representa el 73.11 % de los apoyos económicos recibidos, 

mientras que 81 organizaciones recibieron $63’462,925.00, o sea el 26.89% de 

dichos apoyos. Por otro lado, 242 no recibieron apoyo ninguno. En cuanto a la 

concentración por rubros, 3 de ellos (Desarrollo educativo, desarrollo agrario y 

desarrollo de los pueblos indígenas) se llevaron $198’274,097.00 que representa 

el 84.02% del total, mientras que los otros 6 rubros que recibieron apoyo, lo 

hicieron en una cantidad de $37,698,858.00, el 15.98%.

V19: osc activas que recibieron estímulo

V20: Tipos de estímulos recibidos por las osc activas

Con relación a los estímulos recibidos por las osc ubicada en Hidalgo, la figura 

siguiente nos muestra su distribución en números absolutos y porcentajes.



132

Figura 17. Distribución de los estímulos recibidos por las osc ubicadas en 

Hidalgo en el periodo 2009-2011.

Tipo de estímulo
Número de osc 

que lo reciben

% que representa sobre el total 

de las que reciben estímulos
Capacitación 46 47.92%
Especie 1 1.04%
Estímulo 1 1.04%
Capacitación y asesoría 15 15.63%
Capacitación y especie 18 18.75%
Coordinación y 

concertación
2 2.08%

Especie y servicios 1 1.04%
Capacitación, difusión y 

asesoría
1 1.04%

Capacitación, 

coordinación, 

concertación

2 2.08%

Capacitación, especie, 

asesoría
3 3.13%

Capacitación, especie, 

coordinación, 

concertación

5 5.21%

Capacitación, asesoría, 

coordinación y 

concertación

1 1.04%

TOTAL 96 100%
Fuente: Elaboración propia a través de datos de indesol.

Lo primero a destacar es que pocas osc recibieron estímulos, sólo 96 (29.09%) 

de las activas. De éstas 90 (93.75%) recibieron solo capacitación o capacitación 
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y otro u otros estímulos además. Por último es importante enumerar los tipos de 

estímulos que recibieron estas organizaciones: capacitación, especie, estímulo, 

asesoría, coordinación, concertación, servicios y difusión, aunque éstos fueron 

obtenidos en poca medida.

V21: Existencia de actas protocolizadas de las osc activas 

Otro aspecto importante es la existencia de actas protocolizadas, mismas que dan 

garantía ante notario de lo tratado en las reuniones de cualquier organización. 

Pues bien, de las 330 osc activas, 219 (66.26%) disponen de las mismas y 111 

(33.64%) no dispone. Esto nos indica que casi un tercio de las organizaciones de 

la sociedad civil ubicadas en Hidalgo no ha dado garantía de las reuniones que 

celebra, por lo menos no una garantía oficial.

V22: Municipios donde se ubican las osc activas

En cuanto a la ubicación geográfica, por municipios, de las osc hidalguenses, 

destacar que la capital del Estado es con mucho la que más organizaciones tiene 

radicadas en su municipio: 113, que equivale al 34.24%, es decir, casi un tercio 

de las existentes se ubican en Pachuca de Soto. El otro municipio importante de 

la Entidad, Tulancingo de Bravo, acumula 25 osc en su demarcación. Estos datos 

los podemos ver de forma más gráfica y pormenorizada en la siguiente figura.
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Figura 18. Ubicación geográfica por municipios de las osc hidalguenses.

Fuente: Elaboración propia a través de datos de indesol.
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Conclusiones
Iniciábamos nuestro capítulo señalando que los modelos de democracia en México 

y en Hidalgo eran del tipo pluralista-competitivo y republicano-elitista, mismos 

que limitan la participación ciudadana a su mínima expresión: la delegativa 

a través de la elección de representantes por medio de elecciones libres y 

competitivas. Esto es, el ciudadano queda excluido de la esfera pública, por razón 

de no ser experto en la toma de decisiones políticas, lo que lo convierte en una 

molestia más que en un beneficio para la toma de decisiones en esta esfera. Esto, 

decíamos, obedece a que “lo político” se entiende desde estos dos modelos como 

una técnica para la conservación y administración del poder, donde la ciudadanía 

es un mero receptor, y por tanto su participación, también sus formas organizadas 

a través de osc, se dejan de lado. Las últimas se convierten en meros ejecutores 

allí donde el Estado tiene problemas en llegar. Los ciudadanos particulares solo 

se entienden como legitimadores de la delegación, al tiempo que se instrumenta 

su participación en formas estándares que no afectan a la decisión política.

Continuábamos con el análisis de las osc ubicadas en Hidalgo, destacando 

al respecto algunas variables que se encuentran en la base de datos de indesol, 

pero que sólo permiten un análisis general de las mismas. Al respecto, nos 

centramos en aquellas organizaciones de la sociedad civil con registro cluni y que 

estuvieran activas, que representaban el 93.54% de las registradas. Predominaban 

ampliamente las que: tenían la figura jurídica de Asociación Civil (95.45%), su 

representante legal era varón (94.85%), con vigencia de la representación legal 

(84.85%) y con una vigencia de la representación legal menor a cinco años 

(78.18%).

Ninguna de las osc activas ubicadas en Hidalgo e incluidas en la base de datos 

de indesol tenía una página web, aunque sí Email (93.94%) y teléfono de oficina 
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(52.53%). Además, solo el 56.64% presentó en un porcentaje superior al 75% 

sus informes en tiempo. En cuanto a las actividades que realizan se concentran, 

en buena medida, en tres: promoción y fomento educativo, cultural, artístico, 

científico y tecnológico (11.82%) fomento de acciones para mejorar la economía 

popular (15.76%) y sobre todo la prestación de servicios de apoyo a la creación y 

fortalecimiento de organizaciones que realicen actividades objeto de fomento por 

la lffarosc (22.73%). Las mismas representan más del 50%. 

Pocas organizaciones, en concreto siete, acaparan los recursos económicos 

otorgados. En concreto éstas se llevaron en el periodo 2009-2011 la cantidad 

de $172’510,030 pesos lo que equivalió al 73.11% del total. En cuanto a rubros 

también existe concentración, pues, como dijimos, tres de ellos: Desarrollo 

educativo, desarrollo agrario y desarrollo de los pueblos indígenas) se llevaron 

$198’274,097.00 que representa el 84.02% del total, mientras que los otros 6 

rubros que recibieron apoyo, lo hicieron en una cantidad de $37,698,858.00, lo 

que representa el 15.98%.

Por último, solo el 29.09% de las osc activas ubicadas en Hidalgo recibieron 

algún estímulo, sobre todo capacitación (93.75%) que pudo venir sola o 

acompañada por otro tipo de estímulo. También señalar que el 66.26% de estas 

organizaciones contaban contaba con actas protocolizadas y la existencia de cierta 

concentración geográfica, pues el 34.24% de éstas se ubicaba en Pachuca de Soto.

Todo lo anterior nos permite concluir que Hidalgo posee una sociedad civil 

organizada en torno a organizaciones, pero que ésta es todavía pequeña en 

tamaño, y tiene deficiencias importantes en cuanto a: su profesionalización, 

especialización, acceso a recursos públicos y equidad de género en su interior. 

Nos faltan datos, sin embargo sobre: su tamaño, su organización, sus actividades 

de forma detallada, su eficiencia y su eficacia. Esta información requiere de un 
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trabajo de campo directo sobre las osc hidalguenses, el cual esperamos realizar 

en la segunda fase del proyecto de investigación, cuyos primeros avances aquí 

presentamos.
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Capítulo 6  
Rendición de cuentas y transparencia 

como motor de la democracia

Dr. Juan Antonio Taguenca Belmonte

Introducción
La rendición de cuentas y la transparencia, como parte de aquélla, son 

fundamentales para la consolidación de la democracia, puesto que profundizan 

las relaciones entre la ciudadanía y las administradores gubernamentales 

federal, estatal y local; así como entre éstas y los organismos intermedios de 

control de los poderes públicos: ejecutivo, legislativo y judicial, que a su vez 

ejercen de contrapesos para el poder político mediante mecanismos que llegan 

a abarcar todo el ciclo de las políticas públicas, que incluye: la evaluación de la 

problemática; la toma de decisiones sobre el programa o programas de política 

pública, que la abordarán con base en recursos públicos; la planeación sobre la 

ejecución operativa de dichos programas; la implementación de los mismos; y 

la evaluación de la eficiencia y eficacia de éstos respecto a la visión, misión y 

objetivos propuestos en la planeación, que se relacionan con la problemática 

evaluada en primera instancia. 
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Con lo anterior se inicia un nuevo ciclo, lo que quiere decir que entramos 

en un segundo momento del ciclo de la política pública, y que con base a los 

resultados obtenidos en el abordaje de la problemática se procederá a una nueva 

toma de decisiones, planeación, ejecución y de nuevo evaluación. En este 

proceso, dirigido a la obtención del bien común a través la conjunción del uso 

en la esfera pública de recursos humanos, materiales y organizativos, es muy 

importante contar con agentes e instrumentos de diversa índole que actúen 

como vigilantes y garantes de un buen uso de los recursos y, por tanto, eviten 

desviaciones que incidan negativamente en el cumplimiento de los objetivos y 

metas, siempre encaminadas a la obtención de la visión y misión planteada en 

cada política pública.

México, a través de una serie de reformas en el ámbito electoral, entró en un 

proceso de democratización que tuvo como principal consecuencia la pérdida 

de hegemonía del Partido Revolucionario Institucional en el Congreso de 

Diputados y en el Senado, en primer lugar, y en el año 2000 de la presidencia. 

Esta transición hacia la democracia, cuyos resultados visibles son el respeto a la 

voluntad de la ciudadanía expresada en votos, se hace presente en la pluralidad 

política y la alternancia a nivel nacional, aunque también en muchos estados y 

municipios del país. Pues bien, ésta no hubiese sido posible sin la creación de 

un organismo autónomo y ampliamente legitimado1, el ife, que no sólo ejerce 
1   El Instituto Federal Electoral gozó de un amplio reconocimiento social en su primer periodo 

(1997-2003), llegando a ser el año 2000 la institución mejor valorada del país. Lamentablemente este 

reconocimiento se fue perdiendo poco a poco, debido al bajo perfil profesional y de independencia, 

con respecto a los partidos, de los consejeros que sustituyeron a los primeros, presididos por José 

Woldenberg. Acontecimiento clave para explicar esta pérdida de credibilidad del ife, por parte de 

la ciudadanía, fue el papel jugado por este Instituto en la controvertida elección presidencial de 

2006; también resulta importante, al respecto, la incidencia cada vez mayor de los partidos en este 

Instituto constitucionalmente autónomo, que llega incluso al nombramiento de consejeros. Éstos, 

en la medida que van perdiendo la confianza ciudadana, pierden su autonomía, dependiendo cada 
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su función de árbitro sino que también hace transparente la elección, sanciona 

las irregularidades que se producen y rinde cuentas a la ciudanía y partidos 

políticos de su gestión. Ciertamente es muy importante para la consolidación 

democrática lo logrado en el ámbito de la elección, que  garantiza un derecho 

político fundamental: el ejercicio del voto efectivo, es decir, su traducción real 

en los resultados electorales obtenidos por cada partido, con la adjudicación 

de puestos de representación popular que efectivamente se corresponden con 

los sufragios emitidos. Con todo, no es suficiente el tener garantizado este 

derecho fundamental, el de elegir en elecciones respetuosas de la voluntad de 

los ciudadanos, para considerar a México como una democracia consolidada de 

una vez por todas. Para ello, es necesario construir una estructura normativa e 

institucional que a modo de interfaces2 conecte a la ciudanía, en su individualidad 

y organización, con los tres poderes públicos; y a éstos entre sí, en un verdadero 

ejercicio de equilibrio de poderes, pero también deben conectarse los organismos 

autónomos con la ciudadanía, por un lado, y con los poderes públicos, por el otro. 

Todo ello a través de instrumentos y mecanismos que relacionen las interfaces y 

permitan un auténtico control del funcionamiento de los tres poderes republicanos 

institucionalmente constituidos. 

La rendición de cuentas y la transparencia entrarían como elementos 

fundamentales en el esquema de control de la esfera pública señalado, con vista 

a su correcto funcionamiento: sin desviaciones de los recursos, objetivos y metas 

previstos, es decir, obteniendo los resultados esperados o aproximándose a ellos 

con eficiencia y eficacia, además de publicitándolos en las distintas fases, con 
vez más de los partidos políticos, que son precisamente los que están obligados a controlar.   

2   Una interfaz está constituida por sujetos intencionales que actúan en un espacio social en 

conflicto. Se caracteriza por su asimetría, es decir, por una desigualdad intrínseca de capitales 

sociales, políticos, económicos, culturales, etc. entre los que actúan y se relacionan en él desde sus 

diferenciados recursos materiales y simbólicos. 
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sus contenidos y recursos respectivos. Esto viene a significar, que la ciudadanía, 

los órganos internos y externos de control y los tres poderes, en sus respectivas 

administraciones, se informen, debatan, decidan y controlen la política pública 

con base en leyes, normas, reglas, instrumentos y prácticas consensuadas y 

seguidas por todos ellos con compromiso y fidelidad. En este sentido, la política 

pública se hace servir de una estructura de interfaces entre distintos agentes 

empoderados y en equilibrio, cuyas funciones de supervisión y sanción, que se 

establecen conforme a normas realmente traducidas en prácticas, son efectivas 

respecto a las actuaciones de los decisores y administradores públicos.3 

Se trata no sólo de hacer públicos los asuntos públicos, como premisa 

fundamental de un orden político democrático, sino también de dotar de capacidad 

decisora y sancionadora a la ciudadanía y sus organizaciones, y a los órganos de 

control interno y externo de los tres poderes republicanos y sus burocracias. Esto 

no es posible sin una democracia plena, que vaya más allá del derecho al voto. 

Es decir, es necesario articular en todos los ámbitos territoriales una estructura 

normativa y de prácticas homogénea que relacione a actores sociales, políticos, 

de la administración y de organismos autónomos con funciones de control 

y sanción. Pero antes de diseñar, un sistema que permita realizar lo apuntado 

debemos tener en cuenta que estamos ante un cambio profundo del Estado, el 

sistema político y la administración pública, cuyos usos y costumbres enraizados 

en el anterior régimen autoritario son completamente contrarios a lo que requiere 

esa democracia plena de la que hablamos. También debemos tener en cuenta que 

la cultura política democrática de la ciudadanía, no solo la de los administradores 

públicos, todavía está en proceso de construcción en nuestro país. Si bien es cierto 

3   La efectividad a la que nos referimos se caracteriza por la disminución, a su mínima expresión, 

del uso discrecional de los recursos públicos, por el uso eficiente de éstos y por la eficacia de los 

resultados de las políticas públicas puestas en marcha.
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ha habido avances notables en este aspecto, todavía son insuficientes. 

La rendición de cuentas y la transparencia son una necesidad en esta nueva fase 

del proceso democratizador en  México. Una vez lograda la anhelada democracia 

electoral se hace necesario democratizar la gestión pública que traduce las acciones 

políticas en programas que persiguen en bien común y el bienestar de la ciudanía. 

Esto se logra a través de normativas y prácticas institucionales que publicitan su 

trabajo, acercando el mismo al ciudadano, que tiene mecanismos e instrumentos 

para supervisarlo, controlarlo, sancionarlo o premiarlo, reconociendo de esta 

forma el distinto papel, funciones y responsabilidades de los actores públicos 

involucrados en  las políticas públicas.

En México existen tres tipos distintos de rendición de cuentas: horizontal, 

social y transversal.4 Cada uno de ellos está relacionado con diferentes prácticas, 

por un lado, y con la transparencia, por el otro. A su vez, todos ellos tienen distintos 

niveles de desarrollo legal e institucional, así como sus propias problemáticas. 

Es importante comprender que a pesar de tratarse de tipos distintos, no deben 

entenderse aisladamente sino desde su articulación y complementariedad. De esta 

forma, uno de los problemas fundamentales de la regulación e institucionalización 

de la rendición de cuentas en México es su desestructuración, es decir, el no haber 

conseguido articular los tipos señalados. 

La rendición de cuentas tiene dos componentes principales, que derivan de 

los agentes involucrados en ella. Por un lado, es un derecho del ciudadano, por 

el otro, es un deber de sus representantes y de los administradores públicos. En 

el primero de los casos los habitantes de un estado demandan información y 

sancionan la toma de decisiones, su justificación y el uso de los recursos públicos. 

4   La rendición de cuentas vertical la incluimos dentro de la social, pues consideramos que el 

voto, que es el que la define, cabe perfectamente en ella. Cfr. Olvera (2009) para una posición 

contraria.
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En el segundo, los poderes republicanos y sus burocracias están obligados a 

proporcionar la información demandada y a someterse a la evaluación por los 

organismos internos y externos que la Ley determine, así como obtener las 

recompensas o sanciones a que den lugar los escrutinios efectuados. Al respecto, 

el voto es un mecanismo central para premiar o sancionar la buena gestión de los 

administradores públicos electos

Lamentablemente lo anterior depende de factores como: la reelección, el 

sistema electoral y la proximidad de los políticos con sus representados. En 

México, ninguno de estos tres factores se dan, pues no hay reelección de cargos5, 

el sistema electoral no permite elegir entre los candidatos de un mismo partido6 y, 

por último, esto da como resultado que los que se presentan a una elección deban 

su carrera política de las dirigencias de los partidos y no a sus votantes, lo que 

desincentiva claramente la rendición de cuentas.7 

5   Esto además tiene el agravante de que los que ocupan los distintos cargos en el poder ejecutivo, 

legislativo y municipal, por ejemplo, no tienen tiempo de adquirir la experiencia necesaria para 

abordar temas tan complejos como los que manejan. En unos casos no están preparados para el 

trabajo legislativo, en el otro no lo están para la gestión de los ayuntamientos. El caso es que cuando 

aprenden ya tienen que irse, lo que se traduce en una baja calidad del trabajo que realizan.

6   Por ejemplo, en la parte de los plurinominales la lista es cerrada, por partido, y en la parte de 

Mayoría Relativa son los partidos quienes eligen a los candidatos que van en la lista. 

7   Si su elección depende de su afinidad con los dirigentes del partido, sus incentivos para realizar 

un trabajo eficiente y eficaz —con resultados óptimos que presentar a los ciudadanos— son nulos. 

En una palabra, la separación entre carrera política y las elecciones ciudadanas, que es consecuencia 

directa de la no reelección, da como resultado un poder absoluto de las dirigencias de los partidos 

sobre los representantes del pueblo, y una nula posibilidad de éste de ejercer un control efectivo 

—con posibilidad de sanción— sobre aquéllos a través del voto. Se le quita de esta forma a la 

ciudadanía el derecho político de emitir un voto de castigo al mal representante o uno de premio al 

bueno. Esto influye claramente en los incentivos para que se produzca una rendición de cuentas por 

parte de éste. Premios y castigos no están en manos de los votantes sino de las dirigencias de los 

partidos, que favorecen o no carreras políticas caracterizadas por el cambio permanente de puestos 

en los niveles: ejecutivos, judiciales, legislativos, órganos descentralizados, institutos autónomos, 
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En lo que sigue utilizaremos básicamente el esquema que utiliza Olvera 

(2009), con coincidencias substantivas con este autor en el análisis efectuado, 

pero también con algunas diferencias de matiz que consideramos importantes.

6.1 Rendición de cuentas horizontal
La rendición de cuentas horizontal hace referencia a los mecanismos de control 

interno de los que el propio estado se dota. Para saber cómo están constituidos 

es necesario comprender previamente la constitución de los poderes políticos y 

sus relaciones, pero sobre todo el funcionamiento de los pesos y contrapesos 

normativos e institucionales que rigen a la política y sus actores. También es 

necesario conocer las prácticas informales de éstos, muchas veces más explicativas 

que las leyes, normas y reglas formales que delimitan el funcionamiento del 

ejecutivo, legislativo y judicial en los tres ámbitos de gobierno.8

En este tipo de rendición de cuentas, cuya base es el tradicional equilibrio de 

poderes, el poder ejecutivo es controlado por el poder legislativo y ambos por el 

poder judicial, cuyos integrantes son elegidos por los otros dos poderes. Desde 

1999 en México el control del ejecutivo lo realiza el parlamento a través de la 

Auditoría Superior de la Federación (asf), que es la encargada de vigilar como se 

empresas estatales, etc. de los ámbitos municipal, estatal y federal. Es decir, existen intercambios y 

rotaciones sucesivas en los puestos de la esfera pública que permiten carreras políticas prolongadas, 

no sujetas a la rendición de cuentas —ni del voto— sino a cercanías personales con las oligarquías 

partidarias. Todo ello, es una consecuencia perversa del sistema de no reelección, que si en un 

momento histórico tuvo su razón de ser, en la actualidad tiene más desventajas que ventajas para la 

democracia mexicana. 

8   Recordemos que estas prácticas informales forman parte del quehacer diario de políticos y 

burocracias, y que gracias a su implantación en usos y costumbres condicionan sus actitudes y 

comportamientos independientemente de la descripción funcional de los puestos de trabajo que 

ocupan y la responsabilidad asociada a ellos, llegando a constituir una cultura del trabajo propia que 

se encuentra al margen de leyes y reglas institucionales.
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ha ejercido el presupuesto público federal. Su constitución fue muy importante 

en términos democráticos, pues vino a modificar el equilibrio de fuerzas entre los 

poderes públicos, muy inclinado hacia el ejecutivo, pero sobre todo al presidente, 

con poderes metaconstitucionales en el periodo de hegemonía priista. No obstante, 

y reconociendo el paso dado hacia la democratización del país que supuso la 

constitución de la asf, no debemos dejar de constatar los límites importantes a 

las que está sometido el ejercicio de sus funciones. Al respecto, esta institución 

de control se encuentra limitada por: restricciones presupuestarias, por no tener 

capacidad jurídica de sanción, no poder recibir denuncias de la ciudadanía, un 

cronograma de actividades inadecuado, un ámbito limitado de actuación9 y 

sobre todo por depender, en muy buena medida, de la voluntad política en la 

información recabada y en las sanciones que de la misma se deriven.  

El hecho es que aunque “en años recientes la asf ha ganado mayor 

autonomía, y ha advertido públicamente de diversas fallas estructurales en el 

manejo de fondos públicos a nivel federal, estas indicaciones no han tenido aún 

consecuencias políticas o jurídicas relevantes” (Olvera, 2009: 15). Sus informes 

advierten sobre el uso poco transparente de los fondos públicos, así como de la 

falta de control sobre su uso, a través de mecanismos como la conformación de 

fondos y fideicomisos procedentes de los subejercicios, que no se auditan. Estas 

advertencias han sido, hasta el momento, poco escuchadas por el legislativo, que 

es el poder para el que trabaja la asf.  

Si a nivel federal los límites de la Auditoría Superior de la Federación afectan 

a su función pública de control presupuestario, a nivel estatal y local estos límites 

hacen casi inoperante la gestión de sus homólogos, siendo más instituciones 

9   En efecto, la asf solo es competente para controlar los presupuestos provenientes de la 

Federación, independientemente de dónde se ejerzan éstos. Ni presupuestos estatales ni presupuestos 

municipales están bajo su supervisión si no son de origen federal. 



147

ficticias que reales. En este sentido, carecen de autonomía política, financiera 

y técnica, pero también de capacidad sancionadora. Todo ello ocasiona que 

no puedan hacer gran cosa frente a la opacidad y discrecionalidad con la que 

se manejan los recursos estatales y municipales propios, no procedentes de la 

federación.  

A lo anterior hay que añadir: la poca responsabilidad que muchos legisladores 

muestran por su trabajo, la poca capacidad técnica que tienen en materia 

presupuestaria la mayoría de ellos, la poca formación en estos temas de los 

funcionarios de los congresos, que no tienen servicio profesional de carrera, y 

equipos de asesores poco formados en los complejos temas que se manejan en el 

legislativo. Aspectos todos ellos que son ocasionados directamente por la regla de 

no reelección que rige el sistema político mexicano, pero también por una cultura 

de lo público laxa y poco asimilada. Olvera (2009: 18) realiza una buena síntesis 

de lo que aquí estamos diciendo: “En suma, la debilidad política estructural del 

Poder Legislativo minimiza sus capacidades de control sobre el Ejecutivo, su 

legitimidad se ve cuestionada por su propia opacidad y su forma de elección 

constituye una violación del principio de rendición de cuentas vertical de los 

ciudadanos sobre sus representantes”. 

El poder judicial carece de órganos efectivos de control. A esto hay que añadir 

que las procuradurías de justicia forman parte del poder ejecutivo y, por tanto, 

su titularidad depende del Presidente o de los gobernadores. Esta estructura es 

inadecuada para la rendición de cuentas. También lo es la tradicional opacidad 

del Ministerio Público. Estos defectos no pueden ser contrarrestados por la 

autonomía que goza el Poder Judicial de la Federación desde 1994, máxime 

cuando su órgano de control interno, el Consejo de la Judicatura ha venido 

funcionando con poca transparencia.10 
10   Por ejemplo, no siempre ha dado publicidad a la evaluación de desempeño de los jueces o no 
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Otro mecanismo importante para la rendición de cuentas en México son las 

comisiones de derechos humanos que, si bien son un avance substantivo para 

denunciar las violaciones que en esta materia se produzcan, enfrentan problemas 

políticos y administrativos que afectan su eficiencia y eficacia. Estas comisiones 

gozan de autonomía política y operativa plena desde 1999, aunque carecen de 

poder sancionador y se limitan a emitir recomendaciones, sin que la instancia 

a las que van dirigidas tenga la obligación de cumplirlas. El desarrollo de 

estas comisiones tanto a nivel normativo como organizacional, así como de 

implantación de autonomía, es variado en México. Existen algunas, como las 

de Ciudad de México y Coahuila, muy desarrolladas. El resto tiene deficiencias 

profundas, operando con escasa autonomía política.

A nivel municipal la rendición de cuentas es todavía muy precaria. La falta de 

órganos municipales de control internos eficientes y eficaces es un hecho en la 

mayoría de los municipios. A esto hay que añadir que los controles realizados por 

el Ejecutivo estatal o el Legislativo local dependen de los intereses partidarios 

o de los intereses políticos de los gobernadores. Otro de los puntos a señalar, es 

el corto periodo que tienen para trabajar los funcionarios públicos elegidos, tres 

años. Esto hace que se produzca una renovación constante en los ayuntamientos, 

que origina que se  tomen éstos en un sentido patrimonial, pues no existen 

incentivos para trabajar por la ciudanía: no depende de un trabajo bien hecho una 

posible reelección.

El tipo de rendición de cuentas horizontal presenta en nuestro país una serie 

de deficiencias en sus reglas de funcionamiento y estructuras de control interno. 

Destacan, la falta de autonomía de las instancias gubernamentales de control 

fiscal y laboral, que dependen de los titulares del Ejecutivo; lo que genera una 

dependencia directa de los funcionarios destinados a controlar a sus superiores 
siempre la ha dado sobre los criterios utilizados para designarlos. 
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jerárquicos, que son los sujetos sometidos a dicho control.11  

En resumen, la rendición de cuentas horizontal en México pasa por: “la garantía 

de la autonomía política efectiva de las contralorías y de las procuradurías; la 

creación, dentro de estas instancias, de espacios de participación ciudadana que 

vigilen y acompañen a estas instituciones, al mismo tiempo que les otorgan una 

especie de protección ciudadana contra los intentos de control y captura de parte 

de los gobiernos”. (Olvera, 1999: 22).

6.2 Rendición de cuentas social
La rendición de cuentas social es de diversos tipos12, aunque todos ellos tienen el 

objetivo común de influir en el funcionario público para que ejerza correctamente 

su trabajo, es decir que lo haga conforme a la ley y las obligaciones que ésta 

le señala. La ciudadanía es la que está detrás de esta influencia y la ejerce 

mediante variados instrumentos: movilizaciones, campañas, uso de los medios 

de comunicación, etc. Esta forma de rendición de cuentas se realiza a través de 

un entramado complejo en el que participan actores individuales, pero sobre todo 

colectivos, que pueden reunirse ante eventos particulares, manifestándose en 

contra de determinadas decisiones políticas o situaciones no atendidas o siquiera 

puestas en la agenda pública. También se da cuando un grupo de individuos 

11   Es el caso de la Secretaría de la Función Pública, nivel federal, de las Controlarías Generales, 

en los estados, y de las procuradurías de justicia con funciones de control en materia laboral. Todas 

ellas son dependientes del presidente o de los gobernadores.

12   Incluimos aquí a la rendición de cuentas vertical, que tiene como objeto la evaluación de 

funcionarios electos y se ejerce a través de la votación. En este sentido, los gobernantes responden 

a los ciudadanos a través de publicitar sus decisiones y actos, así como dando razones convincentes 

sobre aquéllas y éstos. El resultado, a través de la evaluación post-factum realizada por los votantes,  

es que los buenos gobernantes vuelven a salir elegidos y los malos son vencidos en la contienda 

electoral, al ser rechazados por la ciudadanía. Este mecanismo necesita de la reelección, pero como 

hemos visto en México no existe esa figura.
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conscientes de determinadas problemáticas se reúnen y organizan en torno a una 

organización de sociedad civil, cuya finalidad se establece en torno a la resolución 

de esas problemáticas. En la búsqueda de la consecución de esa finalidad se 

establecen como interface entre los poderes públicos formalmente constituidos y 

la ciudadanía, en general, o un grupo de afectados, en particular. 

El control a los funcionarios públicos se establece de forma indirecta y con 

base en: la protesta, que utiliza diversos tipos de instrumentos: correos masivos 

a los representantes, tecnologías actuales de la información y la comunicación, 

manifestaciones, escraches, denuncias en los medios de comunicación, octavillas, 

boletines, etc. Evidentemente, estamos ante una forma de control basada en los 

“costos reputacionales” de los políticos. Esto puede ser un arma de doble filo, pues 

si bien se puede utilizar como forma de presión para que políticos ineficientes 

o corruptos sean removidos de sus cargos, o modifiquen decisiones dudosas o 

impopulares que afectan al bien común en general, también puede usarse para 

que grupos de interés privados impongan sus condiciones con base a chantajes. 

Esta doble posibilidad, unida a la dispar fuerza entre los que se movilizan y los 

que tienen el poder político, hace complejo el proceso, a la vez que incierto el 

resultado de las movilizaciones o negociaciones.

Es importante, sin embargo, señalar que la contraloría social a la que nos 

estamos refiriendo depende de un conjunto de prácticas que se van aprendiendo a 

través de experiencias de los actores involucrados. De esta forma, la movilización 

y organización social generan un aprendizaje significativo de la esfera pública 

y de la reivindicación política, que actúa en pro de una cultura cívica que usa 

la movilización como primer elemento de aproximación entre fuerzas sociales 

y de representación política y, en un segundo, la negociación para resolver los 

conflictos que las problemáticas sociales producen. Pero esto no quiere decir 
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que la resolución sea permanente, pero sí que se da una sinergia positiva entre 

una ciudanía formada políticamente, a través de su experiencia en una esfera 

pública en permanente conflicto, y unos cuadros políticos obligados a rendirle 

cuentas permanentemente, al menos si quiere evitar costos reputacionales que 

signifiquen su remoción del puesto. Claro está, que esto dependerá finalmente de 

cómo estén constituidas las estructuras de la esfera pública y política, así como de 

las interfaces formales e informales, con funcionamiento real, entre la ciudadanía 

y los funcionarios que ocupan los puestos en aquéllas. Aunque, lamentablemente 

en México, pero no sólo en este país, como señala Olvera (2009: 26):

El modelo de acción más común de cuentas social es aquel que, fuera de 
un marco legal establecido o de interfaces formales de relación, vincula 
a la sociedad civil con el gobierno en un formato de crítica y vigilancia 
desde afuera de los procesos estatales. Se trata de una acción política en 
la medida en que los objetivos y los efectos de la acción están vinculados 
al control del poder, si bien se trata de una política de la sociedad civil y 
no de una política partidaria. La política civil se refiere a la intervención 
de los actores sociales en el espacio público en la defensa de derechos, la 
vigilancia del ejercicio de gobierno y la promoción de nuevas formas de 
concebir el bien común y la vida buena.

Consideración diferente merece la llamada “participación ciudadana” misma 

que se produce a través de una institucionalización de la ciudadanía, que entra 

dentro de la esfera pública formalmente, aunque en muy pocos casos con 

capacidad real en la toma de decisiones políticas. Existen múltiples instrumentos, 

como hemos visto en el capítulo primero de este libro. 

Cabe mencionar que en México estos instrumentos formales de participación 

no han sido utilizados por un volumen importante de la población, antes bien 

su uso ha sido reducido y sujeto a control gubernamental. Por ejemplo, las 
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dirigencias de los consejos ciudadanos han sido nombradas por los titulares de los 

ejecutivos. En realidad, la participación ciudadana en nuestro país, sujeta a tales 

instrumentos, ha sido utilizada por los poderes públicos más en un sentido de 

discurso legitimador que de práctica real de rendición de cuentas, no generando, 

por tanto, interfaces entre la ciudanía y los funcionarios públicos más allá de la 

simulación. Es decir, la participación ciudadana no ha contribuido en nuestro país 

a generar un empoderamiento ciudadano, pues no ha correspondido realmente, en 

términos generales, a una práctica auténticamente democrática.

En realidad, si atendemos a las prácticas de participación ciudadana que han 

tenido lugar en México nos encontramos que muy pocas veces se han centrado en 

el apartado de la toma de decisiones, correspondiendo la mayor parte de ellas a un 

mero intercambio de información entre la ciudanía y los funcionarios públicos. 

Lo vemos en la siguiente figura.

Figura 19. Tipos de participación ciudadana llevados a cabo en México 

(2005).

Tipo Total del tipo Sitios de internet Reglas de operación

Intercambio de 

información* 
428 (76.42%) 174 (81.69%) 254 (73.20%)

Toma de 

decisiones**
132 (23.58%) 39 (18.31%) 93 (26.80%)

Total 560 213 347
Fuente: Elaboración propia a través de datos aportados en una tabla por Isunza, Ernesto y Hevia, 

Felipe, “La perspectiva de interfaz aplicada a las relaciones estado-sociedad civil en México”, en 

Olvera, Alberto J., ed. (en prensa), Instituciones garantes de derechos y participación ciudadana en 

México, México, CIESAS-Universidad Veracruzana. Citado por Olvera (2009: 31).

* Incluye las interfaces: contribución, transparencia y comunicación.

** Incluye las interfaces: mandataria, transferencia y cogestiva. 
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La figura 19 es relevante, pues nos muestra las pocas experiencias en la 

interfaces de participación ciudadana relacionadas con la toma de decisiones, 

precisamente las más importantes y substantivas para la rendición de cuentas. No 

decimos, que las referidas al intercambio de información no sean importantes, 

pero sí que están muy limitadas a la hora de influir en el ciclo de las políticas 

públicas.13   

En México en las últimas dos décadas, a nivel federal, estatal y municipal, se 

han creado gran número de interfaces socio-estatales, especialmente de órganos 

colegiados con representación ciudadana. Sin embargo, éstos han tenido un im-

pacto relativo, más bien bajo, lo que hace suponer que su existencia es formal y 

obedece a un afán legitimador por parte de los funcionarios públicos, que simulan 

compartir con la ciudadanía sus decisiones políticas y la gestión administrativa 

que de éstas deriva. Otro tanto ocurre con los mecanismos de democracia directa14 

que, a pesar de estar contemplada en las legislaciones de la gran mayoría de los 

estados, ha sido utilizada en escasas ocasiones, en condiciones precarias y sin ga-

rantías de funcionalidad. A nivel municipal, la participación ciudadana es contem-

plada en leyes y reglamentos, pero en la práctica también ha tenido poco efecto. 

6.3 Rendición de cuentas transversal 
La rendición de cuentas transversal tiene como marco los derechos de ciudadanía. 

Para su defensa se crean instituciones que se conforman con ciudadanos de 

prestigio, cualificados técnicamente e independientes. Los mismos ocuparán 

puestos públicos relacionados con áreas sustantivas que se vinculan con los 
13   El ciclo de las políticas públicas incluye la toma de decisiones, la planeación, implementación 

y la evaluación.

14   La democracia directa es la consulta a la ciudadanía de determinadas decisiones políticas 

relevantes que se quieren tomar. El referéndum y el plebiscito son los dos mecanismos más 

importantes para ello.
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derechos políticos y los de acceso a la información, por ejemplo. Para el primero 

de ellos tenemos en México al Instituto Federal Electoral (ife), así como a los 

estatales; para el segundo al Instituto Federal de Acceso a la Información (ifai) y 

a sus homólogos estatales.15  

Es relevante constatar la relevancia que tuvo el ife en sus inicios (1997-

2003) misma que fue posible gracias a: la gran autonomía que logró frente a 

los partidos políticos; a la gran legitimidad que adquirió, con el correspondiente 

apoyo ciudadano; y al prestigio intelectual y moral de su presidente y consejeros. 

Lamentablemente esta autonomía y legitimidad no se mantuvieron y los partidos, 

por medio de la elección de presidentes y consejeros más proclives a sus demandas, 

volvieron a colonizar al árbitro electoral, prevaleciendo sus intereses a los de la 

ciudadanía. La elección presidencial de 2006 fue paradigmática en este sentido. 

El ife perdió de este modo lo que Ackerman (2007) llama autonomía empoderada, 

que se caracteriza por una mezcla de fortaleza institucional y legitimidad, aunque 

siguió manteniendo una autonomía formal, con sustento financiero y capacidad 

sancionadora.

La autonomía del Instituto Federal Electoral ha sido notable, aún en sus peores 

momentos. No podemos decir lo mismo de los institutos estatales electorales, los 

cuales han dependido desde el primer momento de los gobernadores, por lo cual 

su autonomía real de funcionamiento ha sido muy reducida. Esto ha derivado en 

su poca legitimidad y ha tenido como consecuencia una debilidad permanente 

de estas instituciones y su poco desarrollo institucional. El control ejercido por 

el ejecutivo ha tenido como instrumentos más importantes: la asignación de 

presupuestos, el nombramiento de presidente y consejeros a través del Congreso 

local y la injerencia en sus funciones.

15   Ambas se incluyen también en el tipo de rendición de cuentas horizontal, pues controlan 

también a los funcionarios públicos.
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Por su parte, los institutos de transparencia y acceso a la información han sido 

constituidos sin autonomía constitucional, siendo órganos descentralizados con 

autonomía operativa, financiera y de decisión, pero sin capacidad sancionadora. 

Pese a ello, la gran legitimidad alcanzada les ha permitido mantener una 

independencia real frente a los poderes a los que solicita la información. Al 

menos el ifai se ha desarrollado bajo este esquema. La cosa cambia en institutos 

de acceso a la transparencia y acceso a la información de los estados, los cuales 

cómo recuerda Olvera (2009: 40):

Fueron creados una vez consumada la transición democrática electoral, en 
un contexto de pluralidad política, bajo relaciones de fuerza muy diversas 
en cada estado de la República y sin que hubiese un consenso establecido 
entre los partidos sobre la forma que estas instituciones habrían de tomar 
en el terreno local. El resultado fue la emergencia de muy diversos modelos 
legales para las instituciones de acceso a la información locales, que se 
diferenciaron en términos de grado de autonomía, credibilidad, formatos 
institucionales e incluso en las formas en que la rendición de cuentas fue 
dada a la sociedad.  

El bajo perfil de los miembros de los institutos estatales de acceso a la 

información no les ha permitido desarrollar sus actividades con la eficiencia y 

eficacia que cabría esperar. Esto ha tenido como consecuencias la permanencia de: 

opacidad en el uso de recursos, uso patrimonialista de los mismos y en los casos 

más extremos su apropiación por oligarquías político-empresariales. No existen, 

por tanto,  garantías en los estados del ejercicio de este derecho ciudadano, lo 

cual debilita en gran medida a la rendición de cuentas que las administraciones 

estatales deberían estar dando. Lo anterior es indicativo de un mal funcionamiento 

institucional de este derecho en los estados, que se debe a los intereses de la clase 

política. Lo mismo ocurre, pero con mayor intensidad, en los ayuntamientos. 
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En ese espacio político, el derecho al acceso a la información y su correlato de 

transparencia por parte de los funcionarios públicos locales, queda reducido a su 

mínima expresión. Lo cual posibilita la permanencia de los usos discrecionales y 

patrimonialistas de los recursos públicos disponibles.

Conclusiones
Hemos abordado en este capítulo el gran esfuerzo realizado en  México en las 

últimas dos décadas por construir un sistema de rendición de cuentas, y como 

el mismo puede abordarse analíticamente a través de tres tipos: horizontal, 

social y transversal. El primero de ellos referido al control que el propio estado 

realiza sobre sí mismo; el segundo al que la sociedad ejerce de manera informal, 

mediante manifestaciones de todo tipo, o formal, a través de su agrupación en 

organizaciones sociales de interés; el tercero a la institucionalización de los 

derechos de ciudadanía, que vienen a ser defendidos por instituciones autónomas 

como el ife, ámbito electoral, o instituciones descentralizadas, ifai, ámbito de la 

transparencia y el acceso a la información.

Establecido descriptivamente el contexto de la rendición de cuentas en 

México mediante los tres tipos anteriores, nos hemos centrado en el análisis de 

las problemáticas que conlleva cada uno de ellos.16 Respecto a las mismas hemos 

16   Para una revisión más exhaustiva de éstos, aunque sin referencia explícita a los mismos, 

puede consultarse López y Merino (2012). En este documento como los propios autores señalan se 

“pugna por la construcción de una política completa, articulada y coherente de rendición de cuentas 

en México” (p. 1) “[ya que] no existe en el país un sistema articulado de rendición de cuentas, ni 

consecuencias claras e inequívocas de los esfuerzos que se hacen de manera aislada para mejorar 

la calidad, la eficacia y la probidad de la administración pública en los tres niveles de gobierno 

y en los tres poderes ni, mucho menos, para modificar las percepciones públicas generalizadas 

sobre la corrupción, la simulación y la impunidad” (p. 3). Reclaman, por tanto, “tres grupos de 

reformas principales […] relativas al diseño normativo e institucional, a los procesos de gestión y 

a la participación ciudadana” (pp. 8-9).
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destacado que la rendición de cuentas horizontal presenta deficiencias derivadas 

de la regla de no reelección, que hace que los miembros de los parlamentos sean 

inexpertos en el trabajo legislativo, y para lo que nos incumbe en el control técnico 

de los presupuestos, tanto en su parte de ingresos como de egresos. A esto hay que 

añadir la no existencia de un servicio profesional de carrera en los congresos y el 

uso discrecional de asesores, que no siempre abonan a un trabajo bien hecho. Esta 

situación federal se agrava en los ámbitos estatales y municipales, donde el peso 

del ejecutivo es mayor que a nivel federal. 

Con relación al tipo de rendición de cuentas social, se observa que el voto en 

México no es un mecanismo de control de los administradores públicos electos, 

pues la regla de no reelección hace que éstos deban sus carreras políticas más 

a la proximidad con la dirigencias de los partidos que a los votantes, lo que los 

hace también susceptibles, sobre todo en el espacio estatal y municipal, a un uso 

discrecional y patrimonial de los recursos públicos.  Por otro lado, el control 

informal a través de manifestaciones de todo tipo, que afectan a la reputación de 

los políticos, muestra poca efectividad y solo en algunos casos particulares tiene 

consecuencias efectivas. El control formal, mediante osc, está relacionado con 

el intercambio de información, pero no muy comprometedora, pero casi nunca 

con la toma de decisiones, y es otro de los mecanismos más legitimadores de los 

funcionarios públicos que realmente efectivos, dado también la alta cooptación 

que sufren estas organizaciones a través de su posibilidad de inscripción, pero 

sobre todo de la obtención de los recursos gubernamentales que reciben. Esto es 

más evidente a nivel de estados y municipios.

Por último, la rendición de cuentas transversal llevada a cabo por la 

institucionalización del derecho de ciudadanía presenta avances y retrocesos 

a nivel federal y simulación a niveles estatales y municipales. El ife consiguió 
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aunar legitimidad, autonomía, eficiencia y eficacia en su época dorada (1997-

2003), pero decisiones erróneas y controvertidas posteriores, unidas a una nueva 

colonización de este espacio de los partidos políticos, le hicieron perder buena 

parte de lo ganado. El ifai nació sin autonomía constitucional como un órgano 

descentralizado, aunque ganó autonomía a nivel federal por su gran legitimación. 

Persisten, no obstante, deficiencias estructurales, sobre todo a nivel estatal y 

local, que hacen de la transparencia y rendición de cuentas un derecho ciudadano 

todavía en construcción y con grandes deficiencias que se deben resolver.

En conjunto la rendición de cuentas en México presenta: deficiencias de 

articulación legislativa e institucional, déficits en su gestión y limitaciones en la 

participación ciudadana. Cómo señalan diversos documentos elaborados por la 

Red para la Rendición de Cuentas17 se debe generar una estructura transversal 

para este tópico que abarque todos los niveles de gobierno y a todas las instancias 

públicas. Para ello, consideran básico integrar paquetes evaluativos en los 

programas operativos, mismos que se insertarían en el ejercicio de las unidades 

administrativas a las que controlarían, permitiendo una rendición de cuentas 

transparente, de forma tal que el ciudadano tendría acceso a la información de lo 

que hacen los funcionarios públicos de manera veraz y oportuna.18

17   Véase http://rendiciondecuentas.org.mx/.

18   Agradezco a la doctora Ma. del Rocío Vega Budar que me haya hecho notar esta dimensión 

del debate actual sobre la problemática que estamos tratando.
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